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 Acuerdos Plenarios. - Son los acuerdos o conclusiones reuniones plenarias de los 
jueces de la Corte Suprema de la República en una determinada especialidad y sobre 
un tema específico, que se adoptan en el marco del artículo 116 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial. Los acuerdos plenarios no tienen la condición vinculante que 
posee el precedente vinculante, fijan una doctrina suprema uniforme y su condición 
es más orientadora. (LUJÁN, 2013, pág. 11) 
 
 Acción Penal.- Poder jurídico mediante cuyo ejercicio, a través de la puesta en 
conocimiento al órgano jurisdiccional de una noticia criminal, se solicita la apertura 
o la aprobación formal del proceso penal, haciendo surgir en aquél la misma 
mediante resolución motivada. (SAN MARTÍN, 1999) 
 
 Analogía.-  Es el traslado de una regla dada en la ley para el supuesto de hecho, o 
para varios supuestos de hecho similares, a otro supuesto de hecho, no regulado en 
la ley, similar a aquel. (URTECHO, 2011, pág. 499)  
 
 Antejuicio Constitucional. - Es una prerrogativa funcional de la que gozan 
determinados funcionarios, con el propósito de que no puedan ser procesados ante la 
judicatura penal por los delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, sin que 
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medie un procedimiento con las debidas garantías procesales ante el Congreso de la 
República y la consecuente acusación del propio Legislativo1.  
 
  Cuestión Previa. - Es la institución procesal y una garantía judicial, por la cual se 
exige que antes de desplegar los efectos de un proceso o de una decisión judicial o 
más propiamente para iniciar un trámite cuyo resultado causará efectos jurídicos debe 
cumplirse con la acreditación de los prerrequisitos establecidos legalmente. (LUJÁN, 
2013, pág. 134) 
 
 Cuestión Prejudicial.-  Aquella que tiene que ser incidentalmente resuelta por el 
mismo o por otro tribunal, a efectos de poder tramitar o resolver en el orden civil o 
en el orden penal la cuestión principal sometida a juicio. (OSSORIO, s.f., pág. 244) 
 
 Excepción de Prescripción. - Medio de defensa que se invoca al haber transcurrido 
el tiempo legal hábil para reclamar un derecho o ejercer una acción. (CABANELLAS 
DE TORRES, 2008, pág. 157)  
 
 Plazo Razonable.- Principio integrante del debido proceso por el cual se establece 
que cualquier procedimiento o proceso judicial debe realizarse dentro del tiempo 
absolutamente indispensable para emitir una decisión legítima y debida, siempre que 
se asegure el ejercicio regular del derecho a la defensa de quien es atacado y el 
derecho de contradecir de quien incoa la causa, en todo caso teniendo como 
                                                          
1 Resolución del Tribunal Constitucional- EXP. 0006-2003-AI/TC. 
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referencia el tiempo que la ley haya previsto para la realización del trámite, del 
procedimiento o del proceso. ( LUJÁN, 2013, pág. 194) 
 Prescripción en el Derecho Penal.- Consiste en la extinción de la responsabilidad 
por el transcurso del tiempo; este es un factor determinante para fijar o no la sanción 
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La prescripción de la acción penal posee un rol importante en nuestro ordenamiento 
jurídico, toda vez que configura un límite al poder punitivo del Estado, mediante el cual, una 
persona no puede ser perseguida indefinidamente por la comisión de un delito, más si a 
través del tiempo no se ha logrado definir su responsabilidad.  
 
El Código Penal hace un tratamiento respecto a ésta figura jurídica, atribuyéndole 
plazos (ordinarios y extraordinarios), supuestos de interrupción y suspensión, los mismos 
que serán objeto de estudio en la presente investigación. Por su parte el Código Procesal 
Penal señala una causal de suspensión del plazo de prescripción de la acción penal: la 
formalización de investigación preparatoria, la misma que ha válido el pronunciamiento de 
la Corte Suprema de Justicia de la República a través de Acuerdos Plenarios otorgando a la 
comunidad jurídica mayores alcances, a fin de entender el motivo por el que el legislador 
contemplo la suspensión en la norma procesal; es, en base a ello que pretendo dilucidar si 
existe otra actuación procesal que equipare al efecto de suspensión como es el caso de la 
Acusación Directa.   
 
Palabras claves: Prescripción, Acción Penal, Suspensión, Interrupción, Acusación Directa, 








The prescription of criminal action has an important role in our legal system, since 
it sets a limit to the punitive power of the State, through which a person can not be persecuted 
indefinitely for the commission of a crime, but only through the time has not been able to 
define its responsibility. 
 
The Criminal Code deals with this legal concept, attributing to it terms (ordinary 
and extraordinary), cases of interruption and suspension, which will be the object of study 
in the present investigation. For its part, the Code of Criminal Procedure indicates a reason 
for suspending the limitation period for criminal proceedings: the formalization of a 
preparatory investigation, which has been valid for the pronouncement of the Supreme Court 
of Justice of the Republic through Plenary Agreements. the legal community greater scope, 
in order to understand the reason why the legislator contemplated the suspension in the 
procedural norm; is, based on this I intend to clarify if there is another procedural action that 
equates to the effect of suspension as is the case of the Direct Indictment. 
 
Keywords: Prescription, Criminal Action, Suspension, Interruption, Direct 






Suspender los plazos de prescripción de la acción penal en los procesos donde el 
fiscal formula directamente acusación ha generado una problemática entorno a la aplicación 
del derecho procesal penal, evidenciada en los distintos criterios adoptados por los 
operadores del derecho. 
 
Es por ello que la presente investigación tiene como tema principal esclarecer si la 
suspensión de los plazos de prescripción de la acción penal solo es aplicable a los casos 
donde existe Disposición de Formalización de Investigación Preparatoria, o si puede 
aplicarse de manera analógica en otras actuaciones del Ministerio Público, como es el caso 
de la Acusación Directa, debiéndose determinar si dicha suspensión se encuentra bajo los 
lineamientos establecidos en el derecho, esto es, acorde al  principio de plazo razonable, 
principio de legalidad y principio de inaplicabilidad de la analogía en el derecho penal. 
 
La prescripción de la acción penal encuentra su base legal en el artículo 139. Inc. 
13 de la Constitución Política del Perú de 1993, siendo un límite a la facultad persecutoria y 
sancionadora del Estado, otorgándole la posibilidad al autor del ilícito penal que, la sanción 
a su proceder se haga innecesaria por el paso del tiempo, de éste punto de vista es que su 
suspensión establecida en el Código Procesal Penal es un tema controversial, por lo que 
resulta importante tratar su contenido y alcances a fin que se determine si su aplicación en 
base a una causal no regulada en el ordenamiento procesal sustantivo provoca la afectación 




Por su parte la acusación directa encuentra su soporte jurídico en el artículo 336° 
inc.4 del Nuevo Código Procesal Penal, la misma que opera cuando el fiscal luego de las 
diligencias preliminares ha logrado reunir los elementos de convicción de cargo y de 
descargo que vinculan al investigado con los hechos atribuidos y obviando la etapa de 
Investigación Preparatoria, formula Requerimiento de Acusación Directa ante el Juez de 
Investigación Preparatoria, el mismo que debe cumplir con los supuestos establecidos en la 
normativa, constituyendo una forma de abreviación del Proceso Común. 
 
La Corte Suprema de Justicia de la República ha desarrollado los alcances de la 
Acusación Directa otorgándole los elementos y funciones de la Formalización de la 
Investigación Preparatoria, desde esa perspectiva corresponde dilucidar si la suspensión del 
plazo de prescripción le es atribuible, o si configura una transgresión a lo establecido por 
ley.  
 
Los Principios de Legalidad e Inaplicabilidad por Analogía de la Ley Penal, 
constituyen límites al derecho penal y procesal penal, el primero, consagra que el Estado 
amparado en su poder punitivo intervenga únicamente en los casos previstos expresamente 
por la ley, y el segundo, imposibilita la aplicación de una norma para un caso similar cuando 
ésta le es desfavorable al  procesado; ambos principios se complementan, puesto que 
persiguen el cumplimiento de las formalidades legales a fin de garantizar la seguridad 
jurídica del ciudadano y su libertad  individual ante posibles arbitrariedades, los mismos que 
serán tratados con el propósito de establecer si son o no vulnerados por la aplicación de la 




De igual manera nuestra Corte Suprema de Justicia de la República ha desarrollado 
diferentes acuerdos plenarios respecto a la Prescripción y la Acusación Directa, 
produciéndose la existencia de interpretaciones distintas por parte de los operadores respecto 
de ellas, surgiendo así los fundamentos  para que se atribuya a la acusación directa ser una 
causal de suspensión de los plazos de la acción penal al igual que la formalización de la 
investigación preparatoria, un tema debatible que la presente investigación busca resolver.   
 
La presente investigación está divida en tres capítulos: El primero desarrolla el 
marco teórico, donde se precisan figuras o instituciones jurídicas como la Prescripción de la 
Acción Penal, la Interrupción y Suspensión del plazo prescriptorio de la Acción Penal, la 
Acusación Directa, así como los Principios de Legalidad e Inaplicabilidad por Analogía de 
la Ley Penal y el Plazo Razonable; El segundo capítulo explica el diseño metodológico de 
la investigación el cual contiene el planteamiento del problema, la hipótesis planteada y los 
objetivos a desarrollar los cuales ayudaran para la comprobación de la hipótesis; En el tercer 
capítulo encontraremos la probanza de la hipótesis, la cual se llevó a cabo a través de los 
objetivos planteados, capitulo donde se verá reflejado el resultado de presente investigación. 
 
En conclusión, se desarrolló un trabajo de investigación en aras de aportar 
conocimiento a la comunidad jurídica, pretendiendo dilucidar aquella incertidumbre que 
surge al momento de presentarse una situación jurídica que amerita aplicar un criterio 
jurídico adecuado en torno a la aplicación de la suspensión del plazo prescriptorio en casos 








1.1. EL DERECHO PROCESAL PENAL  
 




El Derecho Procesal Penal es el conjunto de disposiciones jurídicas que organizan 
el poder penal estatal para realizar (aplicar) las disposiciones del ordenamiento punitivo. 
Para ello estructura normativamente el aparato de investigación y juzgamiento y los 
procedimientos seguidos desde que se tiene información sobre un hecho presuntamente 
delictivo hasta la resolución conclusiva y posterior ejecución de lo dispuesto.  
 
“Los fenómenos procesales penales deben ser representados por un sistema de 
conceptos obtenidos de las normas vigentes”, lo que significa que la caracterización del 
objeto de estudio debe encuadrarse a través del material brindado por la regulación positiva 
y por las categorías que le otorgan sentido.  
 
Sobre ésta base puede proponerse como una descripción suficientemente general y 
abarcativa de los diversos fenómenos la de que el Derecho Procesal Penal es el conjunto de 
preceptos sistemáticamente interrelacionados, que tratan de los órganos, sujetos y actos 
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destinados a la aplicación de la ley penal sustantiva. (VAZQUEZ ROSSI, 1995, págs. 34-
36)  
 
1.1.1.2. La Función del Derecho Procesal Penal 
 
La determinación de la función jurisdiccional del derecho procesal penal parte del 
análisis de dos instituciones básicas: las relaciones entre derecho penal y derecho procesal 
penal, y la concreación del ámbito funcional del derecho procesal penal. El primero, dice 
como se expresa o sitúa el derecho procesal penal en el ámbito de la justicia penal y la 
política criminal del estado, el rol que cumple. El segundo, que incide en su ámbito más bien 
interno, específica el alcance o la extensión del derecho procesal penal. (SAN MARTÍN 
CASTRO, 2015) 
 
1.1.1.3. El Derecho Penal y Derecho Procesal Penal  
 
El derecho penal abarca las normas que se ocupan del nacimiento de la pretensión 
penal estatal, mientras que en el derecho procesal penal contiene las normas que regulan la 
determinación y realización de esta pretensión penal estatal. En oposición al derecho penal 
material o de fondo, más bien estático -que comprende sobre todo las reglas relativas a las 
infracciones (tipos legales y condiciones substanciales de la represión) y las sanciones-, el 
derecho procesal penal se caracteriza por su aspecto dinámico -que constituye la puesta en 






1.1.2. El Proceso Penal  
 
El Estado se interesa por la sanción de hechos calificados como delitos o faltas en 
la ley penal, pues como delitos o faltas en la ley penal, pues, como representante de la 
sociedad, su deber es velar por la tranquilidad y seguridad de la comunidad.  Como el Estado 
en el proceso penal es titular de la pretensión (aplicación de la ley penal) y tiene a su potestad 
de sancionar (ius punendi), no puede hacerlo directamente; tiene que someter su pretensión 
a los órganos jurisdiccionales. 
 
 La palabra proceso viene de la voz latina “Procedere”, que significa avanzar en 
un camino hacia determinado fin. Precisamente el Proceso penal es el camino a recorrer entre 
la violación de la norma y la aplicación de la sanción.  
 
El proceso penal comprende un conjunto de actos consecutivos y concatenados 
generados por la comisión de un hecho punible y dirigido a un fin: la aplicación de la sanción.  
Cuando se trata de establecer una definición del proceso se congregan algunas 
particularidades: que es el medio para aplicar la norma penal sustantiva a casos concretos, 
que es el instrumento esencial de la jurisdicción, que son pasos ordenados e 
interrelacionados, que está sujeto a un conjunto de condiciones.  
 
El autor ALVARADO VELLOSO afirma: “El proceso es un medio pacífico de 
debate mediante el cual antagonistas dialogan entre sí para lograr la resolución por una 
autoridad de los conflictos intersubjetivos de intereses que mantienen y cuya razón de ser se 




1.1.2.1. Fines del Proceso Penal 
 
El proceso penal tiene dos fines, el principal (de carácter mediato) la realización 
del Derecho penal material, en tanto manifestación de la Política Criminal del Estado, y 
como fin secundario (de carácter inmediato) la obtención de la verdad procesal en el caso 
concreto. (REYNA ALFARO L. M., 2015, pág. 40)  
 
A. El fin principal (mediato) del Proceso pena: la realización del derecho penal 
material 
 
El derecho penal tiene como misión la protección de bienes jurídicos a través de la 
prevención del delito. En esa línea, la imposición de una pena o medida de seguridad, 
constituyen mecanismos orientados a dicha finalidad preventiva. Por otra parte, a través de 
la reparación civil a favor de la víctima se alcanza una finalidad no poco transcendente en 
un Estado de Derecho: La de protección y reparación de la víctima del delito.  El proceso 
penal es el instrumento a través del cual se alcanzan dichas finalidades propias del derecho 
penal, en la medida que en este se determina si el hecho delictivo tuvo lugar, si el procesado 
es el responsable del mismo y cuáles son las consecuencias jurídicas que corresponde 








B. El fin secundario (inmediato) del Proceso Penal: la obtención de la verdad 
procesal  
 
 El concepto de verdad en el proceso penal  
 
La verdad que se obtiene en un proceso penal no es una verdad real, es una verdad 
construida. Es que la verdad real ha quedado en el pasado y no existen formas certeras de 
reproducirla, por eso el proceso penal se propone, con menos pretensión, aproximarse a ella 
a través de una versión construida de la verdad.  
 
Frente a la imposibilidad de alcanzar la verdad real, el discurso procesal 
actualmente se decanta por un concepto formal, forense o procesal de verdad.  Es así que la 
verdad procesal según FERRAJOLI contiene dos verdades, uno fáctico y otro jurídico, la 
primera (verdad fáctica) es comprobable mediante la prueba y la segunda (verdad jurídica) 
es comprobable mediante la interpretación. 
 
La verdad fáctica o quaestio facti es aquella que pretende establecer la realización 
del hecho y su imputación al sujeto incriminado, recurriendo a la actividad probatoria y 
mediante la inducción. La verdad jurídica o quaestio iuris, por su parte pretende determinar 
el significado de los enunciados normativos que permiten considerar un hecho determinado 
como delito.  
 
Dentro de la quaestio iuris se encuentra el proceso de subsunción del hecho en el 
enunciado normativo, entendido como operación destinada a verificar si el hecho presenta 
las propiedades que se indican en la norma. Esta precisión permite observar la indisoluble 
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relación entre la quaestio facti y quaestio iuris en tanto los hechos que son de interés del 
Derecho son únicamente los hechos interpretados o utilizando expresiones de TARUFFO 
“Es el derecho el que define y determina lo que en el proceso constituye el hecho”; es por 
ello que la verdad procesal debe necesariamente derivar en la actuación probatoria orientada 
a la averiguación de los hechos.  
 
1.1.2.2. Características  
 
De la definición del proceso penal se puede extraer las siguientes características:  
 
 Los actos del proceso son realizados por los órganos jurisdiccionales 
preestablecidos en la Ley. Estos órganos acogen la pretensión la pretensión 
punitiva del Estado que no puede juzgar y sancionar directamente sin un proceso 
previo y aplican la ley penal al caso concreto. Este enunciado hace referencia al 
principio de Juez Natural que constituye una garantía de la independencia 
jurisdiccional. 
 
  Tiene un carácter instrumental. A través de él se aplica la norma del derecho penal 
sustantivo al caso concreto. CARNELUTTI señala que “(…) el proceso penal regula 
la realización del Derecho Penal objetivo y está constituido por un complejo de actos 
en el cual se resuelve la punición del reo”. Se afirma, por ello, que el proceso penal 
no es contingente sino necesario, puesto que es el instrumento esencial para darle 




 Tiene la naturaleza de un proceso de cognición, puesto que el Juez Penal parte de 
la incertidumbre sobre la comisión del delito y la responsabilidad, y a través de la 
actividad probatoria puede llegar a la certeza o convicción sobre dichos aspectos. Se 
establece que existen tres niveles de conocimiento en un proceso penal: la 
probabilidad, la posibilidad y la certeza. El Juez Penal no conoce directamente los 
hechos, llegan a él afirmaciones sobre éstos, que funcionan como hipótesis cuya 
confirmación deberá efectuarse en el proceso.  
 
 El proceso penal genera derechos y obligaciones entre los sujetos procesales, se 
reconocen diversos intereses y pretensiones que se enfrentan, en algunos casos, y en 
otros, coadyuvan (Juez, Ministerio Público, Imputado, Parte Civil y Tercero 
Civilmente Responsable). Por el proceso surgen entre los sujetos procesales 
relaciones jurídicas de orden público, en consecuencia, derechos y obligaciones.  
 
 La indisponibilidad del proceso penal. Este proceso no puede desaparecer ni 
adquirir una fisonomía distinta por voluntad de las partes. Las partes no tienen libre 
disponibilidad del proceso, como en el proceso civil y aunque quieran, no pueden 
exonerar de culpa. Sin embargo, se contemplan algunas excepciones como la 
conciliación en las querellas y la aplicación del principio de oportunidad en algunos 
delitos. 
 
  El objeto principal del proceso penal, como lo llama PIETRO CASTRO, es 
investigar el acto cometido, el cual debe ser confrontado con los tipos penales. Pero 
también es importante la restitución de la cosa de la que se ha privado al 




 Para que se dé el proceso penal, es necesario que exista un hecho o acto humano que 
se encuadre en un tipo penal y, además, que pueda ser atribuido a una persona 
física en el grado que sea, como autor, coautor, instigador o cómplice. 
(CALDERÓN SUMARRIVA A. C., 2011, págs. 17- 21) 
 
1.1.2.3. Principios que rigen el Proceso Penal Peruano 
 
Los principios son cláusulas de relevancia constitucional que definen los aspectos 
orgánicos de la jurisdicción penal, la formación del objeto procesal y régimen de actuación 
de las partes, así como de la actuación formal de la pretensión punitiva y de su resistencia 
hasta la sentencia definitiva. (SAN MARTÍN CASTRO, 1999)  
 
El Nuevo Código Procesal Penal establece los principios fundamentales que 
orientan al proceso penal peruano, constituyendo una suerte de garantía de que el proceso 
será realizado de manera transparente y acorde a los lineamientos jurídicos establecidos, 
aportando seguridad jurídica a las partes del proceso. 
 
A. Principio de Tutela Judicial Efectiva. 
 
Consiste en el derecho subjetivo que tiene todo ciudadano de acudir a la 
administración de justicia a efectos de demandar que se le reconozca, extinga o modifique 
un derecho reconocido normativamente por el ordenamiento jurídico en sujeción a las 




A este principio lo encontramos   en el inc. 3 del Artículo 139 de la Constitución 
Política del Perú y si bien no se encuentra consagrado de forma expresa en el Título 
Preliminar del NCPP, éste comprende:  
 
 El Derecho de Acceso a la Justicia: Consiste en aquel derecho en virtud del cual toda 
persona o sujeto justiciable puede acceder a los órganos jurisdiccionales, 
independientemente del tipo de pretensión formulada y de la eventual legitimidad 
que pueda, o no, acompañarle a su petitorio. El acceso al órgano jurisdiccional se 
debe manifestar no sólo en la posibilidad de formular peticiones concretas 
(solicitudes probatorias, oposiciones, imputaciones, impugnaciones) sino también en 
que se pueda instar la acción de la justicia en defensa de los derechos e intereses 
legítimos de las personas.  
 
 El Derecho a obtener una resolución fundada en derecho: Este derecho implica que 
la resolución sea estimatoria de las pretensiones deducidas, sino simplemente que 
sea una resolución jurisdiccional de fondo, fundada en derecho, cualquiera que sea 
su sentido, favorable o adverso.  
 
  Derecho a los recursos legalmente previstos: Este derecho consiste en aquella 
prerrogativa consistente en recurrir a más de una instancia con la finalidad de que su 
pretensión sea revisada por una instancia superior, todo ello en virtud de la pluralidad 





 Derecho a la ejecución de las resoluciones judiciales: Significa que lo que ha sido 
decidido judicialmente debe ser eficazmente cumplido, y este cumplimiento de lo 
establecido en una decisión judicial supone, por otro lado, la satisfacción real y 
efectiva, en tiempo oportuno, de lo decidido por el poder jurisdiccional. 
 
B. Principio de Inmediación  
 
 A través de la inmediación, el juez toma contacto con las partes y los elementos de 
prueba. Conoce, aprende y comprende todos los medios probatorios de cargo y de descargo 
y, para ello, hace uso de los sentidos, por ese motivo, sólo el juez que actúa con la prueba 
puede sentenciar. (FRISANCHO APARICIO, 2012, pág. 35). 
 
En el NCPP, el principio de inmediación es respetado en plenitud en el juicio oral, 
pues existe una verdadera concentración, unidad y oralidad al buscar que los juicios se 
realicen en el menor número de audiencias y que el lapso de tiempo entre ellas sea el mínimo. 
 
Pues un postulado básico de la inmediación señala que la información para ser 
confiable debe ser percibida directamente por los jueces, por tanto, lo que se busca con este 
principio es que nadie medie entre el Juez y la percepción directa de la prueba, solo así se 
puede basar la sentencia a una persona, con prueba que el Juez ha percibido directamente. 
Es decir que una prueba que se actúa sin presencia del Juez no es legítima.  
 




 Inmediación Formal. - El Juez que dicta la sentencia debe haber observado por sí 
mismo la recepción de la prueba sin poder dejar ésta a cargo de otras personas. 
 
  Inmediación Material- El Juez debe de extraer los hechos de la fuente por sí mismo, 
sin que se puedan utilizar equivalentes probatorios.  
 
Por ello se quiere que el tribunal vea toda la evidencia de una vez y resuelva en base 
a su memoria fresca acerca de ella. La escrituralidad no permite esto. Entonces, los principios 
de oralidad, continuidad y concentración son tributarios del principio de inmediación y la 
aseguran. (NEYRA FLORES, 2010, págs. 131 - 133) 
 
C. Principio de Publicidad  
 
Este principio es una garantía básica para el acusado (art. 8° de la Convención 
Americana de Derechos Humanos), porque además que públicamente se puede conocer o 
presenciar el desarrollo de la audiencia, conocer a quien se juzga, el delito que se le imputa 
y todos los detalles, permite controlar la imparcialidad y legalidad, pues se recuerda a los 
magistrados que están bajo la atenta observación de la sociedad. El control de la comunidad 
permite incrementar la transparencia en la tarea de administrar justicia y poner límites a la 
corrupción.  
 
En el NCPP se consagra éste principio para todo el proceso, pero especialmente 
para la etapa del juzgamiento. Lo garantiza incluso en aquellos supuestos en los que el 
juzgamiento se realice en locales o sedes judiciales adyacentes o ubicadas en los 
establecimientos penales. La publicidad no es absoluta, pueden establecerse limitaciones 
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totales o parciales, en el sentido de realizar la audiencia a puertas cerradas excluyendo al 
público o disponer el ingreso sólo de un número determinado de personas.  
 
En el art. 357° del NCPP se realiza una enumeración taxativa de los supuestos en 
los que es posible restringir la publicidad, sustentado en la potencial afectación a otros 
intereses que son jurídicamente relevantes. Estos son: a) cuando se afecte directamente el 
pudor, la vida privada o la integridad física de alguno de los participantes en el juicio; b) 
cuando se afecte gravemente el orden público o la seguridad nacional; c) cuando se afecte 
los intereses de la justicia; d) cuando peligre algún secreto particular, comercial o industrial, 
cuya revelación sea punible o cause perjuicio injustificado; e) cuando se susciten 
manifestaciones por parte del público que perturben el regular desarrollo de la audiencia.  
También cabe la imposición de restricciones a la publicidad como medidas 
disciplinarias, las mismas que deben imponerse con razonabilidad o proporcionalidad. 
(CALDERÓN SUMARRIVA, 2011. Págs. 334 – 336).  
 
D.  Principio de Oralidad  
 
La oralidad es un principio que inspira el proceso penal y debe ser observado tanto 
por el legislador, al elaborar las leyes, como por los órganos encargados de interpretarlas y 
aplicarlas. (SANCHEZ VELARDE, Manual de Derecho Procesal Penal, 2006, pág. 11) 
 
La oralidad en el ordenamiento jurídico peruano tiene rango constitucional. La 
Constitución Política, en su artículo 139.10 precisa que entre los principios y derechos de la 
función jurisdiccional se encuentra el de no ser penado sin proceso judicial. Al hacer 
referencia a “proceso judicial” es evidente que se trata de un “debido proceso”, el que, de 
acuerdo con el NCPP DE 2004 erigido sobre la base del principio acusatorio–, tiene como 
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uno de sus pilares más importantes al principio de oralidad, recogido en el artículo i.2 del 
Título Preliminar del referido cuerpo normativo, que reconoce el derecho de toda persona “a 
un juicio previo, oral, público y contradictorio”. 
 
La oralidad en el NCPP está presente tanto en la investigación preparatoria como 
en el juicio oral. En el caso de las investigaciones preparatorias que no llegan a juicio oral, 
esto se evidencia con las diferentes audiencias establecidas en el código, las que se deben 
realizar antes de la resolución de cualquier tema relacionado con la restricción de derechos 
fundamentales del imputado (salvo que se trate de una medida reservada), y antes de que se 
emita cualquier decisión que incida en el curso o desenlace del proceso. 
 
El juicio oral es la parte principal del proceso, en el que se presentarán las pruebas 
de cargo y de descargo durante la audiencia, y en la cual cada parte debe contradecirlas de 
acuerdo con su teoría del caso. Si una prueba no ha sido actuada en el juicio oral, no puede 
ser tenida en cuenta por el juez al momento de emitir sentencia.  
 
Lo expuesto no prohíbe la presentación de elementos de convicción o probatorios 
mediante su exhibición o lectura, como por ejemplo informes periciales, videos, 
documentos, entre otros.  Sin embargo, en estos casos los documentos, informes o videos 
deben presentarse en audiencia, con la finalidad que el Juez tenga contacto directo con 
aquellos, y que las partes tengan la posibilidad de presentar oralmente sus argumentos con 






E. Principio de Igualdad Procesal 
 
La constitución y las leyes protegen y obligan igualmente a todos los habitantes de 
la República. Pueden dictarse leyes especiales cuando así lo exija la naturaleza de las cosas, 
pero no por la diferencia de las personas. Así lo declara el art. 103° de la Constitución, y 
también está reconocido en el art. I.3 del Título Preliminar del NCPP.  La igualdad ante la 
ley es la base sobre la cual se construye el principio de igualdad en el proceso pues, las partes 
cuentan con los medios parejos a fin de evitar desequilibrios en el proceso (disponen de las 
mismas posibilidades y cargas de alegación, de impugnación y de prueba). 
 
Nuestro Tribunal Constitucional considera que la igualdad procesal es un 
componente del Debido Proceso, a través del cual se pretende garantizar que las partes 
detenten las mismas oportunidades de alegar, defenderse o probar, de modo que no se 
ocasione una desventaja en ninguna de ellas respecto a la otra.2 Es en éste punto en el que 
hallamos las mayores dificultades para la implementación del nuevo sistema, puesto que, 
siguiendo la tradición paternalista, ante la falta de preparación o diligencia de los actores, el 
Juez interviene de manera oficiosa, en pro de los intereses punitivos o los de la víctima y, 
rara vez pro imputado. (CALDERÓN SUMARRIVA, 2011, págs. 67 – 69) 
 
ALVARADO VELLOSO define la igualdad en el proceso como igualdad de armas: 
“Igualdad significa paridad de oportunidades y de audiencia; de tal modo, las normas que 
regulan la actividad de una de las partes antagónicas no pueden constituir, respecto de la 
                                                          
2 Resolución del Tribunal Constitucional: EXP. N.º 06135-2006-PA/TC. LIMA (FJ 5), de fecha 
19/10/2007 – Caso HATUCHAY E.I.R.L.   
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otra, una situación de ventaja o de privilegio, ni el juez puede dejar de dar un tratamiento 
absolutamente similar en ambos contendientes”.  
 
F.  Principio de Imparcialidad 
 
Este principio tiene su marco normativo establecido en el artículo 139º de la 
Constitución Política inc. 2), así como en el artículo 10 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos y en el 14º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  
 
La garantía de la Imparcialidad, está contenida en la figura del Juzgador como un 
tercero que actúa sobre las partes en el proceso, es la forma o modo en que el Juez se 
desempeña frente al conflicto que tiene en sus manos a resolver, de modo tal que es 
equidistante a los mismos a fin de que pueda con plena libertad analizar con prudencia y 
objetividad el caso, concluyendo en una decisión lo más justa posible.   
 
Por su parte MONTERO AROCA con relación a la imparcialidad indica que es 
netamente subjetiva y dependerá de cada persona el ser capaz o no de actuar con objetividad 
y cumpliendo la función de actuar el Derecho objetivo en cada caso concreto. 
 
Finalmente, se puede precisar que esta garantía es una de las principales de todo 
proceso, pues asegura que la resolución que se emita ha de ser objetiva, sin que el juzgador 
tenga interés en el resultado del proceso, ni que tenga algún tipo de vinculación con los 
integrantes del proceso penal o con alguno de los elementos de convicción que se hayan 
generado. Más aun teniendo el nuevo modelo bien definidos los roles de cada uno de los 
actores, dividiendo con claridad las funciones que cada uno ha de desempeñar no resulta 
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posible pensar que sobre una sola persona recaiga la función de tener la carga de la prueba 
y juzgar a la vez, estableciendo la figura del Fiscal y del Juez quien tiene una misión 
específica en cada una de las etapas procesales, sea en la investigación del delito y acopio 
de pruebas, ejercicio de la defensa, control judicial, juzgamiento y emisión del fallo final. 
(ALEGRÍA PATOW, 2012, pág. 11) 
 
G. Principio de Presunción de Inocencia 
 
 La presunción de inocencia del imputado es considerada como un principio rector 
del proceso penal, es entendida como un derecho subjetivo que tiene toda persona que es 
inculpada por la supuesta comisión de un delito, de tal manera que deberá ser tratado como 
inocente mientras no se llegue a demostrar lo contrario, durante todo el proceso, del cual no 
puede ser privado de dicho derecho por ser este de un rango constitucional y tener respaldo 
en el derecho internacional. (SÁNCHEZ VELARDE, 2006, pág. 299) 
 
Nuestra C. del 1993 contempla éste principio y lo hace en términos similares al art. 
8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos: "Toda persona inculpada de 
delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su 
culpabilidad". Asimismo, el artículo II del T.P. del Nuevo Código Procesal Penal prescribe 
que: "Toda persona imputada de la comisión de un hecho punible es considerada inocente, 
y debe ser tratada como tal, mientras no se demuestre lo contrario y se haya declarado su 
responsabilidad mediante sentencia firme debidamente motivada.  
 
Para estos efectos, se requiere de una suficiente actividad probatoria de cargo 
obtenida y actuada con las debidas garantías procesales. En caso de duda sobre la 
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responsabilidad penal, debe resolverse a favor del imputado. Hasta antes de la sentencia 
firme, ningún funcionario o autoridad pública puede presentar a una persona como culpable 
o brindar información en tal sentido. 
 
H.  Principio de Ne Bis In Idem 
 
El principio de ne bis in idem impide que una persona sufra una doble condena o 
vuelve a afrontar un proceso por un mismo hecho; es por ello que se trata de una garantía 
personal que juega a favor de una persona y nunca en abstracto -pues existe una cosa juzgada 
en abstracto- por el contrario, el efecto de cosa juzgada,  ya se trate de una sentencia, de un 
sobreseimiento o de cualquier tipo de resolución que ponga fin al proceso, siempre tiene una 
referencia directa a la persona que ha sido involucrada. (NEYRA FLORES, 2010, pág. 178) 
 
Éste principio tiene una doble configuración sustantiva y procesal:  
 
 Ne bis ín idem sustantivo: “Nadie puede ser castigado dos veces por un mismo 
hecho”. Se expresa la imposibilidad que recaigan dos sanciones sobre el mismo 
sujeto por una misma infracción, puesto que tal proceder constituiría un exceso del 
poder sancionador. A través de esta formulación se impide que una persona sea 
castigada dos o más veces por una misma infracción cuando exista identidad de 
sujeto, hecho y fundamento.  
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La condición de que se trate del mismo fundamento es la clave, puesto que 
se trata de un mismo contenido injusto, de la lesión a un mismo bien jurídico o a un 
interés protegido.3 
 
 Ne bis in idem procesal: “Nadie puede ser juzgado dos veces por un mismo hecho”, 
se proscribe la persecución penal múltiple, no es posible que un mismo hecho sea 
objeto de dos procesos distintos, de esta manera se impide la dualidad de 
procedimientos. 
 
El NCPP incorpora en su título preliminar el principio de proscripción de la 
persecución penal múltiple, además de la manifestación material de éste principio 
reconociendo la accesoriedad administrativa, estableciendo la preeminencia de lo 
penal sobre lo administrativo. (ESCUELA DE ALTOS ESTUDIOS JURÍDICOS - 
EGACAL , 2016, pág. 11) 
 
I. Principio Acusatorio 
 
El principio acusatorio constituye un criterio configurador del proceso penal, según 
el cual, sin una previa acusación, la imputación -a una o más personas concretas- de 
determinados hechos, no hay posibilidad de llevar a cabo juzgamiento alguno.  Se trata de 
una de las garantías esenciales del proceso penal, que integra el contenido esencial del debido 
proceso, referida al objeto del proceso, y determina bajo qué distribución de roles y bajo qué 
condiciones se realizará el enjuiciamiento del objeto procesal penal. Así, respecto de la 
                                                          
3 Acuerdo Plenario N° 3-2007/CJ-116 de fecha 16/11/2007. 
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referida distribución de roles, se tiene que, el NCPP, ha conferido la titularidad del ejercicio 
público de la acción penal en los delitos, así como el deber de la carga de la prueba, al 
Ministerio Público. En tal sentido se prescribe que será tal entidad la que asuma la 
conducción de la investigación desde su inicio. (NEYRA FLORES, 2010, pág. 188) 
 
El profesor ASENCIO MELLADO señala que, el principio acusatorio tiene tres 
notas esenciales: “a) Ejercicio y mantenimiento de la acusación por un órgano distinto al 
Juez, así como el ejercicio de una acción pública. Rige la máxima ne procedat iudex ex 
officio; b)    La división del proceso en dos fases y las tareas propias de cada una de ellas, de 
investigación y decisión respectivamente, han de ser conferidas a órganos diferentes, con el 
fin de evitar un probable y posible prejuzgamiento por parte del Juez sentenciador; rige, 
entonces, la máxima de la prohibición de la identidad entre instructor y decisor y c)  Relativa 
vinculación del órgano jurisdiccional a las pretensiones de las partes, en atención a la 
acusación fiscal”. La vinculación del órgano jurisdiccional es de carácter temático, es decir, 
al hecho penalmente antijurídico, de suerte que sobre él el órgano jurisdiccional tiene 
facultad para completarlo y resolverlo en toda su extensión. El Juez no está obligado a 
aceptar el tipo de condena ni la petición de pena, aunque la desvinculación no alcanza a los 
hechos imputados, que han de permanecer inmutables, sino a la calificación jurídico penal 







J. Principio de Legitimidad de Prueba. 
 
El principio de la legitimidad de la prueba se refiere a que no pueden admitirse al 
proceso aquellos medios probatorios obtenidos en violación del ordenamiento jurídico. 
 
 Para DEVIS ECHEANDIA, el principio de legitimidad exige que se utilicen 
medios de prueba moralmente lícitos. Este principio comprende tanto el concepto de 
legitimidad como el de licitud de la prueba.  
 
El principio de legitimidad de la prueba ha sido recogido en el art. VIII del Título 
Preliminar del Código Procesal penal que establece que: “1. Todo medio de prueba será 
valorado sólo si ha sido obtenido e incorporado al proceso por un procedimiento 
constitucionalmente legítimo. 2. Carecen de efectos legales las pruebas obtenidas, directas o 
indirectamente con violación del contenido esencial de los derechos fundamentales de la 
persona. 3. La inobservancia de cualquier regla de garantía constitucional establecida a favor 
del procesado no podrá hacerse valer en su perjuicio.” 
 
El artículo en mención introduce una prohibición de valoración probatoria: el 
primer inciso proclama la valoración de todo medio de prueba siempre que se haya obtenido 
e incorporado al proceso por un procedimiento constitucionalmente legítimo. Los incisos 
dos y tres contemplan la regla de exclusión desde la perspectiva negativa proclamando la 
carencia de efectos de aquellas pruebas obtenidas con vulneración de derechos 
fundamentales o con inobservancia de las garantías constitucionales establecidas a favor del 




De lo expuesto, el Principio de Legitimidad de la Prueba como uno de los principios 
rectores del Sistema Penal Acusatorio Garantista, regula lo que la doctrina conoce como LA 
PRUEBA PROHIBIDA aquella prueba obtenida ilícitamente, es decir vulnerando los 
derechos fundamentales del imputado a fin de adquirir fuentes de conocimiento. (PEÑA 
CABRERA FREYRE, 2009, pág. 117) 
 
1.1.2.4. Clases de Proceso Penal 
 
Dentro de los procesos penales encontramos los comunes, que se refieren a los que 
suceden habitualmente, para los que la norma procesal lo ha regulado y denominado proceso 
común por lo que es habitual en materia penal, y comprende tres etapas: preparatoria, 
intermedia y juicio oral. 
 
 El proceso común, es para delitos del cual, por su generalidad, se derivan los otros 
procesos. El calificativo de común se refiere a que por medio de ese proceso los Jueces y 
Tribunales pueden conocer objetos de toda clase sin limitación alguna, habiéndose 
establecido con carácter general y atendiendo al proceso penal, por medio del proceso penal 
ordinario podría procederse a aplicar la ley en todo tipo de infracciones penales y con 
referencia a cualquier persona. 
 
Los otros procesos regulados en la norma procesal son los llamados procesos 
especiales que se particularizan en razón de la materia a la que están referidas; dichos 
procesos están previstos para circunstancias o delitos específicos, o en razón de las personas 
o en los que se discute una concreta pretensión punitiva. (NEYRA FLORES, 2010, pág. 
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425). Estos procesos especiales no tienen carácter general, pero en su estructura se toma 
como referencia al proceso común. 
 
Los denominados procesos especiales están destinados pues a estimular la eficacia 
y a promover la simplificación procesal. La razón de ser de estos procesos es dotar al sistema 
de justicia de mecanismos procesales que permitan atender las necesidades de celeridad, 
tutela y paz que la sociedad exige. 
 
Las estructuras procesales de estos procesos están dotadas de las garantías 
necesarias contra abusos y manipulaciones que permitan tener un proceso eficiente, que 
descongestione la administración de justicia, evitándose así, el descontento y sobre todo la 
desconfianza de la sociedad en el sistema de justicia nacional. (SERNAQUÉ NAQUICHE, 
2014, págs. 38-39) 
 
A. El Proceso Común: Etapas  
 
A.1.Etapa de Investigación Preparatoria  
 
Esta primera fase del proceso penal común está destinada a los actos de 
investigación, es decir, a aquellos actos destinados a reunir información que permita 
sustentar la imputación a efectuar con la acusación. En ella se realiza la preparación para el 
ejercicio de la acción penal a través del planteamiento de una pretensión punitiva en la 
acusación, siendo posible que se reúna información de descargo. (CALDERÓN 




Las características de esta etapa del proceso son las siguientes: 
 
 La denominación de esta etapa del proceso obedece a su finalidad, pues la 
investigación se orienta a preparar las decisiones que adoptará el fiscal a partir del 
acopio de los elementos de convicción, y sirve además para la elaboración de la teoría 
del caso. 
 
 La dirección de la investigación preparatoria corresponde al fiscal. 
 
 Se trata de una etapa sujeta a control judicial. 
 
 Las diligencias de investigación preliminar forman parte de la investigación 
preparatoria; es decir, que ya no se repiten las diligencias de investigación.  
 
 Se trata de una etapa sujeta a plazos, pero sus plazos son flexibles, pues la 
investigación podría concluir antes del vencimiento del plazo, cuando se ha cumplido 
el objeto de la investigación y siempre que no se afecte el derecho de defensa del 
imputado. 
 
  En esta etapa rige también el principio de objetividad que impone al fiscal el deber 
de acopiar no solo elementos de convicción de cargo, sino también los que sean 
favorables para el imputado, pues por, sobre todo, detrás de un proceso penal existe 
un conflicto social por resolver y debe procurarse la justicia. (ARANA MORALES, 




La etapa de investigación preparatoria, comprende dos fases: por un lado, las 
denominadas diligencias preliminares; y por otro, la de investigación preparatoria 
propiamente dicha.  Ambas etapas se manejan con sus propios plazos y tienen una razón de 
ser. 
 
 A.1.1. Diligencias Preliminares 
 
Las diligencias preliminares constituyen la primera sub-etapa4, pre- jurisdiccional 
del proceso5, en la cual el Fiscal está facultado, en virtud de las atribuciones que le otorga la 
ley procesal, de seleccionar los casos en los que debe realizarse una investigación formal y 
para ello dispone de una investigación preliminar encaminada a reunir los requisitos 
necesarios para formalizar la investigación, entre ellos individualizar al autor y reunir la 
prueba mínima. 
 
 Estas diligencias preliminares se pueden llevar a cabo en sede fiscal, es decir bajo 
la dirección del mismo fiscal, dentro de la misma sede del Ministerio Público lo cual no 
implica que éste no salga para realizar actividades como inspecciones o constataciones y 
demás actividades que se tengan que realizar fuera de la sede del Ministerio Público. Por 
otro lado, se tiene las diligencias en sede policial se realiza en virtud del inc.3 del artículo 
65° del NCPP, mediante la cual la PNP realizará las Diligencias Preliminares de 
Investigación, bajo la dirección del fiscal, lo cual no exime a este último de participar en 
                                                          
4 Casación N° 02-2008- La Libertad del 03 de Junio de 2008, las  
5  Esta fase es una etapa pre jurisdiccional, porque se encuentra en el contexto que el Fiscal ya ha 
conocido de la noticia criminal, pero aún no ha resuelto formalizar la investigación y dar inicio a la 
investigación preparatoria, en ese sentido se encuentra en la etapa originaria, donde el Fiscal y la policía 
realizan las investigaciones de una manera unilateral y reservada, para lograr reunir elementos de investigación 
que justifiquen la formalización de la investigación. 
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determinados actos, y que al finalizar las mismas, este deberá remitir un informe sobre los 
resultados obtenidos. 
 
 Al formar parte, las diligencias preliminares, de la investigación preparatoria, las 
actuaciones realizadas en ella no podrán repetirse una vez formalizada la misma (art. 347° 
inc.2 del NCPP), sin embargo, procede su ampliación si dicha diligencia resultase 
indispensable, siempre que se advierta un grave defecto en su actuación o que 
ineludiblemente debe complementarse como consecuencia de la incorporación de nuevos 
elementos de convicción.  
 
El plazo para llevar a cabo las diligencias preliminares, está fijado en 60 días 
naturales, no obstante, ello el fiscal podrá fijar un plazo distinto según las características y 
complejidad del caso, el mismo que no podrá exceder de un plazo igual que el de la 
Investigación Preparatoria, tal como quedó establecido en la Casación No 144-2012 de fecha 
16 de mayo del 2014.  
 
Así una vez finalizado el plazo o su prórroga, el Fiscal puede, dependiendo del caso 
y de los elementos probatorios, formalizar la investigación y disponer pasar a la fase 
preparatoria, si aparecen indicios que revelen la existencia del delito, si se ha individualizado 
el imputado, si la acción no ha prescrito y se han satisfecho los requisitos de procedibilidad; 
antes de esto se puede aplicar el principio de oportunidad según el caso. Si no existen 
elementos de juicio sobre existencia del delito, o ha prescrito o no se ha individualizado al 





 A.1.2. Investigación preparatoria propiamente dicha  
 
Esta fase se inicia cuando el Fiscal emite una disposición para seguir adelante con 
la investigación formal de los hechos. Así pues, terminada las diligencias preliminares, se 
da paso a la Disposición de Formalización de la Investigación Preparatoria emanada por el 
Fiscal en virtud de la cual dirige la etapa de investigación bajo su responsabilidad. 
 
 En cuanto a la finalidad de esta etapa, está referida a la búsqueda y reunión de los 
elementos probatorios de convicción, de cargo y de descargo, que permitirán al Fiscal decidir 
si formula o no acusación para ir a juicio ya que esta es una investigación mucho más amplia 
y complementaria que la anterior, decimos complementaria porque no está permitido que se 
repitan las actuaciones realizadas en la etapa preliminar, salvo que resulten imprescindibles 
para el esclarecimiento del caso.  
 
 Efectos de la Formalización de la Investigación  
 
  El art. 339° del NCPP, señala dos efectos de la emisión de la disposición de 
formalización y continuación de la investigación preparatoria: el primero que el fiscal 
perderá la facultad e archivar la investigación sin intervención judicial; y el segundo, referido 
a la suspensión del curso de la prescripción de la acción penal.  
 
  Respecto al segundo efecto, la Corte Suprema de Justicia ha emitido dos acuerdos 
plenarios: Acuerdo Plenario N° 1-2010/ CJ-116 y el Acuerdo Plenario N° 3-2012/CJ-116, 




 El plazo de la Investigación Preparatoria y la Conclusión de la investigación 
preparatoria. 
 
En cuanto al plazo, esta fase no tiene una duración indefinida, sino que tiene 
establecido un tiempo, el cual es de 120 días naturales que pueden prorrogarse hasta por 
sesenta días naturales en caso de delitos simples y para los delitos complejos el plazo es de 
ocho meses y la prórroga del plazo es por igual tiempo. Para el caso de investigación de 
delitos perpetrados por imputados integrantes de organizaciones criminales, personas 
vinculadas a ella o que actúan por encargo de la misma, el plazo de la investigación 
preparatoria es de treinta y seis meses. La prórroga por igual plazo debe concederla el Juez 
de la Investigación Preparatoria.  
 
Se considera proceso complejo cuando: a) requiera la actuación de una cantidad 
significativa de actos de investigación; b) comprenda la investigación de numerosos delitos; 
c) involucra una cantidad importante de imputados o agraviado; d) investiga delitos 
perpetrados por imputados integrantes o colaboradores de bandas u organizaciones 
delictivas; e) demanda la realización de pericias que compartan la revisión de una nutrida 
documentación o de complicados análisis técnicos; f) necesita realizar gestiones de carácter 






                                                          
6 Numeral modificado por la Tercera Disposición Complementaria Modificatoria de la Ley 
N°30077, publicada el 20 de agosto de 2013, vigente a partir del 01 de julio del 2014.  
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DETERMINA EL PLAZO 
Etapa de 
investigación preparatoria del 
proceso común. 
 
120 días naturales 
Lo establece el Art. 
342° inc.1 del NCPP. 
Prórroga de plazo de 
etapa de investigación 
preparatoria del proceso 
común. 
 
60 días naturales 
El fiscal dispone la 
prórroga conforme el Art. 342° 
inc.1 del NCPP. 
Etapa de 




Lo establece el Art. 
342° inc.2 del NCPP. 
Prórroga de plazo de 
etapa de investigación 




Lo concede el juez 
de la investigación 
preparatoria a solicitud del 
fiscal. 
Etapa de 
investigación preparatoria para 
delitos perpetrados por 
imputados integrantes de 
organizaciones criminales, 
personas vinculadas a ella o 








Lo establece el Art. 
342° inc.2 del NCPP. 
Prórroga de plazo de 
investigación preparatoria para 
delitos perpetrados por 
imputados integrantes de 
organizaciones criminales, 
personas vinculadas a ella o 








Lo concede el juez 
de la investigación 
preparatoria a solicitud del 
fiscal. 
 
Fuente: Manual de Derecho Procesal Penal, Primera Edición -2014. Autor: William 







En cuanto al plazo de la investigación preparatoria debe entenderse que se trata de 
un plazo distinto e independiente al plazo de las diligencias preliminares, de forma tal que 
se contabilizará a partir de la emisión de la disposición de formalización y continuación de 
la investigación preparatoria. 
 
 Control de plazos de la investigación preparatoria 
 
 
Conforme al art. 343° inc. 2 y 3 del NCPP, si ha vencido los plazos de investigación 
preparatoria o de prórroga, y el fiscal no ha emitido la disposición de conclusión de la 
investigación preparatoria, las partes pueden solicitar su conclusión ante el juez de la 
investigación preparatoria. 
 
El juez citará al fiscal y a las demás partes procesales a una audiencia de control de 
plazo, quien luego de revisar las actuaciones y escuchar a las partes, dictará la resolución 
que corresponda, ya sea declarado fundado o infundado el control de plazo. 
 
 
Si el juez ordena la conclusión de la investigación preparatoria, el fiscal en el plazo 
de diez días debe pronunciarse solicitando el sobreseimiento o formulando acusación, según 
corresponda. Su incumplimiento acarrea responsabilidad disciplinaria en el fiscal. (ARANA 







A.2. Etapa Intermedia 
 
 
La etapa intermedia es el conjunto de actos procesales que median desde el 
requerimiento de sobreseimiento y/o formulación de la acusación fiscal, hasta la resolución 
que decide el sobreseimiento o la posible apertura de la causa a juicio oral. (PÉREZ 
SARMIENTO, 2005). Tanto uno como otra, están a cargo del juez de investigación 
preparatoria. 
 
En cuanto a la naturaleza jurídica que puede atribuírsele a esta etapa SÁNCHEZ 
VELARDE señala que es una etapa de apreciación, de análisis para decidir la acusación, 
plantear mecanismos de defensa contra la acción penal y también para que se analicen las 
pruebas. Así pues, es una etapa de filtro que tiene como función, depurar errores y controlar 
los presupuestos o bases de la imputación y de la acusación, primero por el propio órgano 
acusador y luego por el órgano judicial, a fin de establecer si es viable para convocar debate 
penal pleno en el juicio oral, o si resulta el sobreseimiento o preclusión del proceso. 
 
A.2.1. Fases y Función de la Etapa Intermedia 
 
De acuerdo a las normas de nuestro NCPP que regulan la etapa intermedia, podemos 
señalar que tiene cuatro fases (ARANA MORALES, 2010, pág.557- 559):  
 
 La fase postulatoria estaría referida a la formulación del requerimiento fiscal, al 




 La fase de saneamiento procesal estaría referida al debate y solución de las 
observaciones formales y sustanciales formuladas por los sujetos procesales. 
 
 La fase de saneamiento probatorio estaría referida a la admisión de los medios 
probatorios.  
 
  La fase de decisión judicial se refiere a la emisión del auto de enjuiciamiento o del 
auto de sobreseimiento, según sea el caso 
 
La Etapa Intermedia cumple una importante función de saneamiento porque:  
 
 De no ser necesario pasar a la etapa del juzgamiento se producirá el sobreseimiento 
del proceso, evitando así un despliegue procesal innecesario. Posibilidad que 
significa un importante aporte para el descongestionamiento de la carga procesal.  
 
 En caso de llegar a juicio, ya se habrá dilucidado que no es procedente aplicar 
diversas formas de conclusión del proceso que se derivan de los criterios de 
oportunidad, de los medios de defensa técnicos o de los requerimientos de 
sobreseimiento que podría formular el acusado luego de que se le corre traslado con 
la acusación. De este modo, la relación jurídica queda debidamente saneada.  
 
 Las partes ya conocerán el objeto del debate de juzgamiento y el material probatorio 
con el que lo afrontarán, puesto que en esta etapa se admiten las pruebas para su 
actuación en juicio, se define el hecho que es objeto del debate del juicio e incluso el 
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debate puede quedar reducido o simplificado si es que se logran aplicar las 
convenciones fácticas y probatorias.  
 
 Se adoptarán decisiones respecto a la admisión de pruebas, se evitará que se 
introduzcan medios de prueba impertinentes, inútiles e ilegales, además que se 
resolverán cuestiones referidas a las medidas coercitivas con las que se afrontará el 
juzgamiento, evitándose de este modo que el juez de juzgamiento emita un 
pronunciamiento sobre aspectos que lo podrían contaminar y le podrían restar 
imparcialidad en el juzgamiento.  
 
A.2.2. Sobre inicio de la Etapa Intermedia y Alternativas del Fiscal  
 
La etapa intermedia inicia cuando se dispone la conclusión de la investigación 
preparatoria, presentándose dos supuestos: 
  
 Cuando el fiscal por sí mismo da por concluida la etapa de investigación; donde tiene 
15 días para emitir su pronunciamiento. 
 
 Cuando lo ordena el Juez de la investigación preparatoria luego de una audiencia de 
control de plazo, debiendo el fiscal darla por concluida, otorgándosele 10 días para 
emitir su pronunciamiento. 
 
De conformidad con el Art. 344° del NCPP, una vez declarada la conclusión de la 
investigación preparatoria por el fiscal, éste puede formular acusación (si tiene una base 
probatoria suficiente) o por el contario, solicitará el sobreseimiento de la causa cuando se 
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determina la inexistencia del hecho objeto de la causa, cuando se determina la no 
participación en el mismo del imputado; cuando el hecho imputado no constituye delito 
(ausencia de tipicidad, ausencia de antijuricidad, ausencia de culpabilidad) o no sea 
justiciablemente penalmente (falta de punibilidad); cuando se haya extinguido la acción 
penal o cuando no existen elementos de convicción suficiente para fundar el enjuiciamiento  
del imputado y no exista la posibilidad de incorporar nuevos datos a la investigación con ese 
propósito. 
 
a.  El Sobreseimiento 
 
El sobreseimiento es la resolución emanada del órgano jurisdiccional en la etapa 
intermedia mediante el cual se pone fin al proceso penal iniciado con una decisión, goza de 
la totalidad o de la mayoría de los efectos de la cosa juzgada, sin actuar el derecho punitivo 
del Estado. El sobreseimiento pese a poner fin al proceso penal reviste la forma de un auto 
y no de sentencia, pero este auto debe estar debidamente fundamentado. (NEYRA FLORES, 
2010, pág. 301) 
 
Cuando el MP considere que no es posible formular acusación y decida optar por 
el sobreseimiento, deberá remitir el expediente fiscal al Juez de Investigación Preparatoria. 
Recibido los actuados se deberá correr traslado del pedido de sobreseimiento a los sujetos 
procesales por el término de 10 días, quienes pueden formular oposición al pedido de 




El auto de sobreseimiento es impugnable vía recurso de apelación, la misma que no 
tiene efecto suspensivo, de modo tal que no impide la puesta en libertad del imputado a quien 
favorece.  
 
El sobreseimiento puede ser total o parcial. Será total cuando aluda absolutamente 
a todas las imputaciones (todos los delitos y todos los imputados) y será parcial cuando haga 
referencia a ciertas imputaciones (algunos delitos y algunos imputados). En el último caso, 
el proceso debe continuar respecto de aquellas imputaciones no afectadas por el 
sobreseimiento.  
 
b.  La Acusación 
 
La acusación penal en sentido amplio consiste en la facultad que tiene el Fiscal, 
luego de haber hecho la debida averiguación de los hechos presuntamente constitutivos de 
delito, perseguir a los presuntos autores y perseguir a los presuntos partícipes, de presentar 
contra éstos una imputación criminal ante el juez de investigación preparatoria para el 
respectivo control. (NEYRA FLORES, 2010, pág. 307). 
 
Por imperio del principio acusatorio no puede realizarse un juicio si no se ha emitido 
antes una acusación; entendiéndose a la Acusación como el acto procesal por el cual se 
interpone la pretensión procesal penal, consistente en una petición fundada dirigida al órgano 
jurisdiccional, para que imponga una petición fundada dirigida al órgano jurisdiccional, para 
que imponga una pena y una indemnización a una persona que se afirma que ha cometido. 




 Sobre la audiencia preliminar  
 
Una vez que el fiscal formula acusación, conocida ésta por los partes, presentados 
los escritos y requerimientos de los sujetos procesales o vencidos el plazo de diez días 
(otorgados a los sujetos procesales para realizar observaciones y formular requerimientos de 
defensa), el juez de la investigación preparatoria señalará día y hora para la realización de 
audiencia preliminar, la que deberá fijarse en un plazo no menor de cinco días ni mayor de 
veinte días; con el objetivo de debatir los fundamentos de la acusación. 
En la audiencia preliminar, en caso se formalice acusación, se realiza el control 
sustancial y no solo formal de la acusación, es aquí donde se determina qué pruebas de las 
ofrecidas van a ser admitidas de acuerdo a la pertinencia y legalidad de estas, en este espacio 
se van a poder resolver los medios técnicos de defensa deducidos, es decir, es una etapa de 
filtro donde lo que se busca es sanear el proceso, y no solo cuestiones sustanciales sino 
también cuestiones incidentales para que pueda llegar muy bien encaminado al juicio oral; 
en conclusión, es en la audiencia preliminar donde se va decidir el curso del proceso.  Es así 
que una vez resueltas las cuestiones planteadas en la etapa intermedia el juez dictará el auto 
de enjuiciamiento, en el que se indicarán los hechos específicos que se dieren por acreditados 
o los medios de prueba necesarios para considerarlos probados.  
 
 Sobre el Auto de Enjuiciamiento. 
 
El auto de enjuiciamiento es el resultado de la procedencia de la acusación y como 
señala NEYRA FLORES citando a SAN MARTÍN CASTRO, dicha resolución determina, 
en primer lugar, lo que va ser objeto de la defensa ( tanto el imputado como la parte civil, y 
el tercero civil pueden referirse en sus actos postulatorios y de aportación de hechos a lo que 
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es materia de la acusación) y en segundo lugar, la posibilidad de que las partes puedan 
precisar sus pretensiones, ofrecer actos de prueba y deducir diversos medios de prueba. 
 
En el auto de enjuiciamiento es una resolución no recurrible, donde se deberá 
indicar bajo sanción de nulidad lo siguiente:  
 
 El nombre de los imputados y de los agraviados, siempre que en este último supuesto 
hayan podido ser identificados. 
 
 El delito o delitos materia de la acusación fiscal con la indicación del texto legal, y 
si se hubiera planteado, las tipificaciones alternativas o subsidiarias. 
 
  Los medios de prueba, admitidos y, de ser el caso, el ámbito de las convenciones 
probatorias.  
 
 La identificación de las partes constituidas en la causa. 
 
  La orden de remisión de los actuados al juez encargado del juicio oral. 
 
Una vez dictado el auto de enjuiciamiento se notificará al Ministerio Público y a los 
demás procesales y dentro de las cuarenta y ocho horas de la notificación, el Juez de la 
investigación preparatoria hará llegar al juez penal que corresponda dicha resolución y los 
actuados correspondientes, así como los documentos y los objetos incautados y se pondrá a 
su orden a los presos preventivos.  
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 Auto de Citación a Juicio  
 
Una vez expedida el auto de enjuiciamiento, asumen competencia los Jueces 
Unipersonales o Juzgados Colegiados, que expiden el auto de citación a juicio con indicación 
de la sede del juzgamiento y de la fecha de la realización del juicio oral. 
 
La fecha será la más próxima posible, en un plazo no menor de diez días. El Juzgado 
ordenará el emplazamiento de todos los sujetos que deben concurrir al juicio oral, y se 
designara al abogado defensor del acusado. 
 
A.3. Etapa de Juicio Oral 
 
El Juicio Oral es la tercera etapa del proceso penal común. Constituye el momento 
más importante del proceso (así se declara en el parágrafo 1 del art. 356 del NCPP), puesto 
que se realiza la actividad probatoria que sirve de base para sustentar la decisión final sobre 
el fondo del proceso. Está constituido por debates orales que se llevan a cabo ante el Juez 
Unipersonal o Juzgado Colegiado para concluir con la sentencia que pone fin al proceso. 
 
Así pues, el Juicio Oral según señala NEYRA FLORES constituye el verdadero 
debate que presenta el proceso penal, en donde se ponen de manifiesto los principios del 
sistema acusatorio y en donde se puede destruir la presunción de inocencia que inspira todo 




A.3.1. Principios rectores del juicio Oral 
 
En palabras de BAYTELMAN, los principios son reglas fundamentales o conjunto 
indicadores, que garantizan el correcto manejo y desarrollo durante el inicio y culminación 
del enjuiciamiento. 
 
Dentro de los principios orientadores del Juicio oral en el nuevo proceso penal, 
tenemos a los siguientes (ACADEMIA DE LA MAGISTRATURA, 2007, págs. 32 - 37) : 
 
 Principio de Inmediación 
 
En virtud a éste principio, el juzgador no podrá utilizar como pruebas los simples 
actos o medios que se encuentren por escrito. Sino por el contrario toda prueba o fuente de 
prueba entre otras, testigos y peritos tienen que estar presentes en la audiencia para que 
puedan declarar lo que saben (los testigos en su interrogatorio y los peritos en su examen). 
 
Un sistema acusatorio otorga la importancia debida a la inmediación del juez con 
la prueba, razón por la que inclusive si se trata de un testigo clave y no aparece en el juicio 
oral, el fiscal o defensa que lo requiera no podrá presentar como prueba la declaración que 
este prestó en la fase de investigación o instrucción, ya que se realizó de forma escrita y 
reservada. Ya que, al aceptarla, la Sala solo tendrá una inmediación con el papel y no con el 




La única excepción a esta regla vendría a ser la prueba anticipada y la prueba pre-
constituida, quienes tienen su fundamento en la necesidad y la urgencia, la inmediación rige 
plenamente para el resto de la actividad probatoria.  
 
 Principio de Contradicción 
 
Este principio permite que las partes puedan intervenir con una igualdad de fuerzas 
dentro del juzgamiento y realicen libremente todo lo posible para desvirtuar o controvertir 
el caso de la contra parte. Es la derivación de la garantía constitucional de la inviolabilidad 
del derecho de defensa establecido en el inc. 14 del Art. 139 de la C. de 1993. 
 
Esta garantía se manifiesta en la igualdad de armas que debe existir entre las 
acusaciones del fiscal y la defensa del imputado. Y que la contradicción o el derecho a 
contradecir del imputado sea durante todo el proceso y en mayor medida dentro del 
desarrollo del juicio oral. Porque si pudiéramos resumir el derecho de defensa solo diríamos 
que debe existir “igualdad de condiciones”. 
 
 Principio de Oralidad 
 
 El Art. 361° del NCPP, establece que “la audiencia se realiza oralmente, pero se 
documenta en acta (...) toda petición o cuestión propuesta en audiencia será argumentada 
oralmente, al igual que la recepción de las pruebas y, en general, toda intervención de quienes 
participan en ella”. Por lo tanto, la oralidad resulta ser el mejor medio o mecanismo para la 
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práctica de la prueba, ya que a través de la misma se expresan tanto las partes, como los 
testigos y peritos.  
 
Se tiene que tener en cuenta que la oralidad no significa la mera lectura de escritos, 
declaraciones, actas y dictámenes, etc., que afectarían la inmediación y el contradictorio. Por 
el contrario, la oralidad es la declaración sobre la base de la memoria del imputado, víctima, 
testigos y peritos, que deben ser oídas directamente por las partes y los jueces.  
 
 Principio de Publicidad  
 
La publicidad nos da la garantía que los ciudadanos tengan un control sobre la 
justicia y que las sentencias sean el reflejo de una deliberación de las pruebas surgidas dentro 
de un Juicio Oral. Por tanto; esta trasparencia que nos da la publicidad permite el control del 
poder jurisdiccional (de decisión) y del poder acusatorio fiscal (de requerimiento o 
persecutor del delito).  
 
Asimismo, podemos hallar como beneficios de tener a la oralidad es que ésta no 
permite la delegación de funciones, ya que controlaría la presencia del juzgador en el 
desempeño de sus roles, con la verificación por cualquier persona que tenga conocimiento 






A.3.2. Fases del Juicio Oral  
 
Como señala NEYRA FLORES, la etapa de Juzgamiento cuenta con tres fases: 
 
 Fase Inicial 
 
 Es dirigido por el Juez o en su defecto por un Tribunal, se encuentra destinado a 
instalar la audiencia y a constatar la correcta constitución de la relación jurídica procesal.  
Los Jueces operan como árbitros entre las partes velando porque el juicio no se desnaturalice 
y sirva efectivamente como un instrumento para probar alguna de las teorías del caso que se 
encuentran en pugna. Además de ser los encargados de la conducción del debate, tendrán 
también bajo su responsabilidad la trascendental misión de resolver en definitiva el asunto, 
que es el objeto del juicio.   
 
Para que se dé por instalada la audiencia se requiere la presencia obligatoria de: los 
miembros del órgano jurisdiccional, los representantes del Ministerio Púbico, el acusado, su 
defensor. La presencia del acusado es obligatoria.  El acusado debe estar presente durante 









 Fase Probatoria 
 
Esta es la fase donde se debe realizar todos los medios probatorios. Aquí rige el 
principio de aportación de parte, excepcional mente y cuidando de no reemplazar la 
actuación propia de las partes, el Juez puede disponer la actuación de otros medios 
probatorios (prueba complementaria). 
 
Se admitirán más pruebas cuando sean conducentes, útiles y pertinentes. Esta fase 
no se admitirán las pruebas que para su obtención hayan vulnerado derechos fundamentales. 
La actuación probatoria cuenta con un orden a seguirse: 1.- Examen de acusado, 2.- Examen 
de testigo, 3. Examen de peritos, 4.-Lectura de prueba documental.  En el examen de testigo 
no se admiten cualquier tipo de peguntas, como las capciosas, repetitivas, ofensivas o que 
tengan respuestas sugeridas. Es el juez o director de debates quien controla esta actividad, 
las partes podrán objetar el ritmo de preguntas que se formulen y pedir la reposición de lo 
decidido por el Juez al respecto. Acerca de los testigos de referencia se debe precisar cómo 
obtuvo esa información y a partir de allí valorara el testimonio. En cuanto a los peritos, ellos 
son profesionales y acuden a la audiencia del juicio oral para exponer el contenido de su 
investigación y sobre todo dar a conocer sus conclusiones en base a los estudios realizados. 
Les está permitido consultar documentos, notas escritas y publicaciones durante su 
interrogatorio. 
 
Para que se dé por instalada la audiencia se requiere la presencia obligatoria de los 
miembros del órgano jurisdiccional, los representantes del Ministerio Público, el acusado y 
su defensor.  
 63 
 
 Fase Decisoria 
 
Comprende la discusión final o informe de las partes, esto es, la exposición final 
del fiscal y los alegatos de los defensores del actor civil, del tercero civil y del imputado. 
 
Los alegatos de clausura son expuestos también en esta fase, ellos constituyen la 
última oportunidad de dirigirse al Tribunal. Es en el alegato final que los abogados le darán 
unidad y coherencia al relato que han venido construyendo y harán su lectura íntegra y de 
corrido por primera y única vez. 
 
 Cerrado el debate, de inmediato los jueces pasan a deliberar en secreto. Las 
decisiones se toman por mayoría.  En el caso que hubiera discrepancia sobre el monto de la 
pena o la reparación, se aplicará en el término medio. 
 
Para decidir sólo se tomarán en cuenta lo actuado durante la o las audiencias del 
juicio oral. Para apreciar las pruebas primero se las examinará individualmente y luego 
conjuntamente con las demás. La valoración probatoria respetará las reglas de la sana crítica 
especialmente conforme a los principios de la lógica, las máximas de la experiencia y los 
conocimientos científicos. En la sentencia, los magistrados se ocuparán de las cuestiones 
incidentales diferidas; de la existencia del hecho y sus circunstancias, la responsabilidad del 
acusado y el grado de participación en el hecho, la calificación legal de éste, la 





B. Procesos Especiales  
 
El NCPP establece una serie de especialidades procedimentales que acompañan al 
denominado proceso penal común. Se trata del proceso inmediato, el proceso por razón de 
la función pública, el proceso de seguridad, el proceso por delito de ejercicio privado de la 
acción penal, el proceso de terminación anticipada, el proceso por colaboración eficaz, el 
proceso por faltas. Estas especialidades procedimentales, salvo ciertas especificidades, 
reconocen las reglas del proceso común.  
 
  B.1. El Proceso Inmediato 
 
Se trata de un proceso que tiene por finalidad la simplificación y celeridad de las 
etapas del proceso común, y está previsto para aquellos casos en los que no se requiere de 
mayor investigación para que el fiscal logre su convicción respecto a un caso en concreto y 
formule acusación.  
 
La naturaleza jurídica del proceso inmediato, es decir, su esencia o característica 
principal, está basada en la inmediatez, la celeridad, la economía y el ahorro de recursos 
como el tiempo y otros aspectos innecesarios. En ese sentido, el proceso inmediato tiene 
como finalidad esencial dar pronta solución a los conflictos de relevancia penal, en los casos 
que es innecesaria una prolongada o compleja investigación.  (HURTADO HUAILLA, 




B.1.1. Supuestos de procedencia  
 
El proceso inmediato solo se podrá incoar, cuando se presente alguno de los 
siguientes supuestos: 
 
a) El imputado ha sido sorprendido y detenido en flagrante delito, en cualquiera de los 
supuestos del art. 259° del NCPP. 
 
b) El imputado ha confesado la comisión del delito, en los términos del art.160° del 
NCPP. 
 
c) Los elementos de convicción acumulados durante las diligencias preliminares, y 
previo interrogatorio del imputado, sean evidentes. 
 
d) Cuando se trate de un delito de incumplimiento de obligación alimentaria (art. 149 
CP). 
e) Conducción en estado de ebriedad o drogadicción (art. 274° CP).  
 
B.1.2. Pluralidad de imputados  
 
El proceso inmediato, es también aplicable en caso de pluralidad de imputados, pero 
se establecen dos exigencias para ello, la primera es que todos ellos se encuentren en una de 
las situaciones previstas en el numeral 1 del artículo 446°, esto es que se encuentren dentro 
de los supuestos de aplicación de este proceso, y que estén implicados en el mismo delito. 
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 La razón de esta disposición se encuentra en la naturaleza del proceso inmediato, 
dado que está reservado para ser aplicado a hechos delictivos de índole sencilla y de fácil 
solución, sea porque el autor fue sorprendido en flagrante delito, porque ha confesado o 
porque existe suficiencia de elementos de convicción, siendo esto así, no sería funcional 
aplicarlo a causas con varios imputados y de cierta complejidad. 
 
 La misma justificación posee dicha disposición al referir que los delitos conexos 
en los que estén involucrados otros imputados no se acumularán, salvo que ello perjudique 
al debido esclarecimiento de los hechos o la acumulación resulte indispensable. (NEYRA 
FLORES, 2010, pág.435-436) 
 
B.1.3. Trámite del Proceso 
 
La tramitación de un proceso en la vía inmediata se inicia con el requerimiento 
fiscal ante el Juez de la Investigación Preparatoria. La oportunidad procesal para el 
requerimiento es luego de la conclusión de las diligencias preliminares o hasta antes de los 
treinta días de formalizada la Investigación Preparatoria.  
 
Producida la petición fiscal, el Juez debe proceder a correr traslado a los sujetos 
procesales por el término de tres días, luego de lo cual tiene un término similar para emitir 




Luego de notificado el auto que dispone la incoación del proceso inmediato, el 
Fiscal formulará acusación que el Juez de la Investigación Preparatoria remitirá al Juez Penal 
competente con el propósito que dicte acumulativamente el auto de enjuiciamiento y de 
citación a juicio.  
 
         B.2. Proceso por Razón de la Función Pública 
 
Existen, dentro de esta tipología procedimental, tres sub clasificaciones: 
 El proceso por delito de función contra altos funcionarios públicos. 
 
 El proceso por delito común atribuido a congresistas y otros altos funcionarios 
públicos; y, 
 
 El proceso por delito de función atribuido a otros funcionarios públicos. 
 
Estos tipos de procesos se rigen, en términos generales, por las reglas del proceso 
penal común, con algunas especificaciones concretas para los supuestos respectivos.  
 
B.2.1. El proceso por delito de función contra altos funcionarios públicos  
 
 Es aplicable únicamente a los procesos que se instauren contra ellos funcionarios 
aludidos en el art. 99 constitucional7 en relación a los delitos que estos cometan durante el 
ejercicio de sus funciones hasta cinco años luego de haber cesado en el cargo.  
                                                          
7 Esto es: El Presidente de la República; a los representantes a Congreso; a los Ministros de Estado; 
a los miembros del Tribunal Constitucional; a los miembros del Consejo Nacional de la Magistratura; a los 




Aunque se rigen por las reglas del proceso común, se establecen algunas reglas 
procedimentales concretas que detallas a continuación: 
 
a) El ejercicio de la acción penal requiere de una denuncia constitucional conforme a 
las exigencias legales y que exista resolución acusatoria de contenido penal aprobada 
por el Congreso. 
 
b) Luego de recibida la resolución acusatoria el Fiscal de la Nación debe en el plazo de 
cinco días, emitir la correspondiente disposición de formalización de investigación 
preparatoria que dirigirá a la Sala Penal de la Corte Suprema con el propósito de que 
esta designe al Vocal Supremo encargado de las funciones de Juez de la Investigación 
Preparatoria así como a los integrantes de la Sala Penal Especial encargada del 
Juzgamiento y del conocimiento del recurso de apelación contra las decisiones 
emitidas por el Vocal encargado de la Investigación Preparatoria.  
 
c) Realizado el requerimiento fiscal, corresponde al Vocal Supremo de la Investigación 
Preparatoria dictar, igualmente en el término de cinco días, auto motivado de 
formalización de la Investigación Preparatoria. Como es lógico, ambas (disposición 
fiscal y auto del Vocal Supremo de la Investigación Preparatoria) deben ser 
respetuosos del principio de congruencia respectando no solo los hechos planteados 




d) Debido a que el art. 100 de la C. de 1993 impone la apertura de proceso, las 
objeciones respecto a la tipicidad del comportamiento o su perseguibilidad se 
realizan luego de la formalización de la investigación preparatoria. 
e) Luego de superados los cinco años de vigencia de la prerrogativa de la inmunidad el 
ex alto funcionario público estará sometido a las reglas del proceso penal común. 
 
B.2.2. El proceso por delito común contra congresistas y otros altos 
funcionarios públicos 
 
Modalidad procedimental concebida para los funcionarios públicos a quienes se 
reconoce la prerrogativa del antejuicio, quienes no podrán ser juzgados en tanto no lo 
autorice el Congreso de la República o el Tribunal Constitucional (en caso de magistrados 
del TC). 
 
La única excepción se produce en los supuestos de flagrancia delictiva en cuyo caso 
el funcionario público debe ser puesto en el plazo de veinticuatro horas disposición del 
Congreso o del TC, de ser el caso, a fin de que autorice o no la privación de libertas y 
enjuiciamiento del funcionario. Una vez recibida las respectivas autorizaciones para 
proceder al juzgamiento, se seguirá las reglas propias del proceso penal común, siendo un 
Juzgado Colegiado el encargado del juzgamiento.  
 
Desde el momento en que se dicte la resolución que es inimpugnable, se reservará 
lo actuado en ese extremo a la espera de la decisión de la autoridad competente, sin perjuicio 
de continuar la causa si existen otros procesados.  
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B.2.3. El proceso por delito de función atribuido a otros funcionarios públicos 
 
Es aplicable para otros funcionarios de alguna menor jerarquía, como los Vocales 
y Fiscales Superiores, los miembros del Consejo Supremo de Justicia Militar, Procuradores 
Públicos, magistrados del Poder Judicial y del Ministerio Público, para quienes se requiere 
la intervención del Fiscal de la Nación quien deberá indagar preliminarmente los hechos para 
decidir ejercitar la acción penal, ordenando al Fiscal respectivo formalizar la respectiva 
investigación preparatoria. Éste trámite se dispensa cuando el funcionario ha sido 
sorprendido en flagrante delito, en cuyo caso el detenido deberá ser puesto dentro de las 24 
horas a disposición del Fiscal Supremo o del Fiscal Superior respectivo para que proceda a 
la formalización de la investigación preparatoria. (REYNA ALFARO, 2015, págs.107-111). 
 
Corresponde a un Fiscal Supremo y a la Corte Suprema el conocimiento de los 
delitos de función atribuidos a los miembros del Consejo Supremo de Justicia Militar, a los 
Vocales y Fiscales Superiores y al Procurador Público, así como a otros funcionarios que 
señale la Ley. 
 
Corresponde a un Fiscal Superior y a la Corte Superior competente, el conocimiento 
de los delitos de función atribuidos al Juez de Primera Instancia, al Juez de Paz Letrado, al 
Fiscal Provincial y al Fiscal Adjunto Provincial, así como a otros funcionarios que señale la 
Ley. 
 
 En ambos casos, contra la sentencia de primera instancia procede recurso de 
apelación, que conocerá la Sala Suprema (que prevé la Ley Orgánica del Poder Judicial en 
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el caso de la sentencia emitida por la Corte Suprema en primera instancia), contra esta 
sentencia no procede recurso alguno. 
  
      B.3. Proceso de Seguridad  
 
     B.3.1. Sobre la Inimputabilidad 
  
Existe una diferenciación establecida en el derecho penal material respecto de la 
calidad de las personas en base a su capacidad de imputabilidad; así pues, se distingue entre 
las personas capaces de comprender el significado antijurídico de su conducta y de actuar 
conforme a ello, de aquellas que no. En el primer caso, nos encontramos con la generalidad 
de personas, que por ello revisten calidad de imputables y por ende son capaces de soportar 
el reproche de culpabilidad; en el segundo caso, en cambio, nos encontramos ante personas 
inimputables, a quienes, en base al principio de culpabilidad, no es posible imponerles una 
pena, dado que estas personas no tienen la capacidad de aceptar este reproche. (Por anomalía 
psíquica, grave alteración de la conciencia y alteración de los sentidos8). 
 
Siendo que las personas inimputables no son capaces de soportar el reproche de 
culpabilidad, y, por tanto, tampoco son susceptibles de imponérseles una pena, la medida 
indicada para este tipo de casos es la medida de seguridad. 
La medida de seguridad se encuentra regulada en el Art. 76 de nuestro Código Penal 
bajo dos modalidades: Tratamiento ambulatorio e Internación. 
 
                                                          
8 Art. 20° del Código Penal  
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La primera consiste en el sometimiento obligatorio del sentenciado a un régimen 
ambulatorio de atenciones de carácter médico, psicológico o de otra especialidad, que su 
estado personal requiera. 
 
La internación en cambio, es una medida de seguridad privativa de libertad, y 
conforme a lo dispuesto en el artículo IX del Título Preliminar del C.P., le corresponde una 
función eminentemente curativa y asegurativa. Ella afecta la libertad ambulatoria del 
sentenciado e implica su ingreso y permanencia en un centro hospitalario especializado u 
otro establecimiento adecuado, con fines terapéuticos o de custodia. (NEYRA FLORES, 
2010, pág.45-447) 
 
En ese sentido CALDERÓN SUMARRIVA, define al proceso de seguridad, como 
un proceso especial en razón a condiciones singulares, requeridas por la condición del 
procesado inimputable, pero que como todos tienen derecho a juicio y a la presunción de 
inocencia. 
 
B.3.2. Características  
 
Este proceso posee las siguientes características:  
 
 EL Fiscal no formula una acusación, sino más bien un requerimiento de imposición 




 Puede actuar a través de un curador o representante por quien designe al Juez de la 
Investigación Preparatoria. 
 
 No se puede acumular con un proceso común  
 
 El Juzgamiento se realizará con exclusión del público, y se puede disponer que se 
realice sin el imputado por razones de orden, seguridad o salud. También es posible 
no interrogar al imputado. 
 
 Es imprescindible la presencia de los peritos psiquiatras en el juicio oral.  
 
 La sentencia puede versar por la aplicación de la absolución o medida de seguridad. 
 
 De darse la transformación del proceso de seguridad a uno común, no debe 
empezarse de cero, sino continuar con aquello que es compatibles y sólo repetir 
aquello que se hizo al margen de la bilateralidad y presencia efectiva del 
imputado. 
 
B.3.3. Proceso Común y Proceso de Seguridad  
 
La corte Suprema ha señalado la diferencia entre un proceso común y uno de 
seguridad se encuentra en el cambio de objeto jurídico, de modo que el debate se centra en 
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el binomio peligrosidad/ medida de seguridad, y no sobre la responsabilidad y la pena como 
se realiza en todos los demás procesos.9 
 
El Dr. NEYRA FLORES señala algunas diferencias y semejanzas entre ambos 
procesos, toda vez que en lo general habrá de regirse por el proceso común. 
 
 









Proceso de seguridad 
 
Ejercicio de facultades. 
 




Facultades ejercidas por el 










Se puede prescindir del 
interrogatorio del imputado 




Facultad del Juez. 
 
El Juez puede elevar la causa al 
Fiscal superior en grado 
cuando cree que no hay delito. 
 
 
El Juez podrá rechazar el 
requerimiento de imposición 
de medidas de seguridad, 
cuando considera que se debe 
de imponer una pena (esta 






Se pueden acumular los 
procesos comunes. 
 







El juicio es público 
 
El juicio se realizará con 
exclusión del público. 
 
                                                          






Presencia del imputado. 
 
 
La presencia del imputado es 
obligatoria en ciertos casos. 
No lo representa un curador. 
 
El juicio se realiza sin la 
presencia del imputado si fuere 
imposible en razón a su estado 
de salud. En el juicio será 








El interrogatorio se da en la 
audiencia, sin la necesidad del 
perito. 
 
Si no es posible la presencia 
del imputado en el acto oral, 
antes de la realización del 
juicio podrá disponerse el 
interrogatorio del imputado, 
con la intervención y 






Se leen las declaraciones 
anteriores cuando el imputado 
no desea declarar 
 
 
Cuando no pueda contarse con 
la presencia del imputado, se 





Necesidad del perito. 
 
Rige la libertad probatoria, no 
es necesaria ninguna prueba en 
particular. 
 
Es imprescindible que en el 
acto oral se interrogue al perito 
que emitió el dictamen sobre el 







La sentencia versa sobre la 




La sentencia versará sobre la 
absolución o sobre la 




 Fuente: Manual del Nuevo Proceso Penal- Parte I (2010); José Antonio Neyra Flores. 
 
       B.4. El Proceso por Delito de Ejercicio Privado de la Acción Penal 
 
Este proceso opera esencialmente para los casos de delitos cuyo ejercicio de la 
acción corresponde exclusivamente a los particulares directamente afectados mediante el 
 76 
 
hecho punible, quienes son los que formularán la respectiva querella, directamente a través 
de su representante legal.  
 
El denunciante tiene la condición de “querellante particular” lo que lo faculta, a 
intervenir en la actividad probatoria, así como incitarla con el propósito de establecer las 
pruebas de las responsabilidad penal y civil, de modo similar a como lo hace el Ministerio 
Público en los delitos de acción pública; asimismo posee capacidad para interponer los 
medios impugnatorios relacionados al objeto penal y civil del proceso, así como los medios 
de defensa y requerimientos en salvaguarda de su derecho. 
 
La querella se formula directamente ante el Juzgado Penal Unipersonal, debiendo 
contener los datos identificatorios, el domicilio del querellado, asimismo deberá adjuntarse 
a la misma copia de la querella para el querellado. La querella debe precisar con claridad los 
hechos imputados, en caso contrario, el Juez Penal Unipersonal se encuentra capacitado, por 
el art. 460° del NCPP, a solicitar se aclare o complete la querella con apercibimiento de tener 
por no presentada la querella y de archivar la causa. En este último caso (archivamiento de 
la querella), la resolución que así lo dispone posee calidad de cosa juzgada, lo que supone la 
imposibilidad de renovar la querella. 
 
El Juez penal puede rechazar de plano la querella cuando sea absolutamente 
evidente que el hecho no constituye delito, la acción se encuentra prescrita o su persecución 
sea mediante acción pública.  
 
Demostrada la admisibilidad de la querella, el Juez emitirá auto admisorio de la 
instancia, que debe ser puesto en conocimiento del accionado a fin que en el término de 
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cinco días conteste y ofrezca la prueba que corresponda. Vencido dicho término, se dictará 
auto de citación a juicio cuya audiencia deberá realizarse entre el día 10 y el día 30. Los 
medios de defensa que formule el querellado en su contestación o en el curso del juzgamiento 
se resolverán con la sentencia.  
 
Al iniciarse la audiencia, se deberá invitar a las partes, de modo privado, a fin que 
concilien sus diferencias y lleguen a un acuerdo. De arribar a un acuerdo, el proceso debe 
culminar. Si, por el contrario, la conciliación no se produce, la audiencia pública deberá 
continuar. (REYNA ALFARO, 2015, págs.112-114) 
 
      B.5. Proceso de Terminación Anticipada 
 
El proceso de terminación anticipada es un proceso especial y una forma de 
simplificación procesal que se sustenta en el principio del consenso, es además uno de los 
principales exponentes de la justicia penal negociada. Consiste en el acuerdo entre el 
procesado y la Fiscalía, respecto de los cargos, la pena, reparación civil, y demás 
consecuencias accesorias de ser el caso conforme al art. 468 del NCPP, con admisión de 
culpabilidad de algún o algunos cargos que se formulan, permitiéndole al encausado la 
obtención de la disminución punitiva. De esa manera, se pone fin al proceso. 
 
Una vez formalizada la investigación preparatoria, se presenta la solicitud de 
terminación anticipada por parte del Ministerio Público, el imputado, o ambos. Realizada la 
admisión del pedido, corresponde la convocatoria de una audiencia privada, en la que se 




El acuerdo al que arriban las partes no versa sobre la responsabilidad penal del 
imputado, puesto que ésta viene a ser una condición para su aplicación. Sólo son pasibles de 
negociar las consecuencias personales y civiles, el grado de desarrollo del delito o de 
responsabilidad del sujeto o la consideración e circunstancias modificatorias de la 
responsabilidad. 
 
 El acuerdo es sometido a aprobación judicial, encontrándose los Jueces e 
Investigación Preparatoria premunidos del poder de ejercer un control de legalidad, 
razonabilidad (tipicidad, parámetros legales de la pena y suficiencia de indicios) y de 
proporcionalidad (quantum de la pena y reparación civil). 
 
B.5.1. Características  
 
 Éste proceso posee las siguientes características: 
 
a) No existe limitaciones para su aplicación a determinados delitos; aunque previa 
a su vigencia en el nuevo sistema procesal penal estuvo ligada a delitos de tráfico 
ilícito de drogas y aduaneros. 
 
b) Están obligados a participar de la audiencia el Fiscal, el imputado y su abogado 
defensor. Los demás sujetos procesales deben ser notificados pero su presencia es 
facultativa.  
 
c) El acuerdo es tomado con un imputado que cuenta con la garantía de su defensa y 




d) Las alternativas del Juez de Investigación Preparatoria frente al acuerdo adoptado 
son dos: desaprobar el acuerdo (no puede absolver ni aumentar ni disminuir la pena 
o la reparación civil) y continuar con el trámite, o emitir una sentencia aprobatoria 
que es necesariamente condenatoria.  
 
e) De darse la sentencia aprobatoria del acuerdo, es posible acumular dos beneficios 
(los que deben estar diferenciados en lo posible al momento de elaborar el acuerdo): 
 
1° La confesión sincera, que permite la reducción de la pena hasta una tercera parte 
por debajo del mínimo legal. Este beneficio depende de la discrecionalidad judicial y 
siempre que no se hayan dado los supuestos de flagrancia o suficiencia probatoria que hacen 
irrelevante la admisión de los cargos. 
 
2° La reducción de una sexta parte de la pena concreta por el sometimiento a este 
procedimiento. Este criterio es fijo y automático.  
 
La sentencia consensuada puede ser apelada por los sujetos procesales que no 
participaron del acuerdo. Sin embargo, el NCPP no contempla que podrían ser afectados los 
que participaron en la negociación cuando dicha resolución no respeta los límites del acuerdo 
y, si fuera el caso, también el auto de desaprobación puede causar agravio. (CALDERÓN 






B.6. Proceso por Colaboración Eficaz 
 
El proceso por Colaboración Eficaz es la expresión en el ámbito procesal, del 
Derecho Penal Premial a través del cual se otorga una suerte de premio estatal o de respuesta 
penal atenuada, precedida de una investigación policial sin mayor intervención del 
Ministerio Público, orientada a corroborar si la declaración del arrepentido es verdadera y 
útil para la investigación criminal. 
 
B.6.1. Delitos objetos del Proceso de Colaboración Eficaz  
 
El Inc. 2 del Art. 474° del NCPP establece los delitos que pueden ser objeto del 
proceso: 
 
 Asociación ilícita, terrorismo, lavado de activos, delitos informáticos, contra la 
humanidad, trata de personas y sicariato. 
 
 Para todos los casos de criminalidad organizada previstos en la ley de la materia.  
 
 Concusión, peculado, corrupción de funcionarios, delitos tributarios, delitos 
aduaneros contra la fe pública y contra el orden migratorio, siempre que el delito se 
cometido en concierto por pluralidad de personas.  
 






B.6.2. Beneficios  
 
Los beneficios a favor del colaborador, establecidos en el Art. 474° del NCPP son: 
exención de la pena, la disminución de ésta hasta un medio por debajo del mínimo legal, la 
suspensión de la ejecución de la pena, la reserva del fallo condenatorio, la conversión de la 
pena o la liberación condicional. Incluso la remisión de la pena para el colaborador que se 
encuentra purgando pena por otro delito. No pueden acogerse a ella los jefes o dirigentes de 
las organizaciones criminales ni los altos funcionarios con prerrogativa de acusación 
constitucional. Tampoco los agentes de los delitos de genocidio, desaparición forzada y 
tortura. Ello incluye a los autores mediatos, así como a quienes obtuvieron beneficios como 
arrepentidos y reincidieron nuevamente en delito de terrorismo. 
 
 Para el otorgamiento del beneficio premial la información entregada por el 
colaborador debe ser eficaz, es decir:  
 
 Evitar la continuidad, permanencia o consumación del delito, o disminuir 
sustancialmente la magnitud o consecuencias de su ejecución. 
 
 Conocer las circunstancias en las que se planificó y ejecutó el delito, o las 
circunstancias en las que se viene planificando o ejecutando.  
 
 Identificar a los autores y partícipes de un delito cometido o por cometerse o a los 
integrantes de la organización delictiva y su funcionamiento, de modo que permita 




 Entregar los instrumentos, efectos, ganancias y bienes delictivos relacionados con 
las actividades de la organización delictiva, averiguar el paradero o destino de los 





B.6.3.1. Diligencias previas a la colaboración eficaz  
 
El artículo 475° del NCPP establece que las diligencias previas a la Colaboración 
Eficaz son principalmente las reuniones del Fiscal con el colaborador y su abogado, donde 
se llega a un primer acuerdo sobre la procedencia del beneficio. 
 
 El Fiscal puede optar por una etapa de corroboración en la cual contará con el 
aporte de la policía y se producirá un informe policial o por la preparación del convenio 
preparatorio. En éste se dejará constancia de la calidad de la información ofrecida, la 
naturaleza de los cargos y los beneficios a otorgarse. Ambos trámites concluyen en la 
elaboración del acta de colaboración eficaz.  
 
B.6.3.2. Supuestos de hechos para la aplicación de la Colaboración Eficaz 
 
El Nuevo Código procesal penal, contempla dos supuestos de hecho:  
 




El Fiscal propone un acuerdo de beneficios y colaboración ante el Juez de la 
Investigación Preparatoria, quien lo elevará ante el Juez Penal, el que en el término de cinco 
días podrá formular observaciones al contenido del acta y a la concesión de beneficios 
ordenando devolver lo actuado al Fiscal. Dicha Resolución es inimpugnable. El Fiscal podrá 
elevar un acta complementaria en el plazo de 10 días al Juez quien fijará una audiencia 
privada especial en la cual el Juez, el Fiscal, el Procurador Público y la Defensa podrán 
interrogar al solicitante. Culminada dicha audiencia privada especial se suscribe un acta y 
en el término de tres días se expedirá el auto desaprobando el acuerdo, o la sentencia 
aprobándolo. El Procurador puede aprobar esta última.  
 
b. La colaboración durante las otras etapas del proceso contradictorio  
 
Cuando el proceso de colaboración eficaz se inicia estando el proceso en el Juzgado 
penal antes del inicio del Juicio Oral, el Fiscal, previa la verificación, remitirá los actuados 
al Juez Penal, el que convocará una audiencia privada especial actuando conforme a los 
mismos criterios fijados en el caso de que la colaboración se plantee en la etapa de 
investigación.  
 
Si la colaboración es posterior a la sentencia, el Juez de la Investigación 
Preparatoria, a solicitud del Fiscal y previa realización de la audiencia privada donde se 
fijarán los términos de la colaboración podrá conceder la remisión de la pena, suspensión de 
la ejecución de la pena, liberación condicional, conversión de pena privativa de libertad en 





B.7. El Proceso por Faltas 
 
Proceso especial destinado a regular el tratamiento procesal de los cuasidelitos o 
faltas. 
 
En primer lugar, se estable la competencia de dichos procesos a favor de los jueces 
de paz letrados, con excepción de aquello lugares en que no existe tal, en cuyo caso la 
competencia es asumida por los jueces de paz no letrados.  
 
La incoación de la acción penal corresponde al directamente ofendido quien podrá 
formular la denuncia ante la autoridad policial o directamente al juez, asumiendo la 
condición de querellante particular.  
 
Si el querellante particular opta por dirigirse directamente ante el Juez, deberá remitir 
la denuncia y recaudos a la PNP a fin que realice las investigaciones respectivas, en la 
medida que considere que el hecho constituye falta, la misma que no haya prescrito y estime 
indispensable una indagación previa al enjuiciamiento. En este caso, luego de recibido el 
Informe Policial, corresponderá al Juez dictar auto de citación a juicio en la medida que 
considere que concurren los elementos que lo permitan (vigencia de la acción penal, 
vinculación probatoria, entre otros), caso contrario deberá dictar auto de archivo, el mismo 
que es impugnable. 
 
 Con el auto de citación a juicio se deberá acordar la celebración inmediata de la 
audiencia en la medida que se encuentren presentes el imputado, el agraviado y los demás 
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órganos de prueba pertinentes a la causa o cuando el imputado ha reconocido haber cometido 
la falta que se le imputa. Si no es posible la celebración inmediata de la audiencia, se fijará 
la fecha más próxima. 
 
La audiencia se instalará con la concurrencia del imputado y su defensa y, de ser el 
caso, el querellante y su defensor. A la audiencia las partes podrán concurrir con los medios 
de prueba que estimen pertinentes para su defensa.  
 
Luego de instalada la audiencia, el Juez procederá a dar lectura a los cargos que 
deriven del Informe Policial o de la querella. Si ha concurrido el agraviado, el Juez deberá 
buscar la conciliación y la celebración de un acuerdo de reparación. Si la misma tiene lugar, 
corresponderá al Juez aprobar la conciliación o el acuerdo y dar por concluido el proceso. 
 
Superada, sin éxito, la conciliación se procederá a preguntar al imputado si se 
manifiesta conforme a la imputación. Si es así y no resulte necesaria otra actividad probatoria 
adicional, se concluirá el debate y se dictará sentencia verbal que deberá protocolizarse por 
escrito en el término de dos días.  
 
Si lo hace y no fueran necesarios otros actos de prueba, el Juez dará por concluido el 
debate y dictará inmediatamente la sentencia correspondiente. La sentencia puede 
pronunciarse verbalmente y su protocolización por escrito se realizará en el plazo de dos 
días.  
 
Si no tiene éxito la propuesta de conformidad, se produce el interrogatorio del 
imputado y, posteriormente, de la persona ofendida (de estar presente), realizándose luego 
 86 
 
la restante actividad probatoria. Culminada la actividad probatoria, se oirán los informes 
orales, debiendo el Juez dictar sentencia luego de las alegaciones o, en el término de tres 
días. La sentencia es apelable.  
 
De acuerdo al Art. 485 del NCPP se indica que sólo es posible la imposición de 
mandato de comparecencia sin restricciones, existiendo como medidas de complemento la 
conducción de grado o fuerza para lograr la comparecencia del imputado y la prisión 
preventiva para la realización y culminación de la audiencia.  
En este tipo de proceso, el agraviado o querellante puede en cualquier momento 
desistirse o transigir, con lo que se dará por fenecido el proceso. (REYNA ALFARO, 2015, 
págs. 172-174) 
 
1.2. LA ACCIÓN PENAL  
 
1.2.1. Antecedentes Históricos de la Acción Penal 
 
La acción penal, en el devenir histórico, ha atravesado por tres períodos: el de la 
acusación privada, acusación popular y acusación estatal.10 
 
Por ello, a fin de comprender ésta institución jurídica resulta necesario examinarla 




                                                          
10Sección de libro de:  https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/2/864/5.pdf 
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a. Acusación Privada:  
 
El individuo que resentía el daño ejercitaba la acción penal. Fue en los tiempos de 
venganza cuando el hombre defendía por sí mismo sus derechos, a través de la denominada 
“Ley del Talión” es decir “Tal pena cual delito” esto es lo que quiere decir la palabra “talión”, 
o sea “alma por alma, ojo por ojo, diente por diente, quemadura por quemadura, llaga por 
llaga, mano por mano, cardenal por cardenal”, se creyó que todos los problemas estaban 
resueltos; lo único que se debía hacer era aplicar al agresor lo mismo que él había hecho al 
ofendido. 
 
 Sin embargo, poco después empezaron serias dificultades, pues no siempre se 
podía aplicar el principio, ya que la variedad de casos comenzó a demostrar que no siempre 
era aplicable el principio del Talión debido a que, en determinados delitos como los de 
lascivia, delitos contra la honestidad, el dimorfismo sexual, hace completamente imposible 
su aplicación, de la misma manera en los delitos contra la propiedad, siempre se le podía 
quitar al ladrón lo mismo que él había robado y en definitiva se consideró que la ley del 
Talión se limitaba a los delitos contra las personas, al homicidio y a las lesiones. 
 
Además, surgieron otros problemas; en el supuesto que, si el transgresor fuere 
tuerto y el ofendido tuviere dos ojos, y a la inversa se hacía imposible su aplicación. Es por 
ello que, en Grecia, en el Siglo XII a.de c., Dracón opto por imponer una pena única; la pena 
de muerte, para todos los delitos, fueren graves o leves. Después de un siglo, en Roma se 
restablece la Ley de Talión, pero con un sentido más jurídico, bajo el precepto que “si alguno 
rompe un miembro a otro y no se arregla con él, hágase con él otro tanto); con esto, la 




b. Acusación Popular 
 
A través de esta figura los ciudadanos tuvieron en sus manos el ejercicio de la 
acción, pues no sólo el ofendido, sino también los ciudadanos, solicitaban a la autoridad la 
represión del delito. Se pensó que los delitos engendraban un mal a la sociedad, por lo que 
los ciudadanos, fueran o no víctimas, eran los encargados de ejercitar la acción. 
 
Esta figura tiene su origen en Roma, en la época de las delaciones. Se nombraba a 
un ciudadano para que éste llevara ante el tribunal del pueblo la voz de la acusación; como 
ejemplo de ello citamos a Cicerón, quien tuvo a su cargo el ejercicio de la acción penal 
representando a los ciudadanos; en Grecia existían los temosteti, que tenían el deber de 
denunciar los delitos ante el Senado, y, durante la Edad Media, a los señores feudales, 
quienes ejercitaba dicha acción.  
Al abandonarse la idea de que fuese el ofendido por un delito el encargado de 
acusar; y al poner en manos de un ciudadano independiente el ejercicio de la acción, se 
introdujo una reforma sustancial del procedimiento, haciendo que un tercero despojado de 
las ideas de venganza y de pasión que insensiblemente lleva el ofendido al proceso, 
persiguiese al responsable y procurase su castigo o el reconocimiento de su inocencia, como 
un noble tributo de justicia social.  
 
c. Acusación Estatal  
 
Son los órganos del Estado los que ejercitan la acción al cometerse un delito, y es 
el Estado es el que debe reprimirlos, velando así por el interés general. En este sistema tiene 
 89 
 
intervención el Estado por medio del Ministerio Público, que tiene el deber de ejercitar la 
acción penal cuando se han reunido los requisitos indispensables para ello, así, cuando se 
presenta un hecho con las características de delito, es el Estado el que debe velar por el orden 
público mediante órganos predispuestos para ello: Ministerio Público y el Juez.  
 
1.2.2. Definición de la Acción Penal 
 
En el proceso penal, el ejercicio de la acción permite que el Estado, en uso de su 
ius imperium, pueda resolver el conflicto que surge por la comisión de un ilícito penal. 
 
La acción penal es entendida como la potestad jurídica persecutoria contra la 
persona física que infrinja la norma jurídico-penal consiguiéndose de esta manera promover 
o provocar la actividad del órgano jurisdiccional para descubrir al autor y partícipes del delito 
o falta que se imputa y aplicar la ley penal con una sanción (pena o medida de seguridad) al 
responsable (culpable), así como lograr el resarcimiento (reparación civil) de los daños 
ocasionados por la comisión del delito. (MIXÁN MASS, 2010)  
 
Para el doctrinario CUBAS VILLANUEVA, la acción penal es la manifestación del 
poder concedido a un órgano oficial (Ministerio Público) o titular particular (en los casos de 
querella) a fin de que lo ejerza solicitando una declaración judicial tras la comisión de un 







1.2.3. Características  
 
 La acción penal posee las siguientes características (CALDERON SUMARRIVA, 
2010, págs.82):  
 
 Es pública; porque va dirigida al Estado para hacer valer un derecho, como es la 
aplicación de la Ley Penal. Está dirigida a satisfacer un interés colectivo: restaurar el 
orden social perturbado por el delito. El único que puede atender esta pretensión es 
el Estado, que tiene el monopolio del ius punendi.  
Debe precisarse que cuando se dice que la acción penal es pública o privada se 
comete un error, pues la acción que varía es su ejercicio que puede ser público o 
privado.  
 
 Es oficial; pues su ejercicio se halla monopolizado por el Estado a través del 
Ministerio Público, con excepción de los casos en que se reserva expresamente a la 
iniciativa de parte (ejercicio privado de la acción penal, querellas). 
 
 Es indivisible; debido que alcanza a todos los que han participado en la comisión del 
delito. Todos los partícipes de un delito son responsables y la acción tiene que 
comprender a todos sin excepción.  
 
 Es irrevocable; porque una vez iniciado el proceso penal, sólo puede concluir con 
la sentencia condenatoria o absolutoria o un auto de sobreseimiento. No hay 
posibilidad de desistimiento o de transacción, excepto en los procesos iniciados por 
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ejercicio privado de la acción penal o en los casos en que se aplique criterios de 
oportunidad.   
 
 Se dirige contra persona física determinada; en el NCPP para que el Fiscal pueda 
formalizar investigación, se exige la identificación o individualización del presunto 
autor o partícipe (inc. 1 del art. 336°). La individualización del imputado parece 
reducirse a tener los nombres y apellidos completos del mismo (aunque es necesario 
el tener otros datos personales y señas particulares para salvar situaciones, como las 
que presenta homonimia), siendo posible incluso que existan dudas de su identidad( 
no está inscrito en RENIEC o no tiene documento de identidad), lo que de acuerdo 
al NCPP no tiene porqué paralizar las actuaciones fiscales o judiciales, siendo 
posibles que se corrijan errores en cualquier oportunidad ( inc. 3 del Art. 72°) 
 
1.2.4. Configuración Legal de la Acción Penal 
 
 En cuanto al ejercicio de la acción penal el art. 1° del NCPP, la establece como 
facultad o atribución del Ministerio Público, como regla general; y, como excepción, aparece 
la acción privada que confiere al ofendido la potestad de actuar como querellante en un 
proceso especial establecido por la ley.   
 
 Asimismo, la Corte Suprema de la República ha señalado que “en el proceso penal 
peruano la titularidad de la promoción de la acción penal (que se concreta en la expedición 
de la disposición de formalización y continuación de la investigación preparatoria) 
corresponde en exclusiva en los delitos públicos a la Fiscalía, que es un derecho y deber del 
Ministerio Público, y en los delitos privados al perjudicado por el delito. El ciudadano frente 
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a la comisión de delitos públicos sólo tiene un derecho de petición, debidamente reglado, de 
acudir al Ministerio Público para dar cuenta de la noticia criminis”.11  
 
1.2.5. Ejercicio de la Acción Penal 
 
El ejercicio de la acción penal lo forman un conjunto de actos procesales, el fin es 
preparar y promover la acción penal, ejercitarla, sustentarla y defenderla, lograr la aplicación 
del ius puniendi. 
 
1.2.5.1. Formas de Ejercicio de la Acción Penal 
 
a. Ejercicio Público de la Acción penal  
 
Cuando el ejercicio es público, el Estado es titular de la acción penal, que decide 
perseguir de oficio los delitos y sólo delega su titularidad al Ministerio Público. BAUMANN 
señala: “(…) el interés público ante la gravedad del hecho y el temor a la venganza privada 
justificaron históricamente esta intervención”.  
 
El ejercicio público de la acción penal se manifiesta como la regla general prevista 
para la inmensa mayoría de delitos, debido a que en esos casos el interés público es preservar 
las condiciones mínimas de convivencia social que superan el propio interés del particular 
directamente ofendido por el delito.  
 
                                                          
11 Fundamento 9° del Acuerdo Plenario 05-2011/CJ-116 de fecha 06.12.2011 
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El NCPP establece que el Ministerio Público tiene la responsabilidad por el ejercicio 
público de la acción penal, inicia y dirige la investigación, se encarga de la acusación y 
plantea una hipótesis sobre los hechos, así como la responsabilidad que debe demostrar en 
juicio.   
 
b. Ejercicio Privado de la Acción Penal 
 
Cuando la acción la ejercita un particular, se dice que el ejercicio de la acción es 
privado. Nuestra legislación faculta al agraviado a denunciar directamente la comisión de 
determinados delitos. Por considerar que ellos lo perjudican en forma exclusiva. Nos 
referimos a los delitos contra el honor – injuria, calumnia – difamación y lesiones culposas 
leves. 
 
En ésta forma de ejercicio de la acción penal, prima la voluntad del ofendido, quien 
decide si promueve la acción penal contra el ofensor y puede disponer de la acción penal- 
renunciar, desistirse, transigir o conciliar. Pero el poder del ofendido es relativo porque el 
ius punendi continúa en manos del Estado.  
 
El legislador, para establecer la naturaleza pública o privada del ejercicio de la acción 
penal, tiene en cuenta dos criterios: 
  
 El contenido del bien jurídico protegido. Los tipos penales a los que corresponde el 
ejercicio privado de la acción penal tienen un denominador común: los bienes 




 El grado de lesión o puesta en peligro del interés protegido, de tal manera que la 
levedad de la lesión o agresión determina poner en manos del propio afectado la 
decisión de exigir responsabilidad por los hechos. Esta es la razón por la que las faltas 
son consideradas siempre perseguibles mediante acción privada. 
 
Es posible que esta facultad sea compartida y se pueda hacer referencia a un ejercicio 
semipúblico, observando esa posibilidad según lo previsto en el inc. 3 del Art. 1 del NCPP, 
que establece que el ejercicio de la acción penal por el Ministerio Público está condicionada 
a la denuncia de la persona autorizada para hacerlo. (CALDERÓN SUMARRIVA, 2011, 
págs. 85-87) 
1.2.6. Extinción de la Acción Penal  
  
La extinción de la acción penal es originada por circunstancias diferentes de 
carácter político, legal, natural o privado, que son ajenas al hecho punible, pero que 
imposibilitan su persecución.  
 
A opinión de VILLA STEIN, la ley reconoce varias razones que permiten extinguir 
la acción penal, en cuya virtud el Estado autolimita su potestad punitiva. Pueden ser causas 
naturales (muerte del infractor), criterios de pacificación o solución de conflictos sociales 
que tienen como base la seguridad jurídica (cosa juzgada y prescripción) o razones de 







1.2.6.1. Causas de Extinción de la Acción Penal  
 
La legislación penal regula la extinción de la acción penal en el Título V del Libro 
I y el art. 78 del Código Penal reconociendo los siguientes supuestos de extinción de la 
acción penal: 1) Por muerte del imputado; prescripción; amnistía y el derecho de gracia. 2) 
Por autoridad de cosa juzgada. 3) En los casos que sólo proceda la acción privada, ésta se 
extingue, además de las establecidas en el numeral 1, por desistimiento o transacción.  
 
 Muerte del Imputado: La acción penal se extingue con la muerte del imputado 
(persona a quien se le atribuye la comisión de un hecho delictivo), en virtud del 
principio de personalidad de las penas. Muerto el imputado, es inadmisible pensar en 
la persecución penal en su contra. 
 Ante el fallecimiento de un denunciado o procesado, se archiva la investigación o la 
denuncia. De existir un proceso en marcha, se provoca el sobreseimiento, salvo que 
existieran otros procesados. 
 
 Prescripción: Consiste en la extinción de la responsabilidad por el transcurso del 
tiempo,  que hace innecesario el castigo, la presunción de que el autor del delito se 
ha enmendado al pasar del tiempo, la falta de interés que tiene el Estado en penar un 
delito cometido hace mucho tiempo, las dificultades de probar el delito ( las huellas 
han desaparecido y los testigos no recuerdan detalles fundamentales), la necesidad 
de que cese la inseguridad jurídica en las relaciones del delincuente con el Estado, 
entre otras razones. 
Los plazos de la prescripción de la acción penal se clasifican en ordinarios y 




 Amnistía: Es una institución que corresponde al derecho de gracia, consiste en la 
potestad que tiene el Estado de no emplear el sistema punitivo respecto de ciertos 
delitos o personas en un determinado momento. 
 Se define como el olvido del delito, que en nuestro país es atribución del Poder 
Legislativo. La amnistía produce los efectos de cosa juzgada.   
 
 Cosa Juzgada: Se basa en el principio constitucional del “ne bis in ídem”, en virtud 
del cual está prohibido juzgar nuevamente a una persona por los mismos hechos, y 
no se puede revivir proceso ya fenecidos.  
 
 Desistimiento: Sólo procede respecto a la acción privada. El desistimiento puede 
efectuarse en cualquier momento o estado del proceso y su consecuencia es el 
archivamiento. El ofendido decide no continuar con el proceso, renuncia a continuar 
con su acción en forma expresa o tácita, éste último supuesto se presenta cuando no 
asiste por segunda vez al comparendo.  
 
 Transacción: Aplicable a los delitos de persecución por acción privada, cuando el 
agraviado llega a un acuerdo con el infractor del bien jurídico, pero necesariamente 
deben existir concesiones recíprocas entre ambos, de lo contrario sería una 
conciliación, que también es posible en las querellas. 
 El querellante y el querellado ajustan sus pretensiones para hacer mutuas 
concesiones que pueden ser de naturaleza patrimonial, como el monto de la 
reparación civil, o de índole moral, como una retractación pública. (CALDERÓN 




1.2.7. Medios Técnicos de Defensa  
 
1.2.7.1. Cuestiones Generales  
 
El Derecho Procesal penal tiene por finalidad instituir los parámetros del 
procedimiento que sirve para establecer si es necesario hacer efectiva la pretensión punitiva 
del Estado. Esto ocurre porque entre el delito y la consecuencia jurídica (que puede ser la 
pena o una mediad de seguridad) existe un paso previo por recorrer, denominado proceso 
penal.  
El Proceso penal debe estar provisto de una serie de principios y derechos que 
garanticen la seguridad jurídica y la racionalidad del sistema penal en sus procesos de 
criminalización.  Es así, que el proceso penal c en base a los principios de juicio previo y 
presunción de inocencia, constituye el único medio con el dispone el Estado para determinar 
la existencia de un delito y sobre quien recae la responsabilidad por el ilícito penal.  
 
En tal sentido, corresponde al Derecho Procesal proveer de los instrumentos 
necesarios a fin de garantizar los derechos del procesado, buscándose disminuir al máximo 
el efecto deteriorante que produce para el procesado afrontar un proceso penal.  
 
El art. 139, inc. 14 de la C. de 1993, otorga al procesado el derecho de defensa, 
facultándolo a contradecir la acción sea por algún defecto de procedibilidad (art. 336° del 
NCPP - el hecho imputado no constituye delito, la acción ya ha prescrito, etc.), el derecho 




En conclusión, puede decirse que los medios técnicos de defensa constituyen 
obstáculos procesales que se dirigen a declarar la inobservancia de requisitos formales y de 
fondo vinculados al ejercicio de la acción penal, que en determinados casos dilatan la 
sustanciación del proceso penal, y en otros casos evitando su pronunciamiento sobre el 
fondo. (ARANA MORALES, 2014, págs. 346-347) 
 
1.2.7.2. Cuestión Previa  
 
La cuestión previa es un medio de defensa que se deduce cuando falta algún 
elemento o requisito de procedibilidad. Entiéndase a los requisitos de procedibilidad como 
“aquellas causan que condicionan el ejercicio de la acción penal y sin cuya presencia no es 
posible promover o conseguir la acción penal”. 
 
La cuestión previa puede ser deducida durante la investigación preparatoria, una 
vez admitida se dispondrá la realización de la audiencia para su resolución, con la presencia 
obligatoria del fiscal, escuchados los sujetos procesales el Juez de Investigación Preparatoria 
puede resolver de inmediato o en el plazo de dos días luego de celebrada la vista. Para tomar 
la decisión el juez deberá contar con el expediente fiscal. También puede deducirse este 
medio de defensa en la etapa intermedia, en la audiencia de control de acusación. 
 
El efecto de declarar fundada la cuestión previa es anular todo lo actuado, siendo 






1.2.7.3. Cuestión Prejudicial 
 
La cuestión prejudicial es un medio de defensa técnico, mediante el cual se busca 
suspender el desarrollo de un proceso penal, en donde se ha presentado un supuesto de 
prejudicialidad, que, por razón de su materia, no puede ser resuelto por el Juez penal. 
 
La vía extrapenal que resuelve la cuestión prejudicial, no podrá pronunciarse 
sobre la existencia o inexistencia del delito investigado, pero la resolución va a ser 
determinante y vinculante para que en la vía penal se pueda esclarecer si se ha producido la 
configuración del delito imputado.  
 
Para que exista cuestión prejudicial en el proceso penal, se requiere una materia, 
distinta de la penal y antecedente de ella, que por sí sola pudiese formar el objeto de una 
declaración jurisdiccional. Esto es, una relación jurídica, un nexo regulado en sus 
presupuestos y efectos por el derecho. (LAW ASSOCIATIÓN WORDL - Laboral, 
Tributario, Societario, Civil y Penal, 2013) 
 
En la doctrina se hace referencia a que la perjudicialidad puede ser vista de dos 
maneras: 
 
a. Perjudicialidad no devolutiva. El propio Juez Penal debe resolver la cuestión, 
aunque sus efectos no van más allá del ámbito penal que se sigue. 
 
b. Perjudicialidad devolutiva. El Juez Penal se abstiene de decidir la cuestión civil, 
laboral, comercial, etc., aguardando a que se pronuncie el Juez competente a la 
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materia. Esta perjudicialidad devolutiva puede ser relativa o absoluta, según pueda o 
tenga que ser resuelta por otro órgano jurisdiccional. 
  
Deducida la cuestión perjudicial en un proceso penal, el Juez Penal puede ampararla 
o no. Al aceptarla admite que el hecho denunciado como delito está sujeto a lo que se 
resuelva en la vía no penal, entonces suspende la investigación preparatoria en espera de lo 
que se resuelva en la vía extrapenal. 
 
La cuestión prejudicial presupone la calificación previa en otra vía para establecer 
si los hechos denunciados constituyen delito. 
 
En el trámite de la cuestión prejudicial se expiden dos resoluciones:  
 
 La del Juez Penal declarando fundada la cuestión y suspendiendo el proceso penal. 
 
 La del Juez extrapenal, que resuelve el curso de la denuncia penal  
 
Este medio de defensa también se puede plantear durante la investigación 
preparatoria y tendrá que realizarse el mismo trámite previsto para la cuestión previa. Pero 
indicar que este medio de defensa no se puede deducir en la etapa intermedia; considerando 
que para la configuración del delito se requiere lo resuelto en la vía extrapenal, carecería de 








Las excepciones son medios de defensa que concede la Ley a quienes se les imputa 
la comisión de delitos o faltas con el fin de excluir la acción penal contra ellos incoada. Este 
pedido se formula sobre la base de determinada circunstancia que extingue la acción penal. 
En la doctrina se establecen dos clases de excepciones: las dilatorias y las 
perentorias; las primeras que solo retrasan el desarrollo del procedimiento (Excepción de 
naturaleza de juicio), y las segundas que pueden poner fin al proceso penal (Improcedencia 
de Acción, Amnistía, Cosa Juzgada y prescripción).   
 








Son aquellas que suspenden temporalmente la 
decisión judicial; tienen un efecto dilatorio, 
postergando la acción para una época posterior. 
El tratadista GUASP al referirse a ellas señala 
que “hieren la acción, pero no la matan”. Etas 
excepciones no van contra el derecho mismo, 
sino contra la forma de ejercitarlo.  
 
 
Son aquellas que tienen a destruir y extinguir la 
acción penal. De declararse fundadas este tipo 
de excepciones se expide un auto de 
sobreseimiento (inc. 2 del art. 6° NCPP), lo que 
impide que estos hechos vuelvan a ser juzgados. 
 
Fuente: Colección Temas Procesales Conflictivos / Directores Ana Calderón Sumarriva & Guido 










A. Excepción de Naturaleza de Juicio (Art. 6° inc. 1.a. del NCCP) 
 
Esta excepción se deduce cuando se ha dado a la denuncia una sustanciación distinta 
de la que le corresponde. No se trata de se trata de un asunto de fondo, son se refiere a un 
aspecto procesal. 
 
Existen distintos procesos en la legislación procesal: el común, el inmediato, de 
seguridad, querellas, faltas, terminación anticipada y de altos funcionarios públicos; ésta 
excepción podría plantearse cuando exista un error en la tramitación de los mismos.  
B. Excepción de Improcedencia de Acción (Art. 6° inc. 1. b.) 
 
Esta excepción se hace valer cuando el hecho denunciado no constituye delito o no 
es justiciable penalmente. Es decir, son dos situaciones las que permiten interponer esta 
excepción:  
 
 Que el hecho no se encuentre calificado como delito en el Código Penal: En virtud 
al principio de legalidad, si no está tipificado como delito en la ley penal, el hecho 
no es punible ( nullum poena sine lege). 
 
 Que el hecho no sea justiciable penalmente: Se trata de una situación que ya no 
tiene relevancia penal; se suscita normalmente esta situación cuando se emite una ley 






C. Excepción de Cosa Juzgada (Art. 6° inc. 1. c.) 
 
Se interpone esta excepción cuando el hecho denunciado ha sido objeto de una 
resolución firme nacional o extranjera.  
 
La base de esta excepción es el principio del ne bis in idem que tiene una doble 
naturaleza: 1) como principio del derecho material, según el cual nadie debe ser castigado 
dos veces por la misma infracción: 2) como principio procesal, por el cual nadie puede ser 
juzgado dos veces por los mismos hechos. 
 
La sentencia es el medio ordinario para dar término a la pretensión punitiva del 
Estado. Cuando contra ella no se ha hecho valer los medios impugnatorios que autoriza la 
ley, se ha dejado transcurrir el término para interponerlos o se han agotado los mismos, 
entonces la sentencia ha quedado firme y adquiere la calidad de cosa juzgada, motivo por el 
cual es inimpugnable, inmutable y coercible. Los autos de Sobreseimiento también 
adquieren esta calidad.  
 
La excepción en comento funciona en dos casos:  
 
 Que exista una sentencia o auto de sobreseimiento anterior en la que el hecho, 
persona y fundamento sean idéntico. Y que esta resolución haya adquirido la calidad 




 Que el hecho que se denuncie como delito haya sido calificado como lícito en un 
proceso civil anterior. La sentencia civil constituye cosa juzgada y no procede iniciar 
el proceso penal.    
 
Cuando el agraviado se constituye en actor civil, lo resuelto en la sentencia penal 
constituye cosa juzgada, por lo que se ve impedido de iniciar en la vía civil el proceso de 
indemnización por daños y perjuicios ocasionados por el delito.  
 
D. Excepción de Amnistía (Art. 6° inc. 1. d.) 
 
La amnistía constituye el olvido de cierta clase de delitos que deja a sus autores 
exentos de pena.  
Ésta excepción se interpone ante el Juez Penal que conoce del proceso, presentando 
el instrumento que contiene el derecho de amnistía que invoca el imputado. Si procede dicha 
excepción, el Juez debe declararla fundada y disponer el sobreseimiento definitivo de la 
causa. (CALDERON SUMARRIVA, 2011, págs.90-98) 
 
E. Excepción de Prescripción (Art. 6° inc. 1. e.) 
 
La prescripción, es también una forma de extinción penal basada en el transcurso 
del tiempo, tal como lo establece el artículo 78º del código penal. Si el Estado no persiguió 
oportunamente a los que delinquieron, entonces no sería justo que después de mucho tiempo 
se pretenda hacerles cumplir una condena que ya pasó al olvido, sería como cobrar una deuda 




El transcurso del tiempo y la inacción de los llamados a ejercitarla son las 
condiciones para que ello se produzca; la ley señala los términos dentro de los cuales debe 
ejercitarse la acción y si se cumple ese plazo sin que la haya ejercitado ya no podría iniciarse. 
 
De esta manera, la excepción de prescripción es un medio de defensa que la ley 
ofrece al imputado, pues anula un proceso iniciado en su contra por un delito que por el 
transcurso del tiempo establecido se torna en la imposibilidad de ejecutar una pena, teniendo 
como base de esta forma la seguridad jurídica. (CUBAS VILLANUEVA, 2009, pág. 131). 
Por ello, una vez superados los plazos de prescripción (ordinario y extraordinario), ésta 
excepción puede ser declarada de oficio o ser solicitada por el representante del Ministerio 
Público o por la parte interesada. 
 




La prescripción, desde un punto de vista general, es la institución jurídica mediante 
la cual, por el transcurso del tiempo, la persona adquiere derechos (aquisitiva), o se libera de 
obligaciones (extintiva).  Desde la óptica penal, es una causa de extinción de la 
responsabilidad criminal fundada en la acción del tiempo sobre los acontecimientos humanos 
o en la renuncia del Estado al ius punendi, bajo el supuesto de que el tiempo transcurrido 
borra los efectos de la infracción, existiendo apenas memoria social de ella.12 
 
                                                          
12 Exp. N.º 5922-2009-PHC/TC del 29 de noviembre de 2010, fundamento dos. 
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La noción de prescripción de la acción penal publica, se traduce en el vencimiento 
de cierto plazo tras la comisión de la infracción constituye un obstáculo para el ejercicio de 
la acción y para la etapa de juicio oral.   
 
En la actualidad el fundamento de la prescripción es político criminal, pues se hace 
innecesario el castigo habida cuenta del tiempo transcurrido y demás este mismo transcurso 
dificulta la actividad probatoria; y por último se añade un criterio de seguridad jurídica. 
(VILLA STEIN, 2008)  
 
La prescripción extintiva es la que resulta de gran interés en el desarrollo de la 
investigación, toda vez que constituye, en palabras de ROSAS YATACO, un medio de 
defensa y opera como excepción (de prescripción) para enervar y neutralizar la acción penal 
incoada luego de transcurrido el plazo prescriptorio previsto en la ley (de la acción penal y 
de la pena). 
 
1.3.2. Naturaleza Jurídica 
 
Por efectos de la prescripción el Estado pierde la posibilidad de perseguir 
punitivamente un hecho aparentemente punible. En efecto, el paso inevitable del tiempo 
evita que se pueda accionar contra quien recae una sospecha vehemente de culpabilidad. La 
acción penal es entonces el medio por el cual las agencias estatales predispuestas demandan 
ante la jurisdicción el procesamiento, juzgamiento y posible sanción a quien culpablemente 




 La acción penal tiene por lo tanto una naturaleza sustantiva, si bien a través de su 
promoción es que se ejercita la actividad persecutoria del Estado, es a través de la acción 
penal que puede finalmente procurarse la realización de la ley penal. Si bien es cierto que el 
fin del proceso es llegar a la verdad formal o jurídica, no es menos cierto que su objetivo 
primordial es la aplicación de una norma racional-objetiva sobre quien ha recaído una 
imputación criminal. A estos efectos, la estrecha interrelación que se extiende entre el 
derecho penal y el derecho procesal penal, ambas esferas pertenecen al Sistema Penal, 
sistema que tiene por principal función regular las relaciones más gravitantes de derecho 
público entre el Estado y los ciudadanos, una relación de delito-pena, y, esta relación es 
finalmente la que se trasunta en el proceso penal. Solo a partir de la instauración de un 
proceso penal es que legítimamente se le puede imponer una pena a un sujeto culpable en el 
marco del Estado de Derecho. (PEÑA CABRERA FREYRE, 2007, pág. 1089-1090) 
 
En cuanto a la naturaleza jurídica de la prescripción, en la doctrina se identifican tres 
teorías:  
 
 La teoría sustantivista, sin negar su proyección sobre el proceso penal, postula que 
la prescripción forma parte del derecho penal material, dado que incide en la esencia 
de la pena, por suponer la extinción de la punibilidad. (MARTINEZ PARDO, 2011) 
 
 La teoría procesalista, por su parte, sin desconocer su efecto sobre la punibilidad, 
sostiene que la prescripción de la acción penal, es una institución de naturaleza 
procesal, en razón que constituye un obstáculo de procedibilidad que afecta el 
ejercicio de la acción penal o su continuidad, estando dirigidos sus efectos a impedir 
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el procesamiento penal debido al transcurso del tiempo, entendiendo que no afecta 
al delito sino a la acción penal que permite perseguirlo. 
 
 La teoría mixta o de integración, se sostiene en la ineludible relación que existe 
entre delito, pena y proceso penal, institutos que se ven concernidos, o más bien 
afectados– por la prescripción de la acción penal, la que subyace en el propio 
enunciado de las teorías someramente glosadas precedentemente , pues ambas 
reconocen sus efectos cruzados; para terciar en la discusión, sosteniendo que la 
prescripción tiene un doble carácter, pues es tanto causal de extinción jurídico-
material de la pena, como obstáculo procesal para su persecución (WELZEL, 1976, 
pág. 359). Cabe señalar que el solo hecho que la prescripción de la acción penal se 
encuentre legislada en el Código Penal como causal extintiva de la acción penal13y 
desarrollada su operativización en dicho cuerpo normativo14, no hace que su 
naturaleza sea exclusivamente sustantiva: puesto que, al mismo tiempo constituye un 
obstáculo procesal, que constituye el fundamento de una excepción típica, que como 
medio de defensa se encuentra normado en nuestro ordenamiento procesal penal lo 
cual tampoco reduce su naturaleza al ámbito procesal. 
 
 La doctrina nacional adscribe mayoritariamente a la teoría mixta lo cual no es óbice 
para considerar que más allá que sus efectos se reflejen material y normativamente en los 
ámbitos penal sustantivo y procesal penal; su ratio fundamental es de naturaleza 
constitucional, ello en atención a que “constituye una autolimitación que el Estado se impone 
en su potestad punitiva, la que se inspira en el principio pro homine y se funda en la 
                                                          
13 Art. 78 inc.1 del Código Penal. 
14 Arts., del 80 al 91 del Código Penal. 
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necesidad de que pasado cierto tiempo se elimine toda incertidumbre jurídica y se abandone 
el castigo de quien lleva mucho tiempo viviendo honradamente, consagrando, a decir del 
Tribunal Constitucional, el principio de seguridad jurídica”15; dos primeros; y como 
mecanismo de interdicción de la arbitrariedad, en caso del último16. 
 
1.3.3. El régimen de la prescripción de la acción penal en el Perú 
 
La prescripción está recogida en la Constitución Peruana, en su Art. 139°, el mismo 
que establece: “Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 13(…) La amnistía, 
el Indulto, y la prescripción producen los efectos de cosa juzgada”. 
 
Por otro lado, el art. 78 del Código Penal contempla varias causas que permiten 
extinguir la acción penal, en virtud de las cuales el Estado autolimita su potestad punitiva; 
estas razones pueden tener como fundamento causas naturales (muerte del infractor), 
criterios de pacificación o solución de conflictos sociales basados en el principio de 
seguridad jurídica (cosa juzgada o prescripción) o razones sociopolíticas o de Estado 
(amnistía).  
 
Así, tenemos que la prescripción constituye una causa de extinción de la acción 
penal, fundada en la acción del tiempo sobre los acontecimientos humanos, que se traduce 
en la renuncia del Estado al ius punendi por cuanto este no puede permanecer latente 
                                                          
15 STC recaídas en Exp. N.° 1805-2005-HC/TC, caso Máximo Cáceda Piedemonte; Exp. N.° 3116-
2012PHC/TC LIMA, caso Elsa Canchaya Sánchez; y Exp.  N.° 5922-2009-PHC/TC LIMA, caso    
Luis Herrera Romero, entre otros. 
17 “La prescripción de la acción penal supone la defensa del individuo contra los excesos del poder 




indefinidamente, suspendido en el tiempo ilimitadamente, eliminando así toda forma de 
incertidumbre jurídica al descartar la posibilidad de perseguir un hecho criminal, más allá 
del plazo legalmente establecido como límite prescriptorio; operando por el transcurso del 
tiempo un efecto liberatorio, con relación a la persecución penal. 
 
1.3.3.1. Plazos de la prescripción de la acción penal 
 
La prescripción de la acción penal, según la regulación establecida en nuestro 
Código Penal puede ser contabilizada a través del plazo ordinario y el plazo extraordinario.  
 
 Plazo ordinario de prescripción 
 
En concordancia a lo establecido en la ley penal material, la prescripción es un 
medio para librarse de las consecuencias penales y civiles de una infracción penal o una 
condena penal por efecto del tiempo y en las condiciones exigidas por la ley. 
 
Es regla general del instituto de la prescripción que requiere para su 
perfeccionamiento que el tiempo de prescripción de la acción penal sea igual al máximo de 
la pena fijada por la ley penal para el delito en concreto. (CACERES JULCA, 2010)  
 
En ese sentido, el art. 80º del Código Penal, señala que el plazo ordinario, es el 
equivalente al máximo de la pena fijada en la ley, en caso de ser privativa de la libertad. En 
caso de que la pena no sea privativa de la libertad, la acción prescribe a los dos años. 
Asimismo en caso de delitos cometidos por funcionarios y servidores públicos contra el 
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patrimonio del Estado o de organismos sostenidos por este, el plazo de prescripción se 
duplica17. 
De lo señalado, la prescripción ordinaria se fija por delito, pero en términos 
generales no puede superar el máximo de 20 años, conforme al párrafo cuarto del art. 80 del 
CP. 
 
 Plazo extraordinario de prescripción 
Este tipo de prescripción exige para su configuración el cumplimiento de un plazo 
más el equivalente a una mitad del plazo ordinario, ya que, ha existido una causal para que 
se extienda a dicho plazo. (CACERES JULCA, 2010)  
 
 El art. 83 del Código Penal señala, que cuando se interrumpe el plazo ordinario de 
prescripción, comienza a correr un nuevo plazo. Sin embargo, extraordinariamente, la acción 
prescribe indefectiblemente y en todos los casos cuando el tiempo transcurrido sobre pasa 
en una mitad el plazo ordinario de prescripción. 
  
De éste artículo se desprende dos aspectos importantes:  
 
 Después de la interrupción comienza a correr un nuevo plazo de prescripción, a partir 
del día siguiente de la última diligencia.   
 
 La acción penal prescribe, en todo caso, cuando el tiempo trascurrido sobrepasa en 
una mitad al plazo ordinario de la prescripción. 
                                                          
18. Sentencia del Tribunal Constitucional, Expediente Nº 4118-2004-HC/T, su fecha 06.06.2005, en   




En resumen, que, si la pena conminada para el delito de estafa es de 6 años (Art. 
196°) como máximo, lo que sería el límite del plazo de prescripción ordinaria para dicho 
delito, la prescripción extraordinaria se cumpliría al cumplir un total de 9 años. Este plazo 
extraordinario de la prescripción de la acción penal se contabiliza desde la consumación del 
delito. No obstante, algunos autores, consideran que el plazo extraordinario debería contarse 
desde el momento en que se produjo la primera interrupción del plazo extraordinario.  
 
En el caso de delitos cuyas penas conminadas sean multa, inhabilitación, prestación 
de servicios a la comunidad, limitación de días libres, expatriación o expulsión de 
extranjeros, la prescripción operaría transcurridos los tres años. Ello en atención a que, el 
plazo de prescripción ordinario en tales casos es de dos años.  
 
1.3.3.2. Reglas especiales de prescripción de la acción  
 
Existen reglas especiales en torno a la prescripción de la acción penal contempladas 
por el Código Penal en los siguientes supuestos:  
 
a. Cuando existe un concurso de delitos; el legislador ha diferenciado en el Art. 80° 
del C.P. los plazos aplicables a un concurso ideal de delitos (Art. 48° C.P.), de 
aquellos que corresponden a un concurso real de delitos (Art.50° C.P.). Es así que, 
en el concurso ideal de delitos, el lazo de prescripción se contabiliza en función a las 
penas conminadas para el delito más grave; por otro lado, en el concurso real la regla 
es que el plazo de prescripción deberá apreciarse de manera independiente para cada 
 113 
 
uno de los delitos en concurso, esto es contabilizando por separado los términos 
prescriptorios que corresponden a las penas conminadas para cada delito. 
 
b. Cuando el autor o partícipe del hecho punible, al momento de la comisión del 
delito, tenía más de 18 años de edad; o más de 65 años de edad; en virtud del Art. 
81 del C.P. en este supuesto los plazos ordinarios y extraordinarios aplicables al 
delito se reducen a la mitad. Para lo cual, la edad del agente debe acreditarse de modo 
suficiente y con los documentos pertinentes para ello (Partida de Nacimiento, 
Documento Nacional de Identidad, etc.). Es preciso anotar que el art. 81 alude de 
modo genérico el plazo de la prescripción sin diferenciar los de la acción penal y los 
de la pena, considerándose que la reducción también es aplicable para efectos de la 
sanción punitiva., ello en relación con el Art. 86° del C.P. que establece que: “El 
plazo de la prescripción de la pena es el mismo que alude o fija la ley para la 
prescripción de la acción penal”. 
 
c. Cuando se sanciona el delito con penas conminadas alternativas o conjuntas: La 
extinción de la acción penal por prescripción ordinaria o extraordinaria, sólo será 
posible cuando se hayan vencido paralela o secuencialmente, los diferentes plazos 
de prescripción que correspondan a todas las penas alternativas o conjuntas.  
 
d. Cuando el autor de un delito contra el patrimonio del estado tenía la condición 
de funcionario o servidor público: Conforme a las categorías reguladas en el art. 
425 del Código Penal, y se trata de un delito contra el patrimonio del Estado o de 
organismos sostenidos por éste, los plazos de prescripción ordinaria o extraordinaria 
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se duplican. Y en los supuestos más graves la acción penal es imprescriptible 
conforme al principio de legalidad.18 
e. Cuando la infracción cometida es una falta: la acción penal y la pena prescriben 
al año. En estos casos si hay reincidencia los plazos se elevan a dos años (Art. 440°, 
inc. 5). (PRADO SALDARRIAGA, 2009, págs. 173-176) 
 
1.3.3.3. Reducción de los plazos de prescripción  
 
El ilícito personal está compuesto por dos elementos categoriales complementarios 
e insustituibles, el injusto y la culpabilidad, ésta última viene comprendida por las 
capacidades psicofísicas del autor, así como por su proceso de socialización en una 
determinada sociedad. Factores que al ser valorados en conjunto podrán determinar, si es 
que el sujeto estuvo en posibilidad de dirigir su conducta conforme al conocimiento del 
injusto; es decir si tenía capacidad de motivación normativa, de cuya asequibilidad pueda o 
no comportarse conforme al directivo de conducta contenido en la norma Jurídico – penal.   
 
Es así que la reducción opera en relación a la responsabilidad penal restringida, el 
Art. 81° del CP dispone que los plazos de prescripción se reducen a la mitad en dos 
circunstancias: cuando el agente tenía menos de veintiún años, o mayor de sesenticinco años 
al momento de la comisión del hecho punible. La comisión del hecho debe inferirse en su 
perfecta realización (consumación) o una imputación de riesgos (tentativa). Su acreditación 
en el proceso penal debe sustentarse mediante partida de nacimiento. (PEÑA CABRERA 
FREYRE, 2007, pág. 1101). 
                                                          




1.3.3.4. Inicio de los plazos de prescripción  
 
Determinar con rigurosidad el inicio de los plazos prescriptorios es una función 
dogmática de suma relevancia, valoración que deberá realzarse conforme a una clasificación 
sistemática tomando como criterio de comprensión: la naturaleza del delito. Es decir, no 
todos los tipos penales comprendidos en la Parte Especial se perfeccionan delictivamente, a 
partir de una homogeneidad de actos causales, su realización típica viene definida por una 
serie de elementos objetivos y subjetivos, así como los elementos de trascendencia interna, 
que se encuentran descritos normativamente. 
 
Por ende, la consumación de un determinado tipo penal dependerá de una 
valoración objetiva individual de índole normativa, pues cada estructuración típica responde 
a ciertos elementos o notas distintivas que le otorgan una específica forma de configuración 
típica. 
Si bien es cierto que todos los tipos penales se encuentran estructurados 
normativamente en su forma consumativa, no es de menos cierto, que, según las reglas 
comprendidas en la parte general, debe también sancionarse la tentativa (formas imperfectas 
de ejecución). 
 
 Los artículos 82° y 86°, párrafo segundo, señalan el inicio de la prescripción de la 
acción penal y de la pena, respectivamente. 
 
En cuanto al inicio de la prescripción de la acción penal, la ley toma en cuenta de 
modo de ejecución y el momento consumativo del delito. La regla general es que el plazo de 
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prescripción de la acción penal debe comenzar a contarse a partir del momento en que el 
agente concluyó su actividad ejecutiva del delito. El legislador ha contemplado normas 
específicas para los casos de tentativa, delito continuado y delito permanente.  
 
 Con relación a la tentativa (Art. 16° C.P.), acabada o inacabada, el plazo de 
prescripción corre desde que cesa la ejecución imperfecta del hecho punible. 
 
La tentativa es en concreto el inicio de un curso causal que se realiza en la 
consumación del hecho, debe existir entonces, una voluntad de realización del hecho que se 
condice con la representación fáctica del autor, situación importante a efectos de delimitar 
los actos preparatorios de los actos ejecutivos. Pues, en los actos preparatorios, el autor no 
conoce aún, según su representación fáctica, las condiciones necesarias para la realización 
típica, aún no genera un riesgo permitido que pueda desencadenar en un curso lesivo, a pesar 
de contar con un plan criminal antelado que prevé una consumación, pues estos datos 
subjetivos para poder ser valorados de relevancia penal, deben asumir una realidad objetiva.  
 
La tentativa no se admite en los delitos de peligro o de mera actividad, tampoco en 
los delitos culposos, en los preterintencionales y los delitos de omisión propia por 
determinadas razones que son explicadas en la teoría del delito, por consiguiente, en la 







 En el delito instantáneo, a partir del día en que se consumó. 
 
El delito es instantáneo cuando el estadio consumativo se alcanza cuando se realiza 
materialmente, todos los elementos constitutivos descritos en el tipo legal, es decir, se 
consuma inmediatamente, sin necesidad de que medie una separación espacio temporal entre 
la acción y el resultado típico, entonces, acción y resultado se engloban en un solo concepto 
de unidad normativa. 
 
 Para el caso del delito continuado (Art. 49° C.P.) la prescripción comienza cuando 
el agente termina la actividad delictuosa que materializa su única resolución criminal. 
 
El delito continuado, constituye  en realidad  una verdadera ficción  legal  que 
encubre  un concurso  real  de  delitos; puede ser definido  como la multiplicidad de acciones  
u omisiones  que un único autor comete en  un determinado tiempo, pero que se encuentra 
separados en el tiempo y en el espacio, que a efectos de punición, dichas acciones  u 
omisiones típicas, al recalar bajo una unidad  subjetiva,  en específico,  una unidad de 
resolución  criminal, son objeto  de un solo procesamiento  penal. 
 
Es de verse, por tanto, que el delito continuado se desprenden los siguientes 
elementos, varias infracciones (acción u omisión) a una misma ley penal o de semejante 
naturaleza (homogeneidad del bien jurídico tutelado), que se hayan cometido en varios 
espacios temporales y que estos actos se encuentren comprendidos en una unidad de 
resolución criminal. Tal como lo prescribe el último párrafo del art. 49 del CP, se excluirá 
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esta figura concursal cuando se vulneran bienes jurídicos personalísimos pertenecientes a 
sujetos pasivos distintos. 
 
 En el delito permanente la cuenta de la prescripción se inicia desde que concluye la 
situación antijurídica creada y mantenida por el agente. 
 
Por lo general, los tipos penales se consuman ni bien se produce el resultado lesivo 
pretendido por el agente, en los delitos de resultado se evidencia espacio temporal entre la 
acción y el resultado; entre la acción que genera un riesgo no permitido y con la modificación 
del mundo exterior, mediante un estado de cosas desvalorado. 
 
Según ROXIN19, los delitos permanentes son aquellos hechos en los que el delito 
no está concluido con la realización del tipo, sino que se mantiene por la voluntad delictiva 
del autor, tanto tiempo como subsiste el estado antijurídico creado por el mismo.  
 
Luego, el carácter permanente tiene una gran trascendencia para la teoría del injusto 
ya que no se ha dado termino al comportamiento injusto (por lo tanto, es posible, por 
ejemplo, la participación, no corre la prescripción y pueden todavía concurrir otros delitos). 
(PEÑA CABRERA FREYRE, 2007, págs.1102-1106). 
 
                                                          
19 Citado por PEÑA CABRERA FREYRE, 2007, pág.1106 
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Sobre la prescripción de la ejecución de la pena, según lo dispone el artículo 86° 
del Código Penal, se inicia en función al hecho procesal de la sentencia firme. Esto es, aquél 
corre sólo desde que se configura cosa juzgada.  
 
1.3.4. Interrupción de la Prescripción 
 
Iniciadas las primeras diligencias de conformidad al principio de legalidad por parte 
del Ministerio Público, surgen determinados efectos jurídicos; tal es el caso del cómputo de 
los plazos prescriptorios que pueden interrumpirse a instancia de determinadas actuaciones 
investigatorias, acusatorias y judiciales. 
 
 A consecuencia de la interrupción de la prescripción, el tiempo que transcurre 
durante la realización de determinadas actuaciones oficiales por parte de las agencias 
estatales competentes, queda sin efecto, determinándose al término de la última diligencia, 
el inicio de un nuevo plazo prescriptorio. En consecuencia, se deja sin efecto el plazo que 
transcurre en el término de la interrupción, comenzando un nuevo plazo a instancias de la 
última diligencia, sumándose a aquella operada antes de producidos los efectos de la 











1.3.4.1.Causales de Interrupción 
 
El Art. 83° del CP, establece que la prescripción de la acción penal se interrumpe 
por: 
 
A) Las actuaciones del Ministerio Público 
 
El Ministerio Público en razón a los principios de legalidad y obligatoriedad, y de 
conformidad con el Art. 159 de la C. de 1993, es el encargado de promover la acción penal 
respectiva cuando se cumple con determinados requisitos que hacen sospechar un hecho 
como punible; conocida la notitia criminis  el representante del Ministerio Público está 
obligado a  aperturar una investigación preliminar, en la cual se va a realizar una serie de 
diligencias de investigación, con la finalidad de determinar la existencia o no de suficientes 
indicios reveladores de la comisión de un delito, solicitud que el fiscal deberá presentar a 
instancias jurisdiccionales competentes. 
 
Es necesario señalar, que no cualquier tipo de actuación fiscal supondrá la 
interrupción de la prescripción, sino únicamente aquellas actuaciones que se someten a las 
de promoción, persecución y acusación, como atribuciones funcionales del fiscal que se 
desprenden del principio acusatorio. Siendo que el legislador adopto, por una formula 
enunciativa y no descriptiva, vale la necesidad de una interpretación restrictiva, pues bajo el 






B) Las actuaciones de Autoridades Jurisdiccionales 
 
Las actuaciones judiciales tienen que ver con aquellas actividades que se vinculen 
directamente con el aseguramiento del actor o participe del delito con la actuación de pruebas 
para acreditar la existencia del hecho ilícito y con la acreditación de la responsabilidad penal. 
Constituyen actuaciones judiciales que encaminan a dilucidar el objeto del proceso (la 
verdad de los hechos materia de averiguación), al aseguramiento de los fines del proceso, 
para que este pueda generar sus consecuencias jurídicas naturales, con una serie de 
diligencias judiciales que exigen la presencia física  de los actores principales(la instrucción, 
confrontación,  reconstrucción de los hechos, informes periciales, testimoniales, inspección 
ocular, examen psiquiátrico del imputado, etc.).  
En ese sentido, no sería causal de interrupción de la acción penal: los decretos de 
mero trámite, las comunicaciones dirigidas a organismos públicos o privados, las peticiones 
relacionadas con la reparación civil y, en fin, todo escrito, articulación o recurso que 
´presente el procesado en su defensa, pues resultaría absurdo que el ejercicio del derecho a 
defenderse interrumpa una prescripción que está corriendo precisamente en su beneficio. 
  
Por consiguiente, deben significar actuaciones judiciales que tengan que ver con la 








C) La comisión de nuevo delito doloso  
 
Sobre esta causa de interrupción resulta necesario esbozar las siguientes 
precisiones: primero el delito que se encuentra sustanciado ante las instancias competentes, 
puede ser un hecho delictivo doloso, imprudente o preterintencional, en cambio, el nuevo 
delito cuya perpetración se le atribuye al mismo autor, debe ser necesariamente doloso. 
 
Siendo así, el autor debe generar con su proceder conductivo, un riesgo 
jurídicamente desaprobado, donde la esfera cognitiva de dicho elemento subjetivo del 
injusto, ha de comprender dicha situación, conforme a la estructura del dolo directo o del 
dolo eventual; debiéndose excluir, por tanto, las modalidades delictivas a título de culpa o 
de preterintencionalidad.  
El fundamento supone impedir que el agente sea beneficiado prontamente con la 
prescripción, cuando con su conducta ha manifestado una nueva desobediencia normativa. 
  
El nuevo delito doloso que llega a conocimiento de los órganos de persecución, 
puede haberse cometido antes o después del primer hecho delictivo, que ya es objeto de 
procesamiento.  
 
El sustento de la interrupción  no se fundamenta en la necesidad de encaminar un 
tratamiento procesal  privilegiado, a quien ha cometido  más de un delito, sino que su 
propiedad, radica  en otro elemento a saber,  referido al hecho de que el sujeto infractor  ha 
vulnerado  la norma jurídico penal en distintos tiempos; a tal  efecto, el hecho punible recién  
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descubierto, puede ser más grave  que el anterior; situación que sería constitutivo de un 
concurso  real de delitos, quien ha cometido varias vulneraciones de la ley  penal  en tiempos 
distintos, y bajo corsos  y causales distintas. 
  
Es de verse, según la formula normativa contenida en el art. 80 del CP, en caso del 
concurso real de delitos, cada acción prescribe separadamente, teniéndose al delito más 
grave.  
 
La interrupción del plazo prescriptorio vendrá comprendida por una serie de 
actuaciones judiciales, entre aquellas, la acumulación de los delitos basada en una conexión 
subjetiva; en tal caso, el juzgador que está abocado a la causa por el delito precedente, 
oficiara al otro Juez, indicándole los motivos que tiene para avocarse a la instrucción del 
nuevo delito doloso. (PEÑA CABRERA FREYRE, 2007, pág. 1109-1112). 
 
1.3.5. Suspensión de la Prescripción 
 
Por efecto de la Suspensión, la prescripción de la acción penal queda detenida en el 
tiempo, hasta que se subsanen los defectos, omisiones u otras actuaciones procesales 
extrapenales, sin que el tiempo transcurrido con anterioridad a la prescripción del 
impedimento pierda su eficacia cancelatoria parcial, ya que solamente queda en reserva para 
sumarse al tiempo prescriptivo que transcurre luego de la desaparición del obstáculo puesta 




El Código Penal regula la Suspensión de la acción penal en el art. 84°, señalando: 
“Si el comienzo o la continuación del proceso penal depende de cualquier cuestión que deba 
resolverse en otro procedimiento, se considera en suspenso la prescripción hasta que aquel 
quede concluido”. 
 
Es así que, la sola interposición de una causal de suspensión provoca inmediata 
paralización de las actuaciones jurisdiccionales penales, a fin que se cumpla con 
determinados presupuestos legales, de cuya resolución correcta depende que pueda volver 
el Estado a retomar la vigencia de sus facultades persecutorias. (PEÑA CABRERA 
FREYRE, 2007, pág.1114). 
 
1.3.5.1. Causales de Suspensión 
 
Respecto a las cuestiones que configuran causales de suspensión de Prescripción de 
la Acción Penal, la doctrina y la jurisprudencia ha señalado a las siguientes: 
 Cuestión previa: ésta institución procesal procede cuando se inicia el proceso penal 
omitiendo un requisito de procedibilidad previsto en la ley.  
 
 Cuestión prejudicial: ésta cuestión procede cuando debe determinarse en la vía 
extra- penal (en lo civil, laboral, etc.) el carácter delictuoso de hecho imputado. 
Declarada fundada la Cuestión se suspenderá el proceso en tanto en la otra vía 




  Acusación Constitucional: La Constitución en su art. 99° permite a la Comisión 
Permanente del Congreso realizar acusación constitucional al Presidente de la 
República. a los Congresistas, Ministros de Estado, etc. Mientras no se resuelva el 
procedimiento para la acusación constitucional de los funcionarios públicos 
beneficiados por el antejuicio se suspende la prescripción de la acción penal. 
Concluida la vía extra-penal continúa el decurso prescriptorio.  
 
  Desafuero: Es el procedimiento que se establece para el Congresista según el cual 
no puede ser procesado, ni privarse de su libertad sin previa autorización del 
Congreso o de la Comisión Permanente, desde que son elegidos hasta un mes 
después de haber cesado en sus funciones, excepto por delito flagrante, caso en el 
cual son puestos a disposición del Congreso de la Comisión Permanente dentro de 
las veinticuatro horas, a fin que autorice o no la privación de la libertad y el 
enjuiciamiento del congresista. (AVALOS LEIVA, 2013, págs. 76-77) 
 
 Queja Excepcional: El Acuerdo Plenario N° 6-2007/CJ-116 ha considerado a la 
queja excepcional como “otro Procedimiento”, por lo que desde que se presentó el 
recurso hasta la decisión de la Corte Suprema, se considerará suspendida el plazo de 
prescripción. 
  
 Extradición: Es un instituto jurídico que viabiliza la remisión compulsiva de un 
individuo por parte del Estado, a los órganos jurisdiccionales competentes de otro, 
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a efectos de que sea enjuiciado o cumpla una condena, según haya sido su situación 
del procesado o condenado en la comunidad política de destino.20 
 
En determinados tratados el aplazamiento de la entrega del extraditado es 
considerado una causal de suspensión de la prescripción de la acción penal o de la pena.  
Esta situación se advierte en el Tratado de Extradición entre la República del Perú y la 
República de Panamá. En efecto el art. 10 párrafo cuarto de este instrumento bilateral se 
precisa que: " (…) El aplazamiento de la entrega suspenderá el computo del plazo de 
prescripción en las actuaciones judiciales que tienen lugar en el Estado requirente por los 
hechos que motivan la solicitud de Extradición". 
 
 Contumacia: La declaración de contumacia, por su propia naturaleza, tiene como 
efecto la suspensión de pleno derecho de la prescripción de la acción penal, desde 
el momento en que se declaró contumaz al acusado hasta que se ponga a derecho, 
plazo que deberá descontarse al tiempo transcurrido desde la fecha de la comisión 
del delito.21 
 
El art. 1° de la Ley N° 26641 (Ley de Contumacia), faculta al Juez Penal a declarar 
contumaz a un procesado, cuando éste rehúye el juzgamiento, y como consecuencia debe 
suspender el plazo de prescripción de la acción penal, en tanto no desaparezca tal condición. 
Sin embargo, dicha ley en su momento fue cuestionada sobre su constitucionalidad, por 
cuanto vulneraba el derecho fundamental a ser juzgado dentro de un plazo razonable, por 
                                                          
20 Exp. N.° 1129-2008-PCH/TC, f.j. 2-3. 
21 R.N.N. N° 1524-2013-LIMA, f.j. 2 
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ello, el TC ha señalado que” (...) la suspensión de los plazos de prescripción de la acción 
penal para los reos contumaces, sólo puede ser de aplicación en caso la misma no resulte 
vulneratoria del derecho al plazo razonable del proceso”22 
 
Asimismo, el NCPP reconoce como causal de suspensión de la acción penal a: 
 
 Formalización de la Investigación Preparatoria: en su Art.339° inc.1, establece 
que, como efecto de su presentación se produce la suspensión de la prescripción de 
la acción penal; creada con el fin de que el hecho punible no quede impune con la 
prescripción. Éste artículo a decir de la Corte Suprema de Justicia República, es 
compatible con el Art. 84 del CP, toda vez que se trata de disposiciones que regulan 
causales distintas de suspensión. Asimismo, a ésta suspensión se le ha reconocido 
un plazo de duración, el cual no debe extenderse más allá de un tiempo acumulado 
equivalente al plazo ordinario de prescripción más una mitad.23 
 
1.3.6. Diferencia entre Interrupción y Suspensión de la Prescripción  
 
La interrupción y la suspensión son dos instituciones jurídicas que afectan 
sensiblemente el plazo de prescripción de la acción penal del delito en especie. Las 
diferencias entre ambos no siempre no han sido delimitadas de modo suficiente por la 
doctrina.  
 
                                                          
22 Exp. N°4959-2008 PHC y I279-20I0-PHC f.j. 15-17 
23 Acuerdo plenario N° 03-2012/ CJ-116 f.j. 10 y 11 
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Sin embargo, queda, establecido en términos generales, que la interrupción se 
produce con las actuaciones del fiscal o el juez esto es, cuando existe ya en curso un ámbito 
de persecución efectiva del delito lo que lo aleja del horizonte conceptual de la prescripción 
ordinaria y lo ubica en el contexto de la prescripción extraordinaria. 
 
Los efectos de la Interrupción de la prescripción de la acción penal, radican en que 
abre un nuevo cómputo del plazo de prescripción, dejando sin efecto el plazo ganado con la 
prescripción ordinaria, es decir cuando no existían las aludidas actuaciones fiscales. A fin de 
evitar afectaciones al plazo razonable, por si las actuaciones se alargaran, el propio artículo 
señala que “la acción penal prescribe en todo caso, cuando el tiempo transcurrido sobrepasa 
en una mitad al plazo ordinario de prescripción” con lo que da por concluido probables 
interpretaciones en perjuicio del imputado.  
 
La Suspensión, en cambio se produce cuando obstáculos, por lo general 
extrapenales, condicionan el comienzo o la continuación del proceso penal. El art. 84° del 
CP se refiere a “cualquier cuestión que deba resolverse en otro procedimiento”. 
 
 El efecto de la Suspensión de la prescripción de la acción penal es detener el curso 
de la prescripción hasta que el procedimiento extrapenal concluya, lo que implica que no se 
pierde el plazo ganado, en el supuesto que el proceso penal (investigación preparatoria o 




Si bien el CP no establece cual es la duración de la suspensión, la Corte Suprema 
ha establecido que. “La duración de la Suspensión (…) no podrá prolongarse más allá de 
un tiempo acumulado equivalente al plazo ordinario de prescripción más una mitad”.24 
 
1.4. LA ACUSACIÓN DIRECTA  
 
1.4.1. Concepto  
 
Es un mecanismo de aceleración del proceso que permite llevar adelante un proceso 
común sin tener que realizar una etapa de investigación preparatoria. 
 
La acusación directa se encuentra regulada en el numeral 4 del artículo 336° del 
NCPP, tal figura se muestra como una de las alternativas por las que el Fiscal, luego de 
determinar la existencia de un hecho, con matices de constituir un delito, puede optar para 
ejercitar la acción penal, es así que en el Art. 336, se establecen dos opciones: Formalizar 
denuncia y con ello se inicia la etapa de investigación preparatoria (Art. 336°. 1) o Acusar 
directamente (Art. 336°.4). Vemos pues, que a través de la acusación directa el titular de la 
acción penal, en el desarrollo de un proceso común, en lugar de disponer la continuación de 
la formalización de la investigación preparatoria, ACUSA.  
 
El Nuevo Código Procesal Penal concede pues la facultad al Fiscal de acusar 
directamente sobre la base de los elementos de convicción obtenidos en la investigación 
preliminar. (NEYRA FLORES, 2010, pág.437) 
                                                          




1.4.2. Naturaleza Jurídica  
 
Como se advierte, el Fiscal podría promover la acción penal ya sea a través de una 
disposición de investigación preparatoria o si es posible podría obviar la investigación 
preparatoria y formular acusación directa; con lo cual, el proceso común con sus etapas de 
investigación preparatoria, etapa intermedia y juicio oral, se sintetiza, se acorta y se abrevia, 
pues se evita el desarrollo de la etapa de investigación preparatoria, y directamente se ingresa 
a la etapa intermedia del proceso. 
 
 A raíz de la observación anterior la acusación directa se configura como un 
mecanismo de simplificación procesal, cuya finalidad es garantizar la celeridad del proceso 
penal y con ello contribuir a la eficacia del sistema penal.25 
 
1.4.3. Fundamentos  
 
Existen fundamentos jurídicos que legitiman la aplicación de la acusación directa en 
la medida en que no lesiona los derechos constitucionales reconocidos al imputado y al 
agraviado, porque para poder formular acusación directa es indispensable realizar una 
investigación preliminar en la que se brinde la oportunidad al imputado para conocer los 
cargos materia de imputación ( principio de imputación necesaria), para que ejercite su 
derecho de defensa y para ofrecer actos de investigación que ayuden al esclarecimiento de 
los hechos materia de imputación; sin embargo, para la formulación de la acusación directa 
                                                          
25 Así lo establece el Acuerdo Plenario N° 6-2010/CJ-116 en cuanto señala que la acusación directa 
forma parte del proceso común y es un mecanismo de aceleración del proceso que busca evitar 
trámites innecesarios.   
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no es indispensable que el imputado haya declarado, pues aún en ese supuesto no existe 
impedimento para poder acusar directamente, porque el derecho a declarar es un derecho 
relativo, al cual el imputado puede renunciar. 
 
La acusación directa constituye un mecanismo mucho más garantista que el proceso 
inmediato, porque la acusación directa se somete a un control de acusación ante el juez de 
investigación preparatoria y donde el imputado podrá ejercer plenamente su derecho de 
defensa a través de todos los mecanismo procesales previstos en el artículo 350 del NCPP, 
lo que no ocurre en el proceso inmediato, en el que no existe etapa de control de acusación 
sino que directamente el juez de juzgamiento emite auto de enjuiciamiento y de citación a 
juicio. 
 
1.4.4. Presupuestos para su aplicación  
 
El inciso 4 del artículo 336° prescribe que si el fiscal considera que las diligencias 
actuadas preliminarmente establecen suficientemente la realidad del delito y la intervención 
del imputado en su comisión podrá formular directamente acusación. 
 
Los presupuestos para formular acusación directa son: 
 
 La realización de diligencias preliminares. 
 




 El acopio de elementos de convicción que establecen suficientemente la comisión 
del delito y la intervención del imputado en su comisión.  
 
1.4.5. La Acusación Directa y la Disposición de Formalización y Continuación 
de la Investigación Preparatoria 
 
La disposición de formalización de la investigación preparatoria es la comunicación 
formal que el fiscal dirige al imputado para efectos de hacer de su conocimiento la 
imputación que clara y precisa de los hechos que se le atribuyen, la correspondiente 
calificación jurídica específica y, por ende, que se va a realizar una investigación formalizada 
en su contra, posibilitándole, a través de su abogado defensor, aportar los medios de 
investigación y de prueba que estime pertinentes.  
 
Al respecto, la Corte Suprema ha llegado a considerar que, si el fiscal ha decidido 
no continuar con las diligencias de investigación y acusar directamente como una de sus 
facultades como director de la investigación, no se produciría la etapa de investigación 
preparatoria por ser innecesaria, ni tampoco una formalización de la investigación 
preparatoria en ese sentido. 
 
 Además, el artículo 336°.4 del NCPP estipula que la acusación directa podrá 
formularse por el fiscal, si concluidas las diligencias preliminares o recibido el informe 
policial considera que los elementos obtenidos en la investigación establecen suficiente 




Asimismo, se afirma que la acusación directa debe cumplir con los mismos 
requisitos previstos en el artículo 349 del NCPP, con lo cual la acusación directa debe 
cumplir con los mismos elementos de la formalización de la investigación preparatoria 
prevista en el artículo 336°.1 del NCPP, y con ello se garantiza el conocimiento cierto de los 
cargos y la probabilidad de contradicción.  
 
1.4.6. Funciones del Requerimiento Acusatorio en la Acusación Directa 
 
Para la Corte Suprema la acusación directa cumple las funciones de la disposición 
de formalización de la investigación preparatoria en la etapa de investigación; es decir: i) 
individualiza al imputado y señala los datos que sirven para identificarlo; ii) satisface el 
principio de imputación necesaria describiendo de forma clara y precisa el hecho que se le 
atribuye al imputado, con sus circunstancias precedentes, concomitantes y posteriores, y la 
correspondiente tipificación; iii) establece suficiencia probatoria señalando los elementos de 
convicción que fundamentan el requerimiento acusatorio; iv) determina la cuantía de la pena 
que se solicita y fija la reparación civil cuando no hay actor civil; y v) ofrece los medios de 
pruebas para su actuación en la audiencia.   
 
El derecho de defensa de las partes procesales queda salvaguardar con la 
notificación del requerimiento de acusación para que en el plazo de 10 días puedan 
pronunciarse sobre el pedido fiscal.  
 
Respecto al imputado, se le posibilita, en virtud del artículo 350°.1 del NCPP, 
observar la acusación formal y sustancialmente y, de ser el caso, ofrecer las pruebas que 




 En el caso de que la víctima no haya podido constituirse en actor civil podrá 
solicitarla al juez de la investigación preparatoria conforme al artículo 100 del NCPP, en 
virtud de lo señalado por la citada normativa en el apartado 1, literal h), conforme al cual los 
sujetos procesales podrán plantear en el plazo de 10 días cualquier otra cuestión que prepare 
mejor el juicio; asimismo, objetar la reparación civil, o reclamar su incremento o extensión, 
para lo cual ha de ofrecer los medios de prueba pertinentes para su actuación en el juicio 
oral. 
 
El fiscal en el requerimiento de acusación, de conformidad con el artículo 349°.4 
del NCPP, indicará entre otros aspectos las medidas de coerción subsistentes dictadas 
durante la investigación preparatoria; y, en su caso, podrá solicitar su variación o que se 
dicten otras según corresponda. 
 
En caso que el fiscal no solicite medida coercitiva, será de aplicación lo dispuesto 
por el artículo 286° del NCPP, la medida que prevé de comparecencia simple. 
 
Excepcionalmente, y solo por razones de urgencia y necesidad de asegurar la 
presencia del imputado en el proceso, el fiscal podrá requerir medida de coerción personal 
proporcional al peligro procesal en una audiencia autónoma a la de la etapa intermedia de 
control de acusación directa, según las reglas correspondientes a tal requerimiento. (ARANA 






1.5. PRINCIPIOS Y DERECHOS ESENCIALES OBJETO DE ESTUDIO  
 
1.5.1. Principio de Legalidad en el Ámbito Penal 
 
1.5.1.1. Origen Histórico 
 
El Principio de Legalidad, no obstante ser expresado comúnmente en la fórmula 
latina nullum crimen sine lege, no tiene su origen en el Derecho Romano, dicho ropaje fue 
dado por Anselm von Feuerbach al postular su conocida teoría de la coacción psicológica. 
 
Un importante sector de la doctrina afirma que el nacimiento de dicho rector del 
Derecho Penal se ubica en la llamada Carta Magna de Juan sin Tierra, en el año 1215, en 
cuya virtud la aplicación de penas a los hombres libres solo era posible como consecuencia 
de un juico previo, de conformidad a las leyes de su país y ante sus iguales. No, obstante, el 
principio consagrado en la “carta magna” inglesa tenía sentido distinto, consistente en dar 
protección determinadas clases sociales contra la arbitrariedad, por lo que constituía 
principalmente una garantía de orden jurisdiccional.  
 
Su universalidad y real imperio es recién observada en la Declaración Francesa del 
Hombre y del Ciudadano de 1789, que en su artículo 8 precisaba: “La ley no puede establecer 
más que penas estrictas y nadie puede ser castigado sino en virtud de una ley establecida con 
anterioridad al delito y legalmente aplicada”. Y es que dicho principio, en su actual 
dimensión, aparece conjuntamente con la noción de Estado de Derecho, derivada de la teoría 




1.5.1.2. Contenido esencial del Principio de Legalidad 
 
En términos de (HURTADO POZO, 2005): “El ordenamiento jurídico en general 
está basado en el criterio de legalidad; es decir, los órganos estatales deben someterse a la 
ley y la validez de sus actos depende de que tengan una base legal. Esto último rige, en 
particular, tratándose de la limitación de los derechos fundamentales. En este sentido, la 
legalidad es el factor esencial del Estado de Derecho en el que los órganos administrativos 
y jurisdiccionales deben respetar las reglas generales establecidas mediante las leyes, para 
garantizar el respeto de las libertades individuales y el normal desarrollo de la vida en la 
comunidad (…)”. El principio de legalidad responde a una connotación particular y 
determinante: consagrar la supremacía de la norma jurídica, de la ley, sobreponiéndose a las 
disposiciones del poder del Estado que resulten arbitrarias. 
 
Es en medio de este escenario de protección y de garantías que el Estado despliega 
su actividad monopólica punitiva de control social mediante el Derecho Penal cuando las 
personas rompen las reglas de convivencia a partir de transgresiones que son de una grave 
significación o impacto en el colectivo que originan la imposición de sanciones penales, esto 
es, cuando estamos frente a la comisión de delitos. 
 
La intervención punitiva estatal no debe ser arbitraria, sin una ley que fije los 
parámetros de su actuación, o que esta se dé en medio de leyes imprecisas o, lo que es aún 
más grave, que se aplique de manera retroactiva. Esto debido también a que el poder punitivo 
del Estado debe contemplar determinadas restricciones en aras de la protección de los 
derechos fundamentales en virtud de privilegiar estos últimos ante posibles violaciones. 




El principio de legalidad es el principal límite impuesto por las exigencias del 
Estado de Derecho al ejercicio de la potestad punitiva e incluye una serie de garantías para 
los ciudadanos que genéricamente pueden reconducirse a la imposibilidad de que el Estado 
intervenga penalmente más allá de lo que le permite la ley (...). Esta formulación tan amplia 
se concreta en el contenido esencial del principio y en diferentes derivaciones del mismo 
que conforman las distintas garantías individuales. De esta forma, el contenido esencial del 
principio de legalidad en materia penal radica en que no puede sancionarse ninguna conducta 
ni imponerse pena alguna que no se encuentre establecida en la ley, lo que coincide 
propiamente con el principio de legalidad de los delitos y las penas, frecuentemente 
expresado mediante el aforismo ‘nullum crimen, nulla poena, sine lege’ (…)” (MUÑOZ 
CONDE, págs. 90- 91). 
 
1.5.1.3. Elementos del Principio de Legalidad 
 
Los elementos que integran el principio de legalidad pueden entenderse al texto 
literal y a su significado material:  
 
A.  La legalidad en sentido formal: implica, en primer término, la reserva absoluta y 
sustancial de ley, es decir, en materia penal solo se puede regular mediante una ley 
los delitos y las penas, no se pueden dejar a otras disposiciones normativas esta 
regulación, ni por la costumbre, ni por el poder ejecutivo ni por el poder judicial 
pueden crearse normas penales tan solo por el poder legislativo y por medio de leyes 
que han de ser Orgánicas, en los casos en que se desarrollen Derechos Fundamentales 




B.  La legalidad en sentido material: implica una serie de exigencias, que son:            
Taxatividad de la ley: las leyes han de ser precisas, ésta exigencia comporta las 
siguientes consecuencias: 
 
 La prohibición de la retroactividad de las leyes penales, como regla general 
las normas penales son irretroactivas, excepto cuando sea más favorable para 
el reo. 
 
 La prohibición de que el Ejecutivo/Administración dicte normas penales.  
 
  La prohibición de la analogía en materia penal (generar razonamientos y 
conductas basándose en la existencia de semejanza con otra situación 
parecida)  
 
  La prohibición de creación judicial de normas penales. 
 
  La prohibición de que la materia penal se regule por normas 
consuetudinarias (no son fuentes del Derecho Penal). (AZAÑERO 
CUYA,2010, pág.12) 
 
Este Principio ha sido recogido por los principales instrumentos del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, así tenemos: Declaración Universal de Derechos 
Humanos, artículo 11, numeral 2; Convención Americana sobre Derechos Humanos, 




En el sistema penal peruano, el principio de legalidad, de acuerdo al Artículo II del 
Título Preliminar del Código Penal Peruano establece que: “Nadie será sancionado por un 
ato no previsto como delito o falta por la ley vigente al momento de su comisión, ni sometido 
a pena o medida de seguridad que no se encuentre establecidas en ella”. 
 
Asimismo, el inciso d) del numeral 24 del artículo 2 de la Constitución Política de 
1993: “Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse 
no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción 
punible, ni sancionado con pena no prevista en la ley”.  
 
   Este acápite consagra tanto el principio de legalidad en el ámbito del 
Derecho Penal material, como el de igual naturaleza en la parte procesal; el primero se 
manifiesta en la exigencia referida a que ninguna persona puede ser condenada por cualquier 
tipo de comportamientos, ya fueren estos comisivos u omisivos, sino única y exclusivamente 
por aquellos que son expresamente considerados como delitos en una norma previa, que se 
encuentre plenamente vigente. En lo que se refiere al segundo principio, la persona imputada 
debe ser juzgada mediante un proceso de naturaleza penal, cuya existencia y formalidad, 
igualmente, debe encontrarse establecido por una ley previa y vigente. (BARCO 







1.5.1.4. Justificación Jurídico-Político y Justificación Jurídico- penal del 
Principio de Legalidad.  
 
La legitimación del principio de legalidad se encuentra sustentada tanto en 
fundamentos de orden político (o externos al sistema jurídico penal) como en fundamentos 
de índole jurídico- penal (o internos al sistema jurídico), que deben ser reconocidos 
conjuntamente para comprender la dimensión real del aludido principio. 
Así tenemos las siguientes justificaciones, según (REYNA ALFARO, 2016):  
 
A. Justificación jurídico- política: el principio de legalidad como garantía de 
libertad del ciudadano (seguridad jurídica) 
 
El principio de legalidad es un mecanismo de aseguramiento de la libertad 
individual. Ya en su espíritu de las leyes Montesquieu señalaba: “La libertad del ciudadano 
depende, pues, principalmente de la bondad de las leyes criminales. (MONTESQUIEU, 
1906, pág. 272). 
 
Sin duda, el criterio de legitimación del principio de legalidad que menos 
inconvenientes genera es aquel que lo considera un instrumento de garantía de libertad del 
ciudadano frente a los riesgos procedentes del ejercicio del poder punitivo del Estado 
(BACIGALUPO ZAPATER, 1999, pág.99). Esta justificación del principio de legalidad 
exige reconocer la relación entre este principio y el liberalismo político. 
 
El liberalismo político, entendía que la organización política del Estado debe 
sustentarse en la división de poderes públicos. Esta división de poderes requería la adopción 
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de un pacto o contrato que permitiese al ciudadano no solo participar, sino 
fundamentalmente controlar la vida política de la sociedad. Mediante la función desarrollada 
por el Poder Legislativo, era posibles que los ciudadanos participen en la vida política del 
Estado, asimismo poder controlar los posibles abusos del Poder Ejecutivo. 
 
El principio pretende ser una barrera u obstáculo al poder punitivo que garantice al 
ciudadano sus esferas de libertad en tanto y en cuanto su conducta responda a las pautas de 
comportamiento establecidas en la ley penal, cuya creación no se encuentra en manos del 
juez (ROXIN, 1997, pág.144). Siendo esto así, la intervención punitiva del Estado, 
autorizada mediante ley penal, resulta mucho más predecible y calculable: el ciudadano solo 
podrá ser sancionado penalmente por el Estado si ha infringido su ley penal, n la medida 
prevista en ella, dentro de un marco procesal predeterminado y conforme a las condiciones 
de ejecución preexistentes. 
 
B. Justificación jurídico-política: el principio de legalidad como garantía de la 
división de poderes 
 
El poder de crear leyes penales es extraído de las manos del ejecutivo y de la 
magistratura, y se confía a favor de los legisladores, quienes, como destacaba (BECCARIA, 
2000, pág. 218), representan a toda la sociedad única mediante el contrato social. Se produce 
así una división de funciones entre los diversos poderes del Estado que permite un 
contrapeso teóricamente ideal entre estos.  
 
Esta justificación se relaciona a su vez con el aspecto formal que corresponde a la 
dimensión política del principio de legalidad: solo a través de un procedimiento como el que 
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se desarrolla en el Poder Legislativo es posible que la ley pueda contemplar los intereses de 
las mayorías sin perder de vista los correspondientes a la minoría. (SILVA SÁNCHEZ & 
MANTOVANNI, 2002, pág. 5) 
 
C. Justificación jurídico –penal: el principio de legalidad como mecanismo de 
prevención  
 
Desde la perspectiva jurídico penal, ya Feuerbach postuló legitimar el principio de 
legalidad en clave funcional, en tanto mecanismo adecuado para lograr el efecto de coacción 
psicológica que pretendía lograr con la amenaza de la pena. En tal virtud, entendía Feuerbach 
que solo si cada ciudadano sabía con certeza que la infracción era seguida de un mal mayor, 
podía este recibir el efecto coactivo de la pena e inhibirse de ejecutar el comportamiento 
reprochado por el Derecho Penal. (BACIGALUPO ZAPATER, 1999, págs. 103-104) 
Desde la perspectiva de la coacción psicológica y de la prevención, la función 
garantista del principio de legalidad no solo poseía un papel secundario, sino que resultaba 
incluso disfuncional para sus propósitos, de allí que, como advierte Silva Sánchez, se tratase 
de recortar sus alcances. (ROXIN, 1997, pág. 146) 
 
D. Justificación jurídico-penal: el principio de legalidad como expresión del 
principio de culpabilidad 
 
Otra de las propuestas de legitimación del principio de legalidad se relaciona con el 
principio de culpabilidad y puede formularse en los términos siguientes: si la imposición de 
una pena puede obedecer solamente a la culpabilidad de su autor, es evidente que aquella 
requiere la preexistencia de la ley (predeterminación legal) y su conocimiento de la 
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antijuricidad del hecho, lo que, como es evidente, tiene como condición previa la existencia 
de la ley y su efectivo conocimiento por parte del autor del hecho. (ROXIN,1997, pág.147)  
 
1.5.2. Principio de Inaplicabilidad por Analogía de la Ley Penal 
 
1.5.2.1.  Definición de la Analogía 
 
La analogía es el traslado de una regla, dada en la ley para el supuesto de hecho, o 
para varios supuestos de hecho similares, a otro supuesto de hecho, no regulado en la ley, 
similar a aquel. La analogía significa la comprobación de una igualdad normativa entre dos 
casos que no son completamente iguales pero que lo son en grado suficiente para que el 
régimen jurídico de uno deba ser igualmente al del otro.  
 
En realidad, la analogía no crea un derecho nuevo, descubre uno ya existente e 
integra una norma establecida para un caso previsto por el legislador a otro patentado por la 
vida social; no presupone la falta absoluta de una norma, sino la no previsión por la misma 
de un supuesto determinado. Es en tal virtud que preliminarmente, como una cuestión básica 
y trascendental, debe quedar zanjado que la analogía no supone la creación de una norma 









1.5.2.2. Requisitos para la Aplicación de la Analogía  
 
A. La existencia de lagunas en el Derecho Positivo  
 
La primera condición para que prospere la aplicación de la analogía en los diversos 
sectores del ordenamiento jurídico es la necesidad que se compruebe previamente que el 
Derecho tiene lagunas o, lo que es lo mismo, que no hay una regulación específica para un 
caso o un conjunto de supuestos que, pese a existir en la vida jurídica, no se encuentran 
previstos por alguna norma del ordenamiento jurídico. En estos casos el operador jurídico 
(juez) se encuentra con un hecho o un conflicto de intereses que gozando de relevancia 
jurídica no están regulados en norma alguna del Derecho positivo y cuya solución no es 
posible plantearla a través de la interpretación, cualquiera fuese su clase. La única manera 
de resolver el problema es apelando a los mecanismos de integración del Derecho. 
 
La doctrina ha puesto de relieve los casos en los que no se estaría ante un supuesto 
genuino de laguna; a saber: a) los sucesos de la vida no sometidos a la regulación jurídica; 
b) cuando se puede mejorar una norma jurídica o determinados aspectos del ordenamiento 
jurídico (podrá haber la posibilidad de un derecho mejor pero no habrá una laguna si es que 
ya existe una específica previsión normativa); y, c) cuando el ordenamiento jurídico tiene 
una norma jurídica que es aplicable a un conjunto de casos, pero dicha norma es 







B. La identidad de razón  
 
La doctrina tiene establecido que el estudio del requisito de la identidad de razón 
debe dividirse en dos grandes partes:  
 
 La semejanza de dos relaciones  o, de dos hechos; implica sostener: a) que ambos 
casos no son idénticos o iguales, ya que de ser así no sería necesario acudir a tipo 
alguno de procedimiento de integración, pues bastaría la aplicación directa e 
inmediata de la ley que regula ambos casos (idénticos); y b) que ambos supuestos no 
son diferentes o completamente desiguales, hecho que impediría cualquier 
posibilidad de plantear un tratamiento igual o semejante en la aplicación de la 
consecuencia jurídica, idea última que subyace como eje fundamental de la 
aplicación de la analogía. Esta se ubicaría en un punto medio entre la identidad y la 
diversidad. 
 
La semejanza es una propiedad de la analogía que nada tiene que ver con cuestiones 
cuantitativas, sino cualitativas, e implica concordar o compatibilizar los aspectos decisivos 
para la valoración jurídica. Puede suceder que entre dos objetos existan numéricamente 
muchas diferencias, pero basta con la existencia de una cualidad esencial común para poder 
afirmar que se está frente a una semejanza de casos, indispensable en la analogía. De allí que 
se exija la necesidad de una semejanza relevante o esencial entre los dos casos: el regulado 





 La identidad de razón; requiere que además de existir una semejanza entre los dos 
casos, deba haber un mismo fundamento jurídico para que la norma o el instituto 
jurídico puedan ser aplicados al caso no previsto por el Derecho positivo. Ya no solo 
se requiere una suerte de “semejanza material” entre dos supuestos, sino que resulta 
indispensable demostrar que dicha semejanza se encuentra comprendida por el 
sentido objetivo y final de la norma y pertenece a su ámbito de protección. A este 
elemento de la analogía se le refiere como la ratio legis de la disposición, que no 
vendría a ser sino la razón de la ley. (URTECHO NAVARRO, 2011, págs.499-505) 
 
1.5.2.3.  Prohibición de la Analogía en el Ordenamiento Jurídico 
 
La Constitución Política de 1993 en su artículo 139, inciso 9, consagra el Principio de 
Inaplicabilidad por analogía de la ley penal, así como las normas que restrinjan derechos. 
 
Asimismo, a través del artículo III del Título Preliminar el código Penal prescribe 
que: “no es permitida la analogía para calificar el hecho como delito o falta, definir un estado 
de peligrosidad o determinar la pena o medida de seguridad que les corresponde”. Y, el 
artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Penal de 2004, tiene previsto que: “La 
Ley que coacte la libertad o el ejercicio de los derechos procesales de las personas, así como 
la que limite un poder conferido a las partes o establezca sanciones procesales, será 
interpretada restrictivamente. La interpretación extensiva y la analogía quedan prohibidas 
mientras no favorezcan la libertad del imputado o el ejercicio de sus derechos”. 
 
La interpretación que se hace de estos dispositivos, según posición mayoritaria es 
que, lo que se encuentra prohibido es la "analogía in malam partem", es decir, aquella que 
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perjudica al reo; mas no la "analogía in bonam partem", que constituye un instrumento 
jurídico favorable al reo. (MEZZICH ALARCÓN, 2010) 
 
Asimismo, éste principio ha sido reconocido en instrumentos internacionales del 
Derecho, tales como: Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 4; Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, artículo 4 inciso ¨2. 
 
A. Aplicación de la Analogía in Bonam Partem 
 
En la aceptación de la legitimidad de la analogía in bonam partem confluyen una 
serie de razones. Se apunta que esta clase de analogía es compatible con el principio general 
de libertad que preside todo ordenamiento jurídico, impidiendo una extensión desmesurada 
de la ilicitud penal o de las normas que restringen derechos, y por el cual todo lo que no está 
prohibido por una ley penal se encuentra permitido. 
 
Aquí aparece una función positiva y negativa de la prohibición de analogía: por un 
lado se prohíbe la extensión de las normas penales y por el otro se fomenta la libertad 
individual. También se señala que la analogía in bonam partem estaría fundada en el 
principio y garantía del favor libertatis, o en la protección de la dignidad y la libertad 
personal del sujeto. Es posible afirmar que la razón fundamental para admitir la analogía in 
bonam partem se encuentra en el mismo origen y sentido del principio de legalidad que nació 
no como un medio de lucha contra la delincuencia o como un instrumento de exclusiva 
utilidad para el Estado, sino como una garantía y principio al servicio del ciudadano, el cual 
exigía como condición para recibir un castigo que el hecho se encuentre previsto con 
anterioridad en una ley escrita y estricta. Si el origen del principio de legalidad reside en 
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cautelar la libertad del ciudadano, se entiende que el mismo no es incompatible a lo que 
proteja y fomente la libertad como en este caso es la analogía in bonam partem. Por lo que 
excluir su vigencia en materia penal es oponerse al genuino sentido del principio de 
legalidad26.  
 
Se aclara, además, que el contenido del principio de legalidad solo obliga y 
garantiza la sujeción de la punibilidad a la ley, no de la impunidad que puede ir más allá del 
mismo tenor literal de la norma. Cabe indicar, por último, que la función de esta clase de 
analogía no solo residiría en posibilitar la exención de responsabilidad penal, fomentando 
absoluciones justas, sino también en promover la imposición de una menor carga coactiva a 
través de la aplicación analógica de las circunstancias atenuantes. Desde el punto de vista 
valorativo, la analogía in bonam partem comparte un fondo común con la analogía como 
método de integración jurídica, ya que permite la realización del principio de igualdad y 
expresa un contenido de justicia, ofreciendo una ventaja adicional: la de fomentar la libertad 
o un menor rigor de las sanciones penales en beneficio del ciudadano. Resulta claro además 
que la admisibilidad de la analogía se puede deducir de la redacción del precepto 
constitucional que solo prohíbe y declara la inaplicación de la analogía que restringe 
derechos, pero que deja incólume la posibilidad de aplicar la analogía in bonam partem, sin 




                                                          
26 Al respecto, y dicho en otros términos, siendo el nullum crimen, nulla poena, sine lege una garantía 
del ciudadano y un límite del ius puniendi, solo la creación de delitos y penas –de estados de peligrosidad o de 
circunstancias agravantes–, esto es, la analogía en perjuicio del reo, puede representar un grave quebranto del 
principio de legalidad. Pero no la analogía que crea causas de exención de la responsabilidad criminal o 
circunstancias de atenuación de la misma. 
 149 
 
B. Aplicación de la Analogía in Malam Partem  
 
 Por su parte, la prohibición de analogía in malam partem tendrá también valiosos 
argumentos que justifican su vigencia. El más importante incide en una razón histórico-
política que es inherente a la tutela de la libertad del ciudadano y que nace en la posibilidad 
de abuso y arbitrariedad por parte de los jueces si los delitos y las penas no se encontraran 
establecidos en la ley. Su aparición arranca con el iluminismo francés y las ideas liberales 
que le son propias, las que repudiaban la aplicación de la analogía en Derecho Penal. Por eso 
se afirma, con razón, que la analogía está prohibida como método para lograr la creación de 
nuevos delitos o para extender los límites en perjuicio del reo de tipos penales ya existentes; 
tampoco puede usarse como método para lograr la creación o la agravación de las penas o 
de las medidas de seguridad: solo el legislador, por disposición constitucional, puede crear 
delitos y penas.  
 
Hay, pues, una estricta reserva de ley. Aunado a ello, la prohibición de la analogía 
in malam partem encuentra también su fundamento constitucional en la teoría de la división 
de poderes aceptada por la constitución Política y por el cual solo compete al Parlamento la 
calificación de una conducta como delito o también su respectiva agravación. (URTECHO 









1.5.3.  Derecho de  Plazo Razonable 
 
1.5.3.1. Concepto  
 
El plazo razonable constituye una garantía del Estado de derecho en tanto es el 
Estado el que debe demostrar la culpabilidad de un individuo dentro de un determinado lapso 
de tiempo, de forma tal que se asegure la confianza ciudadana en la imparcialidad del 
sistema: “El principio de legalidad procesal, que establece la necesidad que el Estado 
proceda al enjuiciamiento penal de todos los delitos, no justifica dedicar un periodo ilimitado 
de tiempo a la resolución de un asunto penal. De otro modo se asumiría de manera implícita 
que el Estado siempre enjuicia a culpables y que es irrelevante el tiempo utilizado para 
probar la culpabilidad, afectándose la presunción de inocencia” (SÁNCHEZ CÓRDOVA, 
2010, pág. 196) 
 
De acuerdo con lo señalado, se puede concluir: 
 
 El derecho al plazo razonable explicita una dimensión de obligatoriedad de los 
órganos de la Administración de Justicia, respecto a la necesidad de desarrollar la 
tramitación del proceso en un plazo que no aparezca como irrazonable o arbitrario. 
 El derecho al plazo razonable constituye una garantía que intenta preservar el 
derecho a la libertad, anulando el riesgo de institucionalizar la continuidad de la 
amenaza penal como consecuencia de un exceso en el tiempo de enjuiciamiento. 
 Configura un límite a la potestad estatal de ejercicio del ius puniendi. Impide la 
convalidación de una situación en la cual la persona está sujeta al poder represivo del 
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Estado sin que se avizore en el horizonte un término o finalización de la pretensión 
represiva estatal.  
 
 Se fundamenta en la presunción de inocencia de la persona: si cada sujeto es 
considerado inocente mientras una sentencia no establezca lo contrario, es 
incongruente con ello la indiferencia frente al lapso de tiempo que puede durar un 
proceso. De nada serviría la presunción de inocencia si un sujeto se encontrara sujeto 
a las indagaciones y procesamiento sin que exista un límite temporal a ello. 
 
El Derecho del Plazo Razonable “propiamente una manifestación implícita del 
derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva reconocida en la constitución 
política del Estado, en su artículo 139°y, en tal medida se funda en respeto a la dignidad 
humana. Por su parte, el Código Procesal Penal establece en su Art. 1 del T.P. que “la 
justicia penal (…) se imparte (…) en un plazo razonable” constituyendo una garantía 
propia del Estado de derecho y cuya finalidad es obligar a la Administración de Justicia 
a resolver dentro de un plazo considerado plausible o en la imposibilidad de ello, 
determinar la libertad de la persona. (LOZANO VASQUEZ, 2014, pág. 223)  
 
Existen instrumentos internacionales que reconocen el Derecho de Plazo Razonable 
tales como: Declaración Universal de los Derechos Humanos, Artículo 10; Declaración 
Americana de Derechos Humanos, Artículo 25; Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, Artículo 7.5 y Artículo 8.1; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
Artículo 9.3; Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales, Artículo 6.1. Estos dispositivos reflejan indiscutiblemente 
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importancia del respeto y protección de este derecho como garantía del debido proceso. 
(CUSTODIO VITERI, pág. 1) 
 
1.5.3.2. Vertientes Doctrinarias del Plazo Razonable 
 
A decir de SANCHEZ CÓRDOVA, existen dos posturas doctrinarias respecto a la 
naturaleza y alcances del plazo razonable las cuales son:  
 
A. Doctrina del plazo razonable en sentido estricto: 
 
 El plazo debe ser concebido como una condición de tiempo establecido por ley, y 
dentro del cual debe efectuarse el acto procesal o el conjunto de ellos. Así, debe entenderse 
por plazo razonable aquel que se encuentra dentro del lapso establecido en la ley. 
 
 En otras palabras, esta posición lo que pretende es que el plazo razonable es 
identificable e intercambiable con el plazo legal. Ello es un error por lo siguiente: 
 
 El plazo legal atiende a la construcción jurídica del proceso como un 
conjunto concatenado de actos, diligencias y audiencias. Cuando el 
ordenamiento habla en general de un plazo legal se refiere a la construcción 
de procesos, diligencias y procedimientos en relación a los objetivos de 
recopilación y/o valoración de la prueba y actividad procesal de las partes. 
 El plazo razonable atiende no a la construcción jurídica del proceso, sino a 
la forma como el proceso ha generado un impacto en la situación jurídica o 
status procesal del sujeto. El plazo razonable, así, permite convalidar una 
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situación donde se haya excedido el plazo legal, por la existencia de 
circunstancias y/o situaciones que han rebasado la previsión legal contenida 
en el plazo legal. Constituye entonces un baremo de apreciación que permite 
confirmar o cuestionar el tiempo específico que ha demandado la 
tramitación y desenvolvimiento del proceso. 
 
B. Doctrina del “no plazo”: 
 
 El plazo razonable consiste en un indicativo mediante el cual los jueces pueden 
determinar a la finalización del proceso, si este ha tenido una duración razonable y, en caso 
encuentren que no ha sido así, procedan a la respectiva compensación. De acuerdo con ello, 
no es posible identificar el plazo razonable con un determinado límite de días, semanas, 
meses o años, sino que se trata de un concepto jurídico indeterminado el cual debe ser 
sometido a evaluación, a efectos de determinar si la duración del proceso ha sido o no 
razonable. Siguiendo esta teoría, el plazo razonable lo que hace en la práctica es desconocer 
toda autoridad o exigibilidad al plazo legal; puesto que este siempre estará sujeto a la 
comprobación o verificación respecto a su razonabilidad. 
 
 La consecuencia de esta teoría es la siguiente: “A la pregunta ¿cómo se mide la 
razonabilidad en el plazo?, esta teoría responde que debe tenerse en cuenta: la duración 
efectiva del proceso, la complejidad del asunto y la prueba, la gravedad del hecho imputado, 
la actitud del inculpado, la conducta de las autoridades encargadas de realizar el 
procedimiento y otras circunstancias relevantes. Si se viola el derecho al plazo razonable lo 




Los indicadores que permiten determinar la razonabilidad del tiempo de duración 
del proceso no tienen nada que ver con el transcurso del tiempo del proceso y su 
concordancia con el plazo legal, sino que nos refieren a la forma cómo se ha desarrollado in 
concreto el proceso específico. El mero incumplimiento de los plazos legales de los actos 
procesales no constituye per se un supuesto de vulneración del derecho al plazo razonable. 
Para que ello ocurra, dicho incumplimiento debe ser analizado en relación a la incidencia 
que en aquel haya generado la forma cómo los órganos de la Administración de Justicia y el 
propio procesado han desenvuelto sus facultades y atribuciones procesales.  
 
1.5.3.3.   Los requisitos del Plazo Razonable en la Jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional  
 
A.  Complejidad del asunto 
 
 “El primer criterio para evaluar la razonabilidad del plazo del proceso es la 
complejidad del asunto. En términos generales, para valorar la complejidad del asunto debe 
tomarse en consideración factores tales como la naturaleza y gravedad del delito, los hechos 
investigados, los alcances de la actividad probatoria para el esclarecimiento de los hechos, 
la pluralidad de agraviados o inculpados, o algún otro elemento que permita concluir, con 
un alto grado de objetividad, que la dilucidación de un determinado asunto resulta 
particularmente complicado y difícil”27. 
 
                                                          
27 Exp. N.° 04144-2011-PHC/TC. Lima. Jorge Camet Dickmann. Sentencia del 17 de enero de 
2012. Fundamento Jurídico 13. 
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B.  Actividad o conducta procesal del favorecido con la demanda 
 
“Con relación al comportamiento del favorecido con la demanda, debe evaluarse si 
su actitud ha sido diligente o ha provocado retrasos o demoras en el proceso penal que se le 
sigue, por cuanto si la dilación ha sido provocada por él no cabe calificarla como indebida, 
ya que las maniobras dilatorias u obstruccionistas no le son imputables al órgano judicial”28. 
 
“Esta es evaluada en función de lo que se entiende por defensa obstruccionista, esto 
es, cuando ha abusado de su derecho a utilizar recursos o los resortes procesales disponibles 
que les prevé la ley con objeto de dilatar o atrasar el proceso penal, es decir, cuando existe 
manifiesta mala fe del imputado, lo cual deberá ser demostrado por el órgano jurisdiccional. 
Si este es el caso sería posible extender la detención preventiva, al no poder contabilizarse 
como plazo razonablemente transcurrido aquel atribuible a la actuación de mala fe del 
imputado”. (SANCHEZ CÓRDOVA 2010, pág.200) 
 
C. La conducta de las autoridades judiciales 
 
 Existirá una dilación indebida que es atribuible al órgano judicial cuando la 
infracción consiste en una simple inactividad (pasividad) y omisión del órgano judicial o por 
una determinada actuación que provoca una dilación persistente. El mero incumplimiento 
de los plazos procesales no constituye por sí mismo violación del derecho a un proceso sin 
dilaciones indebidas. (ESPINOZA RAMOS, 2011, pág. 325) 
 
                                                          
28 Exp. N.° 04144-2011-PHC/TC. Lima. Jorge Camet Dickmann. Sentencia del 17 de enero de 
2012. Fundamento Jurídico 15. 
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1.5.3.4.  La Prescripción y el Plazo Razonable  
 
Se señala que la prescripción de la acción penal tiene como finalidad extinguir la 
potestad represiva estatal antes que la misma se haya manifestado concretamente en una 
sentencia condenatoria firme lo cual ocurre bien porque el poder penal del Estado no dio 
lugar a la formación de una causa o porque una vez iniciada la persecución se ha omitido 
proseguirla con la debida continuidad y dentro del plazo legal el cual vence sin haberse 
expedido una sentencia irrecurrible. (CUBAS VILLANUEVA, 2009, pág. 130) 
 
Respecto al fundamento de la prescripción se alegan consideraciones tales como: el 
olvido paulatino del delito por parte de la sociedad; que la aplicación tardía de la pena carece 
de efecto ejemplificador; que el transcurso del tiempo corrige al autor o partícipe de un 
delito; que la legitimidad de la pena desaparece por el tiempo en el cual el ius puniendi no 
se realiza por negligencia de los órganos estatales; que el tiempo incide en el debilitamiento 
o desaparición de los medios de prueba y que hay una transformación del delincuente en el 
tiempo transcurrido lo cual impide calcular la pena a imponerse o tener seguridad sobre la 
eficacia de su ejecución. (LOZANO VÁSQUEZ, 2014, págs. 224-229) 
 
1.6. LEGISLACIÓN COMPARADA RESPECTO A LA SUSPENSIÓN DE LA 




La legislación chilena reconoce a la Prescripción de la acción penal en su artículo 
93 y siguientes, otorgándole supuestos de interrupción y suspensión los mismos que se 
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encuentran regulados en el Código Penal (artículo 96), como en el Código Procesal Penal 
(artículo 233). 
El artículo 96 del Código Penal dispone que: “Esta prescripción se interrumpe, 
perdiéndose el tiempo transcurrido, siempre que el delincuente comete nuevamente crimen 
o simple delito, y se suspende desde que el procedimiento se dirige contra él; pero si se 
paraliza su prosecución por tres años o se termina sin condenarle, continúa la prescripción 
como si no se hubiere interrumpido”29. 
Por su lado Artículo 233 del Código Procesal Penal establece respecto a los efectos 
de la formalización de la investigación que: “La formalización de la investigación producirá 
los siguientes efectos: a) Suspenderá el curso de la prescripción de la acción penal en 
conformidad a lo dispuesto en el artículo 96 del Código Penal; b) Comenzará a correr el 
plazo previsto en el artículo 247, y c) El ministerio público perderá la facultad de archivar 
provisionalmente el procedimiento30.” 
 
Así tenemos que, la interrupción de la prescripción de la acción penal, se produce 
cuando el sujeto comete un nuevo crimen o simple delito, provocando la pérdida del tiempo 
transcurrido con anterioridad. Sin embargo, para que se reconozca el efecto de la 
interrupción, esta debe ser declarada por sentencia condenatoria firme.  
 
La doctrina chilena parece estar de acuerdo en cuanto a que los efectos de la 
interrupción exigen que el nuevo delito sea declarado por sentencia condenatoria firme. 
Entendiéndose que, ésta tiene el solo efecto de reconocer o declarar que la interrupción ha 
                                                          
29 Código Penal Chileno, última modificación del 27 Enero de 2018 - Ley 21064. 
30 Código Procesal Penal, última modificación del 22 de febrero del 2018 - Ley 21073 
 158 
 
operado, más los efectos propios de la institución se producen desde el momento de la 
comisión del nuevo delito31, pues sólo así se entiende que éste dé origen tanto a su propio 
término de prescripción como al delito cuyo plazo tuvo la virtud de interrumpir. 
 
Por su parte, el efecto de la suspensión de la prescripción de la acción penal es 
menos intenso que el de la interrupción, pues es posible que “pueda continuar corriendo la 
prescripción no obstante el proceso iniciado”, de modo que “hasta la fecha del suceso que la 
determina se considera útil a efectos de la prescripción y se suma al tiempo que sigue al 
instante en que el motivo de la Suspensión cesa”. (GUZMÁN DALBORA, 2003, pág. 468). 
 
Así pues, la suspensión de la prescripción de la acción penal tiene lugar cuando el 
procedimiento se dirige contra el culpable, y su efecto no importa la pérdida del tiempo 
transcurrido antes de verificarse el evento suspensivo, el que contribuirá al cómputo de la 





La legislación de Argentina contempla a la prescripción de la acción penal, en los 
artículos 62 y siguientes del Código Penal, atribuyéndole supuestos de suspensión e 
interrupción. Es así que el Art. 6732, señala taxativamente que: “La prescripción se suspende 
                                                          
31 La Doctrina señala textualmente que “la interrupción sólo ocurre si el nuevo crimen o simple delito y la 
responsabilidad consiguiente son declaradas por sentencia firme” (Cury, ibid); “la interrupción opera sólo si se dicta 
sentencia condenatoria por el nuevo delito” (Guzmán Dalbora, ibid); y “para que se pierda el tiempo transcurrido 
hasta la nueva comisión del nuevo delito, tiene que dictarse sentencia condenatoria ejecutoriada respecto de este 
último hecho” (Garrido, ob. cit., I, p. 86). 
32 Código Penal Argentino – Ley 11.179 - Texto Ordenado Por Decreto 3992/84- Recuperado 
Sistema Argentino de Informática Jurídica - http://www.saij.jus.gov.ar,  modificatoria Ley 25.990 
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en los casos de los delitos para cuyo juzgamiento sea necesaria la resolución de cuestiones 
previas o prejudiciales, que deban ser resueltas en otro juicio.  Terminada la causa de la 
suspensión, la prescripción sigue su curso. La prescripción también se suspende en los casos 
de delitos cometidos en el ejercicio de la función pública, para todos los que hubiesen 
participado, mientras cualquiera de ellos se encuentre desempeñando un cargo público. El 
curso de la prescripción de la acción penal correspondiente a los delitos previstos en los 
artículos 226 y 227 bis, se suspenderá hasta el restablecimiento del orden constitucional”.  
 
El artículo arribado, también establece los casos de interrupción, señalando que : 
“La prescripción se interrumpe solamente por: a) La comisión de otro delito; b) El primer 
llamado efectuado a una persona, en el marco de un proceso judicial, con el objeto de 
recibirle declaración indagatoria por el delito investigado; c) El requerimiento acusatorio 
de apertura o elevación a juicio, efectuado en la forma que lo establezca la legislación 
procesal correspondiente; d) El auto de citación a juicio o acto procesal equivalente; y  e) 
El dictado de sentencia condenatoria, aunque la misma no se encuentre firme. 
La prescripción corre, se suspende o se interrumpe separadamente para cada 
delito y para cada uno de sus partícipes, con la excepción prevista en el segundo párrafo de 
este artículo”. 
 
1.6.3. República Dominicana 
 
El Código Procesal de República Dominicana33, realiza un tratamiento sobre la 
Prescripción de la Acción Penal en su artículo 45 y siguientes, señalando que la suspensión 
o interrupción de la prescripción se origina en forma individual para cada uno de los 
                                                          
33 Código Procesal Penal  de la República Dominicana – Modificación por Ley No. 10-15 del 06.02.2015 
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imputados, de existir persecución conjunta de varias infracciones penales prescriben de 
manera separada.  
 
Así el Art. 47, seña los casos que originan la Interrupción: “La prescripción se 
interrumpe por: 1. La presentación de la acusación; 2. El pronunciamiento de la sentencia, 
aunque sea revocable.  Provocada la interrupción, el plazo comienza a correr desde su 
inicio”.  
 
Del mismo modo, el Art. 48 señala los supuestos de Suspensión: “El cómputo de la 
prescripción se suspende: 1. Cuando en virtud de una disposición constitucional o legal la 
acción penal no puede ser promovida ni proseguida. Esta disposición no rige cuando el 
hecho no puede perseguirse por falta de la instancia privada; 2. En las infracciones 
cometidas por funcionarios públicos en el ejercicio del cargo o en ocasión de él, mientras 
sigan desempeñando la función pública y no se les haya iniciado el proceso; 3. En las  
infracciones  que  constituyen  atentados contra  la Constitución y la libertad o relativas al 
sistema constitucional, cuando se rompa el orden institucional, hasta su restablecimiento; 
4. Mientras dure en el extranjero el trámite de extradición;  5. Cuando se haya suspendido 
el ejercicio de la acción penal en virtud de un criterio de oportunidad, o cuando se haya 
dictado la suspensión condicional del procedimiento y mientras dure la suspensión; 6. Por 
la rebeldía del imputado. Terminada la causa de la suspensión, el plazo de la prescripción 










2.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA  
 
La prescripción de la acción penal consiste en la extinción de la responsabilidad por 
el paso del tiempo, ello en base a que el Estado no puede ejercer su ius puniendi de forma 
indefinida.  
 
Los magistrados consideran que la prescripción constituye un límite temporal que 
tiene el Estado para ejercer su poder penal cuando ha transcurrido el plazo de tiempo 
establecido en la Ley Sustantiva para el delito incriminado. Es una forma de autolimitación 
al poder punitivo del Estado, en tanto el proceso no puede tener una duración indefinida, 
debido a que conllevaría a la vulneración del plazo razonable del proceso. 
 
El Código Penal regula la institución jurídica de la prescripción de la acción penal, 
atribuyéndole supuestos de interrupción y suspensión, asimismo el Código Procesal Penal 
establece como supuesto de suspensión a la Formalización de la Investigación Preparatoria. 
 
Así tenemos que la Corte Suprema de Justicia de la República ha establecido que 
la suspensión de prescripción de la acción penal consiste en la creación de un estado por el 
cual el tiempo deja de correr porque se presenta una situación particular determinada por la 
 162 
 
ley que impide la persecución penal. La continuación del proceso dependerá de la decisión 
de una autoridad extrapenal, paralizándose los plazos en cuanto ésta situación ajena al 
proceso se resuelva. Es así que la prescripción sufre una prolongación temporal.   
 
Por otro lado, la misma Corte Suprema ha establecido que la Formalización de la 
Investigación Preparatoria y la Acusación Directa poseen los mismos elementos y funciones, 
es a través de ésta situación que surge la problemática en torno a establecer si la Suspensión 
de Prescripción de la Acción Penal también le es atribuible a la Acusación Directa, toda vez 
que la formalización constituye causal de suspensión. Aunado a ello, la existencia de una 
postura referente a que si la formalización de la investigación preparatoria constituye una 
etapa anterior a la acusación fiscal no habría impedimento para que ésta última configure un 
supuesto de suspensión.  
 
En nuestro ordenamiento jurídico son los Tribunales de Justicia, los encargados de 
desarrollar la doctrina y criterios jurisprudenciales, a fin garantizar la correcta aplicación del 
derecho por los juzgadores al momento de emitir sentencias, siendo que a la fecha no existe 
un pronunciamiento vinculante de la Corte Suprema de Justicia en torno al tema de 
investigación.   
 
2.2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA  
 
¿Se suspenden los plazos de prescripción de la Acción Penal ante un Requerimiento 
Fiscal de Acusación Directa en contra de los derechos del Acusado? 
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2.3. OBJETIVOS  
 
2.3.1. Objetivo General  
 
 Determinar si el Requerimiento Fiscal de Acusación Directa suspende los plazos de 
prescripción de la acción penal. 
 
2.3.2. Objetivos Específicos  
 
 Evaluar si la suspensión de los plazos de prescripción de la acción penal en los casos 
de Acusación Directa vulnera los principios de Legalidad e Inaplicabilidad por 
analogía de la Ley Penal.  
 
 Determinar si la suspensión de los plazos de prescripción de la acción penal en los 
casos de Acusación Directa transgrede los derechos del acusado en torno al Plazo 
Razonable. 
 
 Analizar los supuestos establecidos en los artículos 83 y 84 del Código Penal y 
artículo 339.1 del Código Procesal Penal, a fin de determinar si la Interrupción de 
Prescripción de la Acción Penal favorece más al procesado en comparación al 
supuesto de Suspensión de Prescripción de la Acción Penal. 
 
 Efectuar una comparación respecto a los alcances de la Suspensión de los plazos de 
prescripción de la acción penal en el Derecho Comparado.  
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2.4. HIPÓTESIS  
 
El Requerimiento Fiscal de Acusación Directa, No suspendería los plazos de 
prescripción de la acción penal en contra de los derechos del acusado, toda vez que se 
vulneran los principios de Legalidad e Inaplicabilidad por Analogía de la Ley Penal, 
debiendo considerarse como un supuesto de interrupción.  
 
2.5. VARIABLES  
 
2.5.1. Variable Independiente  
 
Toda vez que se vulneran los principios de Legalidad e Inaplicabilidad por analogía 
de la Ley Penal, debiendo considerarse como un supuesto de interrupción. 
 
2.5.2. Variable Dependiente  
 
El Requerimiento Fiscal de Acusación Directa, no suspendería los plazos de 
prescripción de la acción penal en contra de los derechos del acusado. 
 
2.6. CONCEPTUALIZACIÓN DE LA VARIABLES  
 
VI: Toda vez que se vulneran los principios de Legalidad e Inaplicabilidad por 




VI1: Vulneración. - Causar un daño o perjuicio a alguien o algo. (RAE, s.f.) 
 
VI2: Principio de Legalidad. - Es no sólo una exigencia de garantía de seguridad 
jurídica sino una garantía política del Ciudadano frente al ejercicio abusivo del ius 
puniendi estatal por parte de los jueces. (PEÑA CABRERA, 2007, pág.141)  
 
VI3: Principio de Inaplicabilidad de Analogía de la Ley Penal.- Constituye una 
regla general de optimización garantista en materia penal, de manera que el juzgador 
no puede recurrir a la analogía, tampoco a la interpretación analógica para perjudicar 
al reo, sea como método o instrumento para la interpretación. (HUGO, 2017, pág. 
107) 
 
VI4: Supuesto de Interrupción de la Acción Penal. - Se produce con las 
actuaciones del Ministerio Público o de las autoridades judiciales, quedando sin 
efecto el tiempo transcurrido y comienza un nuevo plazo a partir de la última 
diligencia; y por la comisión de un nuevo delito doloso. La interrupción finalizará 
con la prescripción extraordinaria. (ART. 83° DEL CÓDIGO PENAL) 
 
VD: El Requerimiento Fiscal de Acusación Directa, no suspendería los plazos 
de prescripción de la acción penal en contra de los derechos del acusado. 
 
VD1: Requerimiento Fiscal. - Es aquella pretensión formulada por el Fiscal ante el 
órgano jurisdiccional, a fin de obtener de éste un acto procesal que dirima dicho 




VD2: Acusación Directa. - mecanismo de aceleración del proceso que busca evitar 
trámites innecesarios. (ACUERDO PLENARIO N°06-2010/CJ-116) 
 
VD3: Suspensión de los plazos de prescripción. - implica que el plazo deja de 
correr porque se presenta una situación que impide la persecución penal. (ARBULÚ 
MARTÍNEZ, 2013, pág. 147) 
 
VD4: Derechos del Acusado. – Garantías otorgadas al acusado a fin de resguardar 
sus derechos personales o procesales frente al Poder Punitivo Estatal. 
 
2.7. OPERACIONALIZACIÓN DE LAS VARIABLES  
 
2.7.1. Indicadores  
 
 
 VI1: Vulneración.  
 
 







































V12i1.- Garantía de Seguridad Jurídica 
V12i2. Garantía Política del ciudadano 
V12i3.-Ejercicio Abusivo 
V12i4.- Ius puniendi  
 
 
- Constitución  
-Convenios y Declaraciones 
Internacionales  






 VI3: Principio de Inaplicabilidad de Analogía de la Ley Penal.  
 
 









               
 
                   VI3 
 
V13i1.-  Regla General 
V13i2.-  Juzgador  
V13i3.-  Analogía  
V13i4.-  Interpretación Analógica 












 VI4: Supuesto de Interrupción de la Acción Penal. 
 











   VI4 
 
 
V14i1.-Actuaciones del Ministerio 
Público 
V14i2.-Actuaciones de las autoridades 
judiciales 
V14i3.-  Última diligencia 
V14i4.-  Nuevo delito doloso 











 VD1: Requerimiento Fiscal. 
 















V21i2.- Fiscal  
V21i3.- Órgano Jurisdiccional 














 VD2: Acusación Directa.  
 
Tabla N° 9 
 
VARIABLE INDICAR FUENTE 
 
 
                   
                   VD2 
 
 




- Legislación Nacional 




 VD3: Suspensión de los plazos de prescripción. 
 


















V23i1.-Paralización del plazo 
V23i2.-Situación de Impedimento 




- Legislación Nacional 
-Jurisprudencia 
- Doctrina 















 VD4: Derechos del Acusado.  
 
















V24i3.-Derechos personales  
V24i4.-Derechos procesales  




-Convenios y Declaraciones 
Internacionales  






2.8. DISEÑO O CRITERIO METODOLÓGICO A EMPLEAR PARA LA 
PROBANZA DE LA HIPÓTESIS  
 
 
2.8.1. Tipo de Investigación  
 
 
Por el tipo de investigación, el presente estudio reúne las condiciones necesarias 
para ser denominado como: “INVESTIGACIÓN DOCUMENTAL - DESCRIPTIVA”. 
Es Documental, porque estudia un problema con el propósito de ampliar y profundizar el 
conocimiento de su naturaleza. 
 
La investigación es descriptiva, ya que detalla las variables de la investigación y 
procura determinar cuál es la situación de la Suspensión de los Plazos de Prescripción de la 
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acción penal, en relación a sus causales de aplicación (suspensión mediante acusación 
directa), y la posible vulneración de Principios Fundamentales de carácter constitucional, 
haciendo uso de fuentes teóricas descriptivas nacionales e internacionales las mismas que 
nos han ayudado a obtener  la información sobre el tema propuesto. 
 
2.8.2. Método de Investigación para la Probanza Jurídico – Doctrinal  
 
 Método Analítico: Su uso nos permitirá utilizar lo pertinente de la doctrina y 
jurisprudencia correspondiente al tema antes mencionado, regulado en nuestro país 
y hacer un análisis crítico de la misma.  
 
 Método Exegético: Por medio del cual se realizará un estudio lineal de las normas 
legales relacionadas al tema de la suspensión de los plazos de la prescripción, 
acusación directa, principios de legalidad e inaplicabilidad de la analogía y así poder 
entender cuál es finalidad del legislador en la elaboración del texto normativo. 
 
 Método Dogmático: Su aplicación nos permitirá utilizar la doctrina jurídica nacional, 
extranjera y el derecho comparado relacionado al tema de la suspensión de los plazos 
de la prescripción, acusación directa, principios de legalidad e inaplicabilidad de la 
analogía, para lograr un correcto desarrollo. 
 
 Método Comparativo: Se aplicará a fin de determinar si existe otra causal diferente 
a la establecida en la normativa procesal que suspenda los plazos de prescripción de 





2.8.3. El Diseño de la Investigación  
 
El diseño de investigación es documental, porque los datos obtenidos de las fuentes 
van a permitir desarrollar la problemática del tema investigado. 
 
2.8.3.1. Diseño no Experimental 
 
El proyecto de investigación será no experimental, solamente se va a desarrollar el 
aspecto formal del problema del tema investigado. 
 
2.8.3. Técnicas utilizadas  
 
 Análisis de textos: Se realizará un estudio de la normatividad vigente respecto al 
tema, pero también recurriremos a doctrina y legislación nacional y extranjera, 
tratando de establecer las diversas posiciones sobre este tema. 
 
 Análisis de Jurisprudencia: Se revisará resoluciones emitidas por juzgadores 
entorno a la suspensión de los plazos de prescripción del ejercicio de la acción penal 








PROBANZA DE LA HIPÓTESIS  
 
3.1. PROBANZA JURÍDICO DOCTRINAL  
 
La hipótesis plateada en la presente investigación fue: El Requerimiento Fiscal de 
Acusación Directa, No suspendería los plazos de prescripción de la acción penal en contra 
de los derechos del acusado, toda vez que se vulneran los principios de Legalidad e 
Inaplicabilidad por Analogía de la Ley Penal, debiendo considerarse como un supuesto de 
interrupción.  Para lo cual con el objeto de comprobar la misma se plantearon distintos 
objetivos los cuales serán desarrollados a continuación: 
 
Primero: Determinación sobre si el Requerimiento Fiscal de Acusación Directa 
suspende los plazos de prescripción de la acción penal. - Al respecto puedo señalar: 
 
Que la suspensión de los plazos de prescripción en la Formalización de la 
Investigación Preparatoria, ha sido reconocida expresamente en el artículo 339.1 del NCPP 
y surge por la necesidad de que, el Ministerio Público como director de la investigación 
pueda asegurarse de todas los elementos e instrumentos legales que acrediten la comisión de 
un ilícito penal, a fin de poder ejercer el poder punitivo estatal, es por ello que la suspensión 




Por otro lado, el legislador peruano ha establecido en el NCPP que, el 
Requerimiento de Acusación Directa procede cuando el fiscal considere que las diligencias 
actuadas preliminarmente establecen suficiente realidad del delito y la intervención del 
imputado en su comisión34, es decir que  están presentes los presupuestos de punibilidad y 
perseguibilidad del delito, así el fiscal en el proceso común prescinde de la etapa de 
investigación preparatoria y pasa directamente a la etapa intermedia35, debiendo cumplir 
además con los requisitos previstos en el Art. 349 de NCPP. Constituyendo la Acusación 
Directa un mecanismo de aceleración procesal.  
 
La Corte Suprema de Justicia de la República, mediante el Acuerdo Plenario N° 06- 
2010, ha reconocido en sus fundamentos 11 y 12, que los requisitos establecidos para la 
Acusación Directa en el Art. 349 de NCPP, son los mismos que los previstos por el Art. 336. 
1 de NCPP para la formalización de la investigación preparatoria, por lo tanto, la Acusación 
directa  cumplen con las mismas funciones: (i) Individualiza al imputado, señalando datos 
para identificarlo; (ii) satisface el principio de imputación necesaria describiendo de forma 
clara y precisa el hecho que se le atribuye al imputado con sus circunstancias precedentes, 
concomitantes y posteriores, y la correspondiente tipificación, (iii) establece la suficiencia 
probatoria señalando los elementos de convicción que fundamentan el requerimiento 
acusatorio; (iv) determina la cuantía de la pena que solicita y fija la reparación civil cuando 
no hay actor civil; (v) ofrece los medios de prueba para su actuación en la audiencia. 
 
En esta línea de ideas, la finalidad de ésta investigación es determinar si la 
Acusación Directa también supone causal de suspensión de la prescripción de la acción 
                                                          
34 Art. 336, inc. 4- NCPP 2004 
35 Acuerdo Plenario N° 6-2010/CJ-116  
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penal, como lo es la Formalización de la Investigación Preparatoria, ello a tenor de lo 
señalado por la CSJR, sobre que, ambas instituciones jurídicas poseen los requisitos y 
funciones. Debiendo realizar para ello, la revisión de lo siguiente:  
 
 Resolución N° 26 de fecha 14 de julio del 2016 – Segunda Sala Penal de 
Apelaciones – Corte Superior de Justicia de Piura, sobre el Recurso de 
Apelación de Auto que declara Fundada la excepción de prescripción, en el 
proceso seguido contra Julio César García Vargas por el delito contra El 
Cuerpo, la Vida y la Salud, en agravio de Jaime Lázaro Lescano.36   
 
Así tenemos que, la representante del Ministerio Público mediante recurso de 
apelación solicita que el Ad Quem conforme a derecho revoque la resolución N° 21 de fecha 
4 de abril de 2016  y declare infundado la excepción de prescripción promovida por el 
abogado defensor del Julio Cesar García Vargas por los siguientes fundamentos: a. 
Considera que la Juez del Tercer Juzgado Unipersonal de la Corte Superior de Justicia de 
Piura ha emitido una resolución incongruente, sin motivación alguna vulnerando lo 
establecido por la Constitución Política del Perú en su artículo 139 inciso 5; b. Respecto a la 
prescripción, señala que habiendo en la presente causa una Acusación Directa y ésta se 
equipara a la Formalización de Investigación Preparatoria se estaría ante una causa de 
Suspensión siguiendo lo establecido en el artículo 339 inciso 1 del Código Procesal Penal, 
c. Considerando que dicha suspensión se mantiene hasta el año 2015 y aplicando la 






prescripción extraordinaria, la acción penal prescribiría  3 años después computados desde 
el 2015, por lo tanto refiere que la acción penal aún se mantiene vigente y que prescribiría 
hasta el año 2018, contrariamente con lo fundamentado por el A quo. 
 
Por su parte, la defensa técnica solicita que se confirme la resolución impugnada 
que declara fundada la prescripción por el fundamento siguiente: a)  Que para efectos de la 
prescripción extraordinaria se debe tomar en cuenta como inicio para su cómputo el día en 
que se consuma el delito, que en este caso data del 09 de Octubre de 2011; b) Que en el 
presente caso si bien hay una Acusación Directa ésta no tiene los mismos efectos que una 
Formalización de Investigación Preparatoria, por lo que no cabría un supuesto de 
Suspensión, por lo que de acuerdo al artículo 83 in fine el plazo de prescripción sería de 3 
años computándose desde el 09 de octubre de 2011, en conclusión opera la prescripción 
extraordinaria porque a la fecha actual ya han pasado 4 años 8 meses. 
 
En el presente caso corresponde a la Sala evaluar, si la suspensión de la prescripción 
de la acción penal es aplicable ante la presentación de un Requerimiento de acusación 
Directa, como lo es en la Formalización de la Investigación Preparatoria.  
 
Es así que, la Sala Superior en sus fundamentos, realiza un análisis respecto de la 
prescripción de la acción penal, sus plazos, y las causales de su suspensión señalando que, 
el Art. 339.1 del NCPP establece expresamente a la formalización de la investigación 
preparatoria como una causal de suspensión, tema tratado por el Acuerdo Plenario 03-2012 
/ CJ-116. Asimismo, la Sala indica que, la Acusación directa es un mecanismo de aceleración 
del proceso común que busca evitar trámites innecesarios, por lo que se faculta al fiscal 
formular directamente acusación por los elementos obtenidos preliminarmente que acreditan 
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la realidad del delito y la vinculación del imputado al mismo, y por lo establecido en el 
Acuerdo Plenario 06 – 2010/CJ-116, no se producirá la etapa de Investigación Preparatoria 
por ser innecesaria, ni tampoco una formalización de la investigación preparatoria por lo 
que, resulta irracional pretender equiparar ambas figuras (Acusación Directa con la 
Formalización de Investigación Preparatoria).37 
 
 Resolución N° 25 de fecha 08 de mayo del 2017 – Tercera Sala Penal Superior – 
Corte Superior de Justicia de la Libertad, sobre Apelación de Auto de 
Prescripción de Oficio, en el proceso seguido contra Ángel Ponce Simón, por el 
delito de Desobediencia o resistencia a la autoridad, en agravio del Estado.38   
 
El Representante del Ministerio Público - Fiscalía Especializada en Delitos de 
Corrupción de Funcionarios de La Libertad,  interpone recurso de apelación contra la 
resolución número veinte del veintitrés de enero del dos mil diecisiete emitida por el Juez 
del Tercer Juzgado de Investigación Preparatoria de Trujillo, que declaró en la audiencia 
preliminar de control de acusación, de oficio la prescripción extraordinaria de la acción penal 
y por extensión el sobreseimiento definitivo del proceso.  
 
El Ministerio público sobre su solicitud de revocar el auto que contiene la 
resolución impugnada y se reforme dictando Auto de Enjuiciamiento argumentó que, El juez 
del Tercer Juzgado de Investigación Preparatoria incurre en error de interpretación al 
declarar extinta la acción penal por prescripción, al no aplicar la suspensión del curso de la 
                                                          
37 EXPEDIENTE: 1540-2012-17 f.j. 6.3. al 6.5. 
38 EXPEDIENTE N° 4344-2014 
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acción penal establecido en el artículo 339.1º del Código Procesal Penal, pues la Corte 
Suprema, en el considerando doce del Acuerdo Plenario Nº 6-2010/CJ-116 de fecha dieciséis 
de noviembre del dos mil diez, ha establecido que acusación directa cumple las mismas 
funciones que la formalización de la investigación preparatoria. 
 
La Sala Penal arribó al análisis del citado Acuerdo Plenario, señalando que, el 
requerimiento acusatorio, en el procedimiento de acusación directa, cumple las funciones de 
la disposición de la formalización de la investigación preparatoria en la etapa de 
investigación, y si bien la suspensión del curso de la prescripción de la acción penal tiene 
lugar con la formalización de la investigación preparatoria como lo dispone expresamente el 
artículo 339.1° del Código Procesal Penal; nada obsta que el mismo efecto suspensivo tenga 
lugar también con otras formas de actividad procesal del fiscal comunicadas al juez de 
investigación preparatoria, como la acusación directa o la incoación de procesos especiales, 
entre ellos, el proceso inmediato, en los cuales el proceso es judicializado, perdiendo el fiscal 
la facultad de archivar la investigación sin intervención judicial , toda vez que es, la actividad 
procesal del fiscal comunicando al juez el inicio del proceso penal el sustento de la 
suspensión de la prescripción (Casación Nº 639-2015-La Libertad)39.  Concluyendo que, 
conforme a la doctrina jurisprudencial de la CSJR la Acusación Directa suspende los plazos 
de prescripción por un tiempo igual al plazo ordinario de prescripción más una mitad de 
                                                          
39 La Casación Nº 639-2015-La Libertad del 29/01/2016, caso Franklin Estuardo Alegre Castillo, consideró 
inatendible e innecesaria la invocación del casacionista a fin de que se emita una sentencia casatoria donde 
textualmente se consigne que para los efectos de la suspensión de los plazos de prescripción, la expedición de 
una acusación directa es equivalente a la formalización de investigación preparatoria. Es la actividad procesal 
del fiscal comunicando al juez el inicio del proceso penal el sustento de la suspensión de la prescripción, 
resultando ampuloso e innecesario el pedido del casacionista; tanto más si este asunto ya ha sido previsto, 
analizado y tratado por la máxima instancia jurisdiccional de justicia hasta en dos acuerdos plenarios [f.j. 5]. 
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dicho plazo, por lo que revocaron el auto contenido en la Resolución N° 23 del 23 de enero 
del 2017, declarando Infundada la Prescripción.  
Sobre éste caso con posterioridad mediante Resolución N° 04 del 02 de Octubre del 
2017- Proceso Penal N° 349 – 201740, ésta Sala realiza un reexamen sobre los argumentos 
presentados señalando que, en la conclusión a la que arribaron (lo indicado en el párrafo 
anterior en cursiva y subrayado) se asumió una posición que hace extensivos los efectos 
suspensorios del plazo prescriptorio de la acción penal, desde el acto procesal fiscal de la 
Formalización de la Investigación Preparatoria, hasta el acto procesal fiscal de la Acusación 
Directa, basándose en que éste requerimiento fiscal constituye el mismo acto de poner en 
conocimiento del Juez el inicio del Proceso Penal, en tenor a lo citado en  la Casación N° 
639- 2015 – La Libertad. 
 
Respecto a la Casación mencionada, la Tercera Sala Penal  señaló, que ésta no 
constituye en estricto una sentencia casatoria, toda vez que fue declarada inadmisible, por lo 
tanto no se trata de una resolución sobre la cual la CSJR haya decido sobre un caso en el 
fondo de los cuestionado o discutido (si la acusación directa tiene los mismos efectos de 
suspensión de los plazos de prescripción de la acción penal que declara el art. 339.1° CPP 
para la formalización de investigación), por lo que, no puede citarse como Casación, ni 
mucho menos considerar que,  a través de la misma la CSJR  haya sentado jurisprudencia 
sobre el tema de controversia, aunado a ello que, del análisis de los acuerdos plenarios 001-
2010 /CJ-116  y 003-2012/CJ-116, es evidente que el texto del art. 339.1 del CPP, “regula 
la institución de la suspensión con todas las consecuencias y matices que conlleva y nos es 
                                                          
40 Proceso Penal N° 349 – 2017, seguido contra Ronel García Flores Valderrama – Delito de Conducción de 
Vehículo en Estado de Ebriedad, f.j  2.7.1 al  2.7.6 
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posible deducir que el Legislador quiso reglamentar un supuesto de interrupción de la 
prescripción, porque la voluntad del legislador fue establecer que ese acto 
fiscal41(formalización de la investigación preparatoria) es motivo de suspensión”42, 
concluyendo que, el sustento sobre el caso antecedente (háblese del Exp. 4344-2014) no era 
el correcto, dado que la suspensión solo podría aplicarse en la formalización de la 
investigación preparatoria y de ningún modo en otro acto procesal.  
 
Por lo antes expuesto puedo concluir que, la Acusación Directa al constituir un 
mecanismo de aceleración procesal, y al contar con los elementos suficientes para que el 
Estado  ejerza su Ius Puniendi, resulta innecesario otórgale la condición de causal de 
suspensión de prescripción de la acción penal, toda vez que a través de la suspensión el 
Ministerio Público obtiene más tiempo para perseguir el delito y asegurar su cumplimiento, 
surgiendo una contradicción, si lo que se pretende con la Acusación Directa es abreviar las 
etapas del proceso común. Asimismo, en torno su equiparación con la Formalización de la 
Investigación Preparatoria concluyo que, si bien se le atribuye que poseen los mismos 
elementos y funciones, resulta irrazonable pretender darle una condición no establecida 
expresamente por el ordenamiento jurídico; quedando así determinado el presente objetivo 
de la investigación. 
 
 
                                                          
41 Nótese que la Corte Suprema hace una evidente referencia expresa a la Formalización de la Investigación 
Preparatoria.  
42 Acuerdo Plenario 01-2010-/CJ-116 f.j. 27 
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Segundo: Evaluación entorno a si la suspensión de los plazos de prescripción 
de la acción penal en los casos de Acusación Directa vulnera los principios de Legalidad 
e Inaplicabilidad por analogía de la ley penal.  
 
El principio de legalidad posee en rol importante en el ordenamiento jurídico 
peruano, toda vez que constituye un límite al poder punitivo del Estado, otorgando a la 
sociedad la seguridad de que toda imputación y proceso en contra de un ciudadano será 
conforme a las normas establecidas, garantizándose que no se realizará un ejercicio abusivo 
del derecho en materia penal.  Por su lado, el principio de Inaplicabilidad por analogía de la 
ley penal, constituye una garantía para el imputado, toda vez que, la existencia de lagunas 
jurídicas no facultan a los operadores del derecho a realizar una interpretación analógica de 
las normas, es ahí donde radica su relación con el principio de legalidad: una persona debe 
ser sometida a un proceso penal bajo preceptos jurídicos previamente estipuladas, existiendo 
la salvedad si es favorable al reo.  
 
 Resolución N° 22 de fecha 11 de agosto del 2014  – Segunda Sala Penal de 
Apelaciones – Corte Superior de Justicia de Piura, sobre Revocación de 
Resolución que declaro improcedente la solicitud de prescripción, en el proceso 
seguido contra Rober León Medida, por el delito de Omisión a la Asistencia 
Familiar, en agravio de Priscila Estefany León Timaná.43   
 
La defensa técnica solicita que se revoque la resolución que declaró improcedente 
la solicitud de prescripción, que el presente caso es de Omisión a la Asistencia Familiar, al 
                                                          
43 EXPEDIENTE N° 5036-2009 
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imputado se le requiere con fecha 27-02-2009 para que cumpla con pagar las pensiones 
devengadas, conforme a los dispuesto en el último párrafo del Art. 83 CP ya habría operado 
la prescripción extraordinaria de la acción penal; esto es con fecha 27-08-2013, no obstante 
a ello el Juez del Segundo Juzgado de Investigación Preparatoria hace referencia que en el  
presente caso no operaria la prescripción porque existiría una acusación directa; y de 
conformidad con lo dispuesto en el pleno 06-2010, Art. 339 CPP habla de una suspensión 
de la prescripción, no obstante concordando con dicho pleno los efectos de una 
formalización se corresponde con una acusación directa, en el presente caso no existiría una 
formalización solo existiría una acusación directa.  
 
En el presente caso los magistrados deben plasmar su análisis en torno a, si 
corresponde o no que opere la prescripción de la acción penal, y si el Juez del Segundo 
Juzgado de Investigación Preparatoria realizó un error en la interpretación al considerar a la 
acusación directa como causal de suspensión, de acuerdo a lo establecido en el Acuerdo 
Plenario 06-2010/CJ/116, en relación a que los efectos de la formalización se corresponden 
con una acusación directa.  
 
Es así que, en la parte considerativa de la presente resolución, se hace mención a 
los plazos de prescripción señalados en el art. 83 del CP (prescripción extraordinaria), para 
el presente caso de Omisión a la Asistencia Familiar prescribiría a loa 4 años y medio, toda 
vez que este proceso tiene acusación directa, y aplicando el principio de legalidad, al 
momento de la emisión de la resolución impugnada, ya había operado el plazo de 
prescripción. Por lo que la Sala Revoca lo resuelto en la Resolución N° 18 del 09 de julio 
del 2014; por lo que se entiende que,  si la acusación directa no ha sido reconocida 
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expresamente por  la norma procesal como causal de suspensión, pretender atribuirle dicho 
supuesto constituye una  afectación al principio de legalidad. 
 Resolución N° 05 de fecha 30 de mayo del 2017  –  Tercera Sala Penal de 
Apelaciones – Corte Superior de Justicia de Arequipa, sobre Revocación de 
Resolución que declaró  fundada la solicitud de prescripción de la acción penal, 
en el proceso seguido contra Freddy Valero Cruz Sulla, por el delito de 
Desobediencia a la Autoridad, en agravio del Estado.  
 
El Ministerio Público fundamenta su solicitud de Revocar la resolución impugnada, 
en lo siguiente: Que, al haber declarado fundada la excepción de prescripción, el A quo ha 
confundido interrupción con suspensión de plazos; pues, no consideró que el Acuerdo 
Plenario 6-2010 en sus fundamentos 11 y 12 señala que la acusación directa tiene los mismos 
elementos que la Formalización de Investigación Preparatoria. Por tanto, una vez emitida la 
Acusación Directa se suspenden los plazos de prescripción.  Del mismo modo, el Procurador 
del Poder Judicial, señala que, el Juez de primera instancia no ha considerado que el plazo 
quedado suspendida el 08 de abril del 2016 (con la presentación de la acusación directa; y 
por tanto no ha prescrito la acción penal (…). La defensa técnica del imputado, sobre si la 
Acusación Directa suspende la prescripción indica que, no existe ninguna disposición 
normativa que sostenga lo fundamentado por el Ministerio Público, más si la CSJR ha 
indicado que no podemos realizar una interpretación restrictiva, menos crear una analogía. 
(…). 
 
En ese sentido la Sala Penal a fin de determinar si la acción penal habría prescrito 
o no, realiza un análisis sobre la prohibición de la analogía en la ley penal y de la 
interpretación extensiva; así como sobre los efectos de la formalización de la Investigación 
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Preparatoria, la Acusación Directa y los fundamentos 11 y 12 del Acuerdo Plenario N° 06-
2010/CJ-116, señalando que el mismo, señala que ambos instituciones jurídicas poseen la 
misma funcionalidad, referida al inicio del proceso pena, a la formulación de una imputación 
concreta y a la calificación jurídica que corresponde; dado que la Acusación Directa al 
suprimir la etapa de Investigación Preparatoria debe cumplir también la función de 
determinar concretamente la imputación. Debiéndose, tener en cuenta que la suspensión de 
la prescripción de la acción penal en la Formalización se justifica en la medida en que se 
requiere mayor tiempo para la realización de la actividad investigadora y así establecer la 
existencia de responsabilidad penal o en su defecto su archivamiento. En el presente caso, 
dada la naturaleza de la Acusación Directa ya no es necesario dicha labor (…). 
 
Llegando a la conclusión que el Acuerdo Plenario no integra analógicamente el 
efecto de la suspensión, propio de la Formalización de Investigación Preparatoria a la 
Acusación Directa, pues afectaría el principio constitucional de inaplicabilidad por analogía 
de la ley penal y procesal penal (…). Por lo que, consideran que un efecto gravoso como la 
suspensión del plazo de prescripción debe estar expresamente previsto en la ley, y ese 
aparente vacío no puede ser cubierto por la Jurisprudencia ni Acuerdos Plenarios, pues ello 
significaría atribuir función legislativa a los jueces y con ello la posibilidad de que 
pretorianamente, se aplique analógicamente un efecto jurídico que está vinculado 
únicamente a la Formalización de Investigación Preparatoria.44 
 
                                                          




Por lo antes expuesto, queda determinado que la suspensión de los plazos de 
prescripción de la acción penal mediante acusación directa, supuesto no establecido en la 
normativa procesal, genera una vulneración al  principio  de legalidad en virtud que éste 
constituye un límite del poder punitivo del estado, restringiendo el uso del derecho penal y 
procesal penal a los casos previamente establecidos en la ley, correspondiendo al legislador 
establecer las pautas para la correcta realización del proceso. Asimismo se vulnera el 
principio de inaplicabilidad por analogía de ley penal, toda vez que el imputado al parte más 
débil del proceso y contra quien el Estado descarga todo su poder punitivo, resultaría 
afectado por lo que, toda interpretación analógica in malam partem, queda prohibido.   
 
Tercero: Determinación respecto si la suspensión de los plazos de prescripción 
de la acción penal en los casos de Acusación Directa transgrede los derechos del 
acusado en torno al Plazo Razonable. 
 
El plazo razonable configura una garantía en el Proceso Penal, toda vez que el 
Estado deberá demostrar la culpabilidad del investigado en la comisión de un ilícito penal, 
dentro de un determinado tiempo, a fin de evitar que, se produzcan una persecución 
desproporcionada contra el imputado.  
 
La Resolución N° 26 del 14 de julio del 2016 (revisada en el primer objetivo del 
presente Capítulo)45, ha señalado en uno de sus fundamentos, respecto al plazo razonable, 
que éste consiste en que la impartición de justicia, por un lado no deba sufrir tardanzas 
injustificadas y jurídicamente indisculpable, por otro lado que, el plazo razonable es el 
                                                          
45 EXPEDIENTE 1540-2012-17 f.j.6.1.3 y 6.6. 
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derecho a que en todo proceso, en este caso penal, se cumpla con los plazos y términos 
preestablecidos en la ley para llegar a obtener una resolución motivada y fundada que ponga 
fin al proceso. Es así que, del análisis del caso concreto la sala establece que, no existiendo 
una Formalización de la Investigación Preparatoria, se descarta que se trate de un caso de 
suspensión de la prescripción de la acción penal, por la tanto se activa la prescripción 
extraordinaria, siendo que para el presente caso el delito (Lesiones Leves 02 años PPL) se 
consumó el 09 de octubre del 2011 día que se toma en cuenta para el cómputo del plazo 
prescriptorio, por lo que la acción penal se extinguió el 08 de Octubre de del 2014, con lo 
que, una continuación del proceso para determinar la situación jurídica del imputado estaría 
vulnerando el Principio de Plazo Razonable.  
 
De lo arribado anteriormente, se ha determinado que no resulta beneficioso para el 
imputado, aplicarle los efectos suspensivos de la formalización a la acusación directa, más 
si la clara intención del legislador al otorgar la suspensión del Art. 339.1° es brindar mayor 
tiempo para la persecución de un delito, entonces es  evidente el agravio entorno las garantías 
procesales del imputado, como el no ser sometido indeterminadamente a un proceso penal, 
que exista una igualdad procesal, el poder plantear una excepción de prescripción supuesto 
que cabría pues en razón de la prescripción, el poder punitivo del Estado se encuentra extinto, 
pero que, por una aplicación a analógica de la norma resultaría imposible, es evidente 






Cuarto: Análisis de los supuestos establecidos en los artículos 83 y 84 del 
Código Penal y artículo 339.1 del Código Procesal Penal, a fin de determinar si la 
Interrupción de Prescripción de la Acción Penal favorece más al procesado en 
comparación al supuesto de Suspensión de Prescripción de la Acción Penal. 
 
Los artículos 83 y 84 del CP regulan los supuestos de interrupción y suspensión de 
la prescripción de la acción penal respectivamente. Estableciéndose que, la interrupción se 
origina por “las actuaciones del Ministerio Público o de las autoridades judiciales y por la 
comisión de un nuevo delito doloso quedando sin efecto el tiempo transcurrido, después de 
la interrupción comienza a correr un nuevo plazo de prescripción, a partir del día siguiente 
de la última diligencia (…) la acción penal prescribe cuando el tiempo transcurrido sobrepase 
en una mitad al plazo ordinario”; por otro lado la suspensión procede cuando para el 
“comienzo o continuación del proceso penal se dependa de cualquier cuestión que deba 
resolverse en otro procedimiento, existe una paralización del prescripción hasta que la 
“cuestión” sea resuelta”46. Asimismo, el artículo 339.1 del NCPP establece que la 
formalización suspende el curso de la prescripción de la acción penal. 
 
Así tenemos que, los artículos 84 CP y 339.1 NCPP según el Acuerdo Plenario N° 
03-2012/CJ-11, son independientes aunque aludan a una misma institución penal, pues 
regulan causales distintas de suspensión de la prescripción de la acción penal, toda vez que 
la suspensión regulada en el código sustantivo, se produce ante la necesidad de subsanar 
asuntos extrapenales de los que depende la atribución o no de un hecho como delito, 
necesario para iniciar o continuar con un proceso penal, mientras que la suspensión regulada 
                                                          
46 Código Penal Peruano de 1991- D.L. 635 
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en el norma procesal, se fundamenta en el otorgamiento de más tiempo al  Ministerio 
Público, para que pueda recabar los elementos idóneos que permitan  determinar el carácter 
delictivo del hecho y se pueda hacer efectivo el uso del poder punitivo estatal (perseguir el 
delito), dejando de computarse el plazo desde que se declara, ésta suspensión no es 
indefinida, pese a que su duración no ha sido establecida por el legislador, sin embargo  la 
CSJR ha señalado que no podrá prolongarse más allá de un tiempo acumulado equivalente 
al plazo ordinario de prescripción más una mitad dicho plazo47.  
 
Po su lado el Acuerdo Plenario 01-2010 ha señalado que: “la consecuencia más 
significativa de ésta suspensión es que el tiempo transcurrido con anterioridad al momento 
en que se presentó la causa que suspendió el proceso no se pierde y se sumará a que 
transcurra después de su reanudación, pero el tiempo cumplido durante la vigencia de la 
suspensión no se computa para los efectos de la prescripción extraordinaria”48  
 
En relación al artículo 83 del CP la mayor parte de la doctrina ha señalado la 
existencia de una incompatibilidad entre su contenido y lo regulado por el art. 339.1 NCPP, 
toda vez que, en virtud de lo establecido en el CP son las actuaciones del Ministerio Público 
las que interrumpen el plazo de prescripción de la acción penal, siendo que la Formalización 
de la Investigación Preparatoria es una actuación del Ministerio Público, lo que debería es 
interrumpir, más no suspender el plazo prescriptorio, en base a este punto controvertido es 
que, la CSJR se pronunció y mediante Acuerdo Plenario 01- 2010 estableció que, lo regulado 
en el art. 339.1 del NCPP supone una suspensión sui generis, es decir que ha sido regulada 
excepcionalmente para ésta actuación procesal, por tanto el efecto que se le brinda no puede 
                                                          
47 Acuerdo Plenario N° 03-2012 f.j.  
48 Acuerdo Plenario N° 01-2010/CJ-116 f.j. 25 
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ser atribuido a otro caso, entendiéndose que a excepción de la formalización las demás 
actuaciones fiscales interrumpen plazo de prescripción.  
 
Con la finalidad de determinar el presente objetivo es necesario hacer una 
ilustración de lo que sucede si se presenta un supuesto de interrupción o de suspensión de 
los plazos de prescripción de la acción penal:  
 
CASO 01:  
 
Juan es investigado por el delito de hurto tipificado en el artículo 185 del CP cuya 
pena privativa de libertad máxima es de 3 años, la acción penal prescribe ordinariamente a 
los 03 años y a los 4 años y 06 meses por el plazo extraordinario. El hecho cometido el 22 
de diciembre de 2016, y con fecha 21 de junio del 2017 el Ministerio Público dispuso la 
formalización de investigación preparatoria. 
 
Tabla N° 12 Suspensión de la prescripción de la acción penal  
 
     Máximo + mitad  
     (04 años y 06 meses) 



































Bajo el criterio adoptado por la Corte Suprema, la suspensión por la Formalización 
de Investigación Preparatoria importaría la existencia de una plazo doble para que el 




Pedro es investigado por el delito de lesiones leves tipificado en el artículo 122 del 
CP cuya pena privativa de libertad máxima es de 5 años, la acción penal prescribe 
ordinariamente a los 05 años y a los 7 años y 06 meses por el plazo extraordinario. El hecho 
jurídico relevante se consumó el 13 de febrero de 2017, y con fecha 23 de febrero del 2017 
el Ministerio Público dispuso la Apertura de Diligencias Preliminares, y posteriormente con 
fecha 22 de junio del mismo año formuló Requerimiento de Acusación Directa.  
 
Tabla N° 13 Interrupción de la prescripción de la acción penal 
 
 







             


























Son diversas las actuaciones realizadas por el Ministerio Público o los órganos 
jurisdiccionales, por lo que puede hablarse de no sólo una interrupción de plazo de 
prescripción de la acción penal durante el proceso sino de varias, las mismas que afectan al 
plazo ordinario de prescripción, siendo éste el que vuelve a contabilizarse; el legislador ha 
establecido un límite a estas interrupciones, por lo que acción penal se extinguirá cuando se 
origine la prescripción extraordinaria, evitando la existencia de dilaciones en el proceso que 
contribuyan a que el acusado sea perseguido indefinidamente por el Ius Puiniendi del Estado.  
 
Es por ello que, de la controversia planteada en la presente investigación se ha 
buscado dilucidar si la Acusación Directa constituye un supuesto de interrupción o de 
suspensión, y así como cuál de las instituciones jurídicas es menos gravosa para el 
procesado, en ese sentido, los Jueces Titulares de las Salas Penales de la Corte Superior de 
Justicia de La Libertad en razón a las existencia de criterios diferentes en sus sentencias, han 
uniformizado sus posiciones a través del Acuerdo N° 7-2017-SPS-CSJLL de fecha 29 de 
setiembre del 2017, estableciendo como acuerdo que:  la Acusación Directa presentada al 
Juez de investigación preparatoria tiene el efecto jurídico de interrumpir – no suspender la 
prescripción de la acción penal.  
 
Por lo que, en base a la normatividad revisada y jurisprudencia queda definido que 
el supuesto de interrupción de prescripción de la acción penal resulta favorable al procesado 
en relación a la suspensión, puesto que con el primero, con el cumplimiento de la 
prescripción extraordinaria,  el procesado tiene la posibilidad de presentar el Medio de 
Defensa Técnico- Excepción de Prescripción, lo contrario sucede con la suspensión puesto 
que de lo señalado por la Corte Suprema estaríamos hablando de esperar el cumplimiento de 
un doble plazo para solicitar la prescripción.  
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Quinto: Realización de una comparación respecto a los alcances de la 
Suspensión de los plazos de prescripción de la acción penal en el Derecho Comparado.  
  
En el Derecho Comparado, se ha podido revisar que las legislaciones de Chile, 
Argentina y República Dominicana regulan a la prescripción y sus supuestos de interrupción 
y suspensión.  
  
En el caso de Chile, la suspensión se produce “cuando el procedimiento se dirige 
contra el culpable”, contrario a nuestro caso que conforme el art. 84 ésta se produce cuando 
no puede dirigirse un proceso en contra del investigado por la existencia de obstáculos  de 
carácter legal, es decir de asuntos extrapenales, de los que depende definir el carácter 
delictuoso del hecho; asimismo el Código Procesal Chileno al igual que el nuestro, establece 
en su art. 233° que la formalización de la investigación preparatoria posee el efecto de 
suspender el curso de la prescripción de la acción penal, remitiéndose al artículo 96 para 
determinar su tiempo de duración el cual es de tres años, caso que no sucede en nuestra 
legislación pues no está expresamente establecido la duración, sino que la CSJR se ha 
pronunciado sobre el mismo.  
 
Por su parte el Código Penal de Argentina, establece en su art. 67 como causales de 
suspensión de a las cuestiones previas y prejudiciales, su duración depende de la solución 
las mismas; así también se produce suspensión en los casos de delitos cometidos en el 
ejercicio de la función pública, existiendo una diferencia respecto de nuestro ordenamiento 
penal, pues es a través de la jurisprudencia y la doctrina  que se ha considerado a la cuestión 
previa, cuestión prejudicial, antejuicio constitucional entre otros como causales de 
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suspensión de los plazos de prescripción de la acción penal. Finalmente señala que la 
prescripción se suspende separadamente para cada delito y para cada uno de sus partícipes. 
 
 Asimismo, el Código Procesal de República Dominica, señala sobre la suspensión 
que ésta se produce por disposiciones de carácter constitucional que impidan que la acción 
penal sea promovida, por infracciones cometidas por funcionarios públicos en el ejercicio 
del cargo, infracciones que atenten contra el Orden Constitucional, por extradición, por 
criterio de oportunidad, por rebeldía del imputado; así mismo terminado la causa de 
suspensión la prescripción continua su curso, de lo señalado es evidente que lo establecido 
posee similitud con el Código de Argentina, y respecto nuestro ordenamiento jurídico es 
necesario precisar que si bien la extradición no ha sido considerada por el legislador como 
supuesto de suspensión, la CSJR  ha mencionado49, que el aplazamiento de la entrega del 
extraditado constituye una causal de suspensión, de acuerdo al Tratado de Extradición entre 
Perú y la República de Panamá.   
 
De las legislaciones revisadas, se ha determinado que expresamente no se encuentra 
regulada la acusación directa como supuesto de suspensión, sino que el C.P de Argentina y 
el CPP de República Dominicana señalan al Requerimiento acusatorio y la presentación de 
la acusación como causas de interrupción. 
 
Por todo lo antes expuesto y al haber analizado todos los objetivos planteados 
concluyo que se CONFIRMA la hipótesis planteada: El Requerimiento Fiscal de Acusación 
Directa, No suspende los plazos de prescripción de la acción penal en contra de los derechos 
                                                          
49 Exp. N.° 1129-2008-PCH/TC, f.j. 2-3 
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del acusado, toda vez que se vulneran los principios de Legalidad e Inaplicabilidad por 


























 La suspensión de los plazos de prescripción por Formalización de la Investigación 
Preparatoria, de acuerdo a lo señalado por el Acuerdo Plenario 01-2010/CJ-116, 
configura una causal de suspensión sui generis, diferente a la señalada por el Artículo 
84 del Código Penal, por lo que estamos frente a un supuesto excepcional establecido 
expresamente en la normativa procesal, no pudiendo otorgarle este supuesto otra 
actuación procesal no regulado.  
 
 Si bien, la Corte Suprema de Justicia de la República le ha otorgado a la Acusación 
Directa los mismas funciones de la Formalización de Investigación Preparatoria, 
resulta incongruente equipararle el efecto de suspender  la prescripción de la acción 
penal, dada su naturaleza jurídica que corresponde a un mecanismo de aceleración 
procesal con el que se buscar evitar trámites innecesarios, puesto que ya se cuenta 
con los elementos suficientes que acreditan la comisión del delito y vinculación al 
imputado al mismo, más si ,  el sustento de la suspensión contenida en el art. 339.1° 
corresponde a la necesidad del Estado de otorgarle mayor tiempo al Ministerio 
Público para que recabe los elementos idóneos que hagan posible el ejercicio del ius 
puniendi del Estado.  
 
 Otorgar analógicamente a la Acusación Directa una casual no prevista taxativamente 
(suspensión) vulnera los principios constitucionales de legalidad e inaplicabilidad de 
Analogía en la Ley Penal, toda vez que bajo estos preceptos se otorga la seguridad 
jurídica al imputado que el proceso seguido en su contra será realizado bajo los 
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parámetros legales establecidos y dentro de un plazo razonable que no afectes sus 
derechos reconocidos.  
 
 La diferencia fundamental entre lo establecido en los artículos 83 y 84 del Código 
Penal de manera general radica en que, al momento de producirse la interrupción ya 
ha existido un ejercicio del poder punitivo del Estado por parte del Ministerio 
Publico, mientras que en la suspensión la persecución no ha podido realizarse por la 
existencia de un elemento ajeno al proceso y mientras subsista no podrá incoarse 
proceso alguno.   
 
 Que la aplicación la suspensión de los plazos de prescripción en la formalización, 
coloca al imputado en la imposibilidad de plantear  una Excepción de Prescripción 
toda vez que,  el plazo de duración de misma es equivalente a la prescripción 
ordinaria más una mitad ( plazo extraordinario), más si,  a lo señalado por la CSJR  
el tiempo transcurrido con anterioridad se reserva, reanudándose una vez vencida la 
suspensión, por lo que estamos frente a la existencia de una doble plazo, resulta 
evidente la transgresión del derechos del acusado, por lo que es más favorable en los 









 Que, los magistrados al momento de resolver un tema controvertido tienen la 
responsabilidad de evaluar los diversos aspectos del mismo, toda vez que, no puede 
emitirse un pronunciamiento que contravenga lo establecido constitucionalmente, como 
en el presente caso: los principios de legalidad e inaplicabilidad de la analogía en la ley 
penal, los mismos que constituyen pilares para la realización de un proceso justo.  
 
 Que, las normas tienen que ser legisladas teniéndose en cuenta la naturaleza de las 
instituciones jurídicas, con la finalidad que no existan contradicciones entre las normas 
sustantivas y adjetivas, cuando éstas regulen la misma institución, ello para evitar 
opiniones discordantes sobre su interpretación.  
 
 Con la finalidad de evitar una disparidad de criterios en torno a si la acusación directa 
u otro actuación procesal distinta a la formalización de investigación preparatoria 
configura o no causal de suspensión de los plazos de prescripción de la acción penal, el 
legislador establecer expresamente en el Código Penal las actuaciones procesales que 





Debe decir:  
Artículo 83.- La prescripción de la acción penal se interrumpe por: a) Apertura 
de la Investigación preliminar, b) Requerimiento de Acusación Directa, 
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ANEXO 01  
 
 
                                     CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES   
 
    AÑO 
 























                                  ETAPA DE ANÁLISIS – METODOLÓGICA   
Análisis Previo X X        
Planteamiento del 
Problema 




X X        
Clasificación de datos  X 
 
       
Análisis Crítico e 
Interpretativo 
 X        
                                                  ETAPA ELABORATIVA   
Análisis metódico  X X X X X    
Redacción Inicial   X       
Interpretación de la 
Información 
  X X X     
Segunda Redacción     X     
Preparación 
bibliográfica, citas, 
anexos y cuadros 
estadísticos 
     X    
Corrección e 
Impresión de la Tesis 




           







ANEXO 02  
 
 





RUBRO CONCEPTO COSTO 
 IMPRESORA CANON S/. 200.00 
BIENES CARTUCHOS Y TINTAS S/. 170.00 
 HOJAS A 4 (SIMILARES) S/. 50.00 
 MATERIAL DIDÁCTICO S/. 160.00 
 PASAJES Y VIATICOS 
(BIBLIOTECA DE 
UNIVERSIDADES DE PIURA) 
 
S/. 100.00 
 SERVICIO DE COPIAS E 
IMPRESIONES 
S/. 200.00 
SERVICIOS SERVICIO DE EMPASTADO S/. 150.00 
  SERVICIO DE INTERNET S/. 180.00 
 MOVILIDAD S/. 240.00 
REMUNERACIONES COLABORADORES S/200.00 
ASESORIAS S/. 3800.00 
 TOTAL S/ 5450.00 
 
INVERSIÓN A LA INVESTIGACIÓN 
 
S/. 5,450.00 ( Cinco Mil Cuatrocientos 
Cincuenta con 00/100 Nuevos Soles) 
 





ANEXO 03  
MATRIZ DE CONSISTENCIA 
 
 







      
   Hipótesis 





         
 Indicadores 
    




¿Se suspenden los 
plazos de 
prescripción de la 





















Hipótesis Única:  
 
- El Requerimiento 
Fiscal de 
Acusación Directa, 
No suspendería los 
plazos de 
prescripción de la 
acción penal en 
contra de los 
derechos del 









analogía de la Ley 
Penal, debiendo 
considerarse como 















V12i1. Garantía de 
Seguridad Jurídica 
V12i2. Garantía Política 
del ciudadano 






















-Evaluar si la 
suspensión de los 
plazos de 
prescripción de la 







analogía de la Ley 
Penal.  
 
- Determinar si la 
suspensión de los 
plazos de 
prescripción de la 




Analogía de la Ley 
Penal, debiendo 
considerarse como 







Inaplicabilidad por   






V13i1.-  Regla General 
V13i2.-  Juzgador  
V13i3.-  Analogía  
V13i4.- Interpretación 
Analógica 
V13i5.-  Instrumento para 















Interrupción de la 






V14i2.-Actuaciones de las 
autoridades judiciales 
V14i3.-  Última diligencia 























acusado entorno al 
Plazo Razonable. 
 
- Analizar los 
supuestos 
establecidos en los 
artículos 83 y 84 
del Código Penal y 
artículo 339.1 del 
Código Procesal 
Penal, a fin de 
determinar si la 
Interrupción de 
Prescripción de la 
Acción Penal 











no suspendería los 
plazos de 
prescripción de la 
acción penal en 












V21i2.- Fiscal  
V21i3.- Órgano 
Jurisdiccional 


















V23Suspensión de los 

















































Prescripción de la 
Acción Penal. 
 
- Analizar los 
alcances de la 
Suspensión de los 
plazos de 
prescripción de la 
























- Legislación   
-Jurisprudencia  
-Doctrina  
-Derecho 
Comparado 
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